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INTRODUCCIÓN 
El problema del ejercicio concurrente de competencias por parte de la 
Corte Internacional de Justicia y del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas ha cobrado renovada actualidad con las sentencias de la Corte Interna-
cional de Justicia de 27 de febrero de 1998, relativas al asunto Lockerbie 1. Se 
trata de una cuestión que ha adquirido una nueva dimensión con la situación 
internacional derivada del fin de la guerra fría. Para el Consejo de Seguridad 
se ha cerrado un periodo marcado por el frecuente bloqueo en las cuestiones 
concernientes al mantenimiento de la paz y seguridad internacionales 2; en la 
actualidad, el Consejo ha podido asumir de modo efectivo aquellas funciones 
de las que se hallaba investido originariamente en la Carta pero de las que no 
había podido hacer uso en la práctica, en particular en el mencionado ámbito 
del mantenimiento de la paz y de la seguridad internacionales 3. 
Esta etapa de mayor operatividad del Consejo se caracteriza también por 
un mayor secreto en el procedimiento de adopción de decisiones, ya que cada 
1. La Corte ha rechazado las excepciones preliminares presentadas por los 
Estados demandados y ha afirmado "que la excepción ... según la cual las reso-
luciones 748 (1992) y 883 (1993) del Consejo de Seguridad habrían privado de 
objeto las demandas libias, no tiene, en las circunstancias del caso un carácter 
exclusivamente preliminar", por lo que será abordada por la Corte al examinar el 
fondo del asunto. Cfr. Questions d'interpretation et d'application de la Conven-
tion de Montreal de 1971 resultant de l'incident aérien de Lockerbie 
(Jamahiriya árabe libyenne c. Royaume Uni), exceptions préliminaires, arrét du 
27 février 1998, par. 51 y 53.3; Questions d'interpretation et d'application de la 
Convention de Montreal de 1971 resultant de l'incident aérien de Lockerbie 
(Jamahiriya árabe libyenne c. Etats Unis d'Amérique), exceptions prélimi-
naires, arrét du 27 février 1998, par. 50 y 53.3. 
2. Según recoge S. D. Bailey, desde 1945 hasta 1986 se han registrado 203 
vetos (Cfr. The Procedure of the United Nations Security Council, 2 a ed., Oxford, 
Clarendon Press, 1988, pp. 202-209); desde 1989, el veto ha sido ejercitado en 
escasas ocasiones. 
3. Cfr. Le développement du role du Conseil de Sécurité (Peace-Keeping and 
Peace-Building). Colloque (La Haye, 21-23 juillet 1992), Dordrecht/ Boston/ 
London, Martinus Nijhoff, 1993, en particular, las contribuciones de M. SAHOVIC: 
"Le développement récente du role du Conseil de sécurité et la Charte des 
Nations Unies", pp. 339-348, de A. A U S T : "The Procedure and Practice of the 
Security Council Today", pp. 365-374 y de T. M. FRANCK: "The Security Council 
and "Threats to the Peace": Some Remarks on Remarkable Recent Developments", 
pp. 83-110; igualmente, el coloquio de la Sociedad Francesa de Derecho 
Internacional de 1994, Le chapitre VII de la Charte des Nations Unies. Colloque 
de Rennes (1994), París, Pedone, 1995, en particular, la contribución de J. M. 
SOREL: "L'élargissement de la notion de menace contre la paix", pp. 3-57. 
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sesión plenaria suele ir precedida de reuniones de los cinco miembros 
permanentes del Consejo o de tres de ellos (Estados Unidos de América, 
Reino Unido y Francia), reuniones de las que salen elaborados los proyectos 
de decisiones que "debe" adoptar el pleno del Consejo 4 . En contrapartida, y 
esto debe considerarse un aspecto positivo, frente a la práctica anterior en que 
el Consejo no solía especificar la disposición de la Carta en virtud de la cual 
actuaba, en la actualidad las medidas adoptadas en virtud del capítulo VII lo 
suelen señalar expresamente. En este contexto, algunas de las acciones em-
prendidas por el Consejo en los últimos años han suscitado dudas en cuanto a 
su efectiva cobertura por las disposiciones de la Carta 5. 
En lo que respecta a la Corte Internacional de Justicia, tras periodos 
relativamente largos de infrautilización, ha visto ampliarse paulatinamente su 
radio de acción a partir de los años ochenta. Las razones son varias. La CIJ se 
había refugiado con frecuencia en razones de procedimiento para evitar pronun-
ciarse sobre cuestiones de fondo, especialmente en situaciones en que la deci-
sión previsible de la Corte iba a resultar insatisfactoria para un amplio sector, 
4 . Cfr. DELON, F.: "Le role joué par les membres permanentes dans Taction du 
Conseil de sécurité", en Le développement du role du Conseil de Sécurité cit. 
p. 3 5 3 ; J. QUIGLEY: "The "Privatization of Security Council Enforcement Action: 
a Threat to Multilateralism", Michigan Journal ofl.L, 1996/2, pp. 2 4 9 - 2 8 3 . Un 
dato del que no se puede prescindir al analizar el tema objeto de estudio es que, 
pese a la proclamación del principio de igualdad soberana entre los Estados, la 
Carta refleja una Sociedad Internacional con fuertes disparidades, que se hacen 
patentes de modo especial en la estructura del Consejo: los cinco miembros 
permanentes del Consejo de Seguridad disfrutan de una posición de predominio 
de hecho y de derecho, este último se traduce fundamentalmente en el derecho de 
veto, que es el único control de la actividad del Consejo articulado expresamente 
en la Carta. En consecuencia, los miembros permanentes tienen un especial peso en 
el despliegue -o en la ausencia de despliegue- de los mecanismos de! Capítulo 
VII. La Carta responde, en este sentido, a la situación derivada de la II Guerra 
Mundial, y no parece posible una reforma del sistema destinada a disminuir el 
poder de los cinco miembros permanentes, cuyo voto favorable sería necesario para 
efectuar tal modificación (En este sentido, W. M. R E I S M A N : "The Constitutional 
Crisis in the United Nations", 8 7 A.J.I.L. 1993, pp. 83-100) . 
5. Cfr. TORRES BERNÁRDEZ, S.: "Some Considerations on the Respective Roles 
of the Security Council and the International Court of Justice with Respect to "the 
Prevention and Aggravation of Disputes" in the Domain of the Pacific Settlement 
of International Disputes or Situations", en International Legal Issues Arising 
under United Nations Decade of International Law, The Hague (etc.), M. Nijhoff, 
1995 , pp. 7 0 2 - 7 0 3 ; C O N F O R T I , B.: "Le pouvoir discrétionnaire du Conseil de 
Sécurité en matiére de constatation d'une menace contre la paix d'une rupture de 
la paix ou d'un acte d'agression", en Le développement du role du Conseil de 
Sécurité cit., p. 51-60. 
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como por ejemplo en el asunto del sudoeste africano, segunda fase 6 . Como 
reacción frente al enfoque rígidamente positivista de la Corte en este asunto, la 
nueva mayoría preponderante a partir de la siguiente renovación de su compo-
sición, mostró una nueva actitud que tuvo importantes repercusiones en la 
jurisprudencia de la Corte, por ejemplo en el modo de enfocar las relaciones 
de la Corte con otros órganos de la ONU como Consejo de Seguridad y 
Asamblea General. También repercutió en la actitud de los Países en desa-
rrollo respecto a la Corte, países cuyo recelo inicial cedió paso a la confianza a 
medida que la composición de la CU se iba acercando efectivamente a la 
representatividad universal y se abandonaba la concepción rígidamente 
positivista de la función judicial 7 . Varios asuntos planteados a la Corte, a 
partir de los años ochenta, presentan importantes elementos en común: se 
trata de controversias que enfrentan a Estados con niveles de desarrollo muy 
desiguales, y que han sido sometidas a la Corte mediante demanda formulada 
por el país más débil 8 . La Corte aparece ante estos países como una instancia 
a la que pueden recurrir frente a los "abusos de poder" de las grandes 
potencias 9. 
Estos son, a grandes rasgos, los elementos del problema. El Consejo de 
Seguridad y la Corte Internacional de Justicia pueden ejercer sus funciones a 
6. CU Recueil 1966, p. 6. En la primera fase del asunto, en 1962, la Corte 
decidió por 7 votos contra 7, que tenía competencia para conocer la demanda de 
Etiopía y Liberia contra el gobierno de minoría blanca de Sudáfrica, por haber 
ampliado su régimen de apartheid al antiguo mandato de la Sociedad de Naciones 
y en la actualidad territorio en fideicomiso, del Sudoeste africano (Namibia). En 
1966, la Corte, por idéntica mayoría, decidió que los demandantes carecían de 
legitimación para obtener una sentencia sobre el fondo. 
7. E. M C W H I N N E Y : Judge Manfred Lacks and judicial Law-Making. Opi-
nions on the International Court of Justice, 1967-1993, Martinus Nijhoff, 
Dordrecht,, 1995, pp. 51-52. G. de Lacharriére apunta una razón adicional: la 
prohibición en la Carta del recurso a la fuerza armada como medio de solución de 
controversias habría tenido como efecto disminuir el interés de los países débiles 
en el recurso a la Corte ( La politique juridique extérieure, París, Económica, 
1983, p. 139) 
8. Es un aspecto que destaca, entre otros, A. PELLET: "Le glaive et la balance. 
Remarques sur le role de la C.I.J en matiére de maintien de la paix et de la sécurité 
internationales", en International Law at a Time of Perplexity. Essays in Honour 
of Shabtai Rosenne, Martinus Nijhoff, Dordrecht, 1989, pp. 544-545. 
9. Es el caso, por ejemplo, del asunto relativo a las actividades militares 
en Nicaragua y contra Nicaragua (Nicaragua c. Estados Unidos); los asuntos 
Lockerbie (Libia c. Estados Unidos de América y Libia c. Reino Unido) y 
también, en parte, el de las medidas provisionales solicitadas por Bosnia-
Herzegovina c. Serbia-Montenegro). 
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propósito de una misma cuestión o de cuestiones íntimamente vinculadas. 
Ambos órganos pueden adoptar decisiones vinculantes para sus destinatarios 
y las soluciones adoptadas pueden no coincidir, e incluso estar en abierta 
contradicción. Mientras el Consejo de Seguridad permaneció paralizado como 
consecuencia del enfrentamiento entre los dos bloques, en la práctica, el riesgo 
de conflicto positivo entre ambos era mínimo. Atendiendo a la nueva situa-
ción internacional, en la actualidad son mayores las posibilidades de concu-
rrencia de ambos órganos bajo signo de una posible colisión 1 0 . 
Algunos aspectos jurídicos de la relaciones entre los procedimientos ante 
ambos órganos, que hasta ahora parecían confinados a revestir un interés mera-
mente teórico, en la actualidad han adquirido una dimensión práctica. De 
entre ellos, la doctrina ha prestado una especial atención al problema del 
posible control judicial de la legalidad de las decisiones del Consejo de 
Seguridad y, previsiblemente, se lo seguirá prestando salvo que, como apunta 
Caflisch, un nuevo cambio en la esfera internacional vuelva a sumir al 
Consejo en su estado anterior de "hibernación"1 
El ejercicio de competencias concurrentes por parte del Consejo de 
Seguridad y de la Corte Internacional de Justicia se halla posibilitado por el 
mismo instrumento al que deben su existencia, la Carta de las Naciones 
Unidas. Siendo ambos órganos de la ONU, el problema de las relaciones 
entre CIJ y Consejo de Seguridad debe ser abordado tomando la Carta como 
punto de partida 1 2 . 
10. Como señala el prof. Condorelli, en el caso de contradicción entre una 
resolución vinculante del Consejo de Seguridad y una opinión consultiva de la 
Corte no habría un conflicto en sentido propio, no obstante no deja de plantear 
problemas jurídicos interesantes que también se analizarán ( C O N D O R E L L I , L.: 
"La Corte Internazionale di Giustizia e gli organi politici delle Nazioni Unite", 
Rivista di D.I., 1994/4 , pp. 8 9 7 - 9 2 1 ) 
1 1 . L. C A F L I S C H : "IS the International Court of Justice Entitled to Review 
Security Council Resolutions Adopted under Chapter VII of the United Charter?", 
en International Legal Issues cit., pp. 652 . 
12. Se trata de una cuestión que se desarrolla esencialmente en el marco 
institucional de las Naciones Unidas, y este es el aspecto que predomina en la 
mayoría de los estudios doctrínales. Sin embargo, algunos autores han destacado 
que las especiales características de la Corte -órgano judicial principal de la 
Organización, que desempeña con independencia su función judicial, aplicando el 
Derecho internacional- determinan que el tema desborde en realidad el cuadro 
meramente institucional de la ONU, especialmente en lo que concierne a la función 
contenciosa de la Corte (Cfr. V. G O W L A N D - D E B B A S : "The Relationship between 
the International Court of Justice and the Security Council in the Light of the 
Lockerbie Case", 8 8 A.J.I.L., 1994, pp. 643-677) . 
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I. LA CARTA DE LA ONU COMO MARCO JURÍDICO DE LAS ACCIONES 
CONCURRENTES DE LA C.I.J. Y DEL CONSEJO DE SEGURIDAD 
Como se ha señalado, la existencia de ámbitos en los que concurren las 
competencias de la Corte y del Consejo de Seguridad deriva de la propia 
Carta. Especialmente ilustrativas son las fórmulas utilizadas por el art. 3 5 . 1 
de la Carta, al referirse a las competencias del Consejo de Seguridad para 
conocer controversias sometidas por un Estado ("Todo Miembro de las 
Naciones Unidas podrá llevar cualquier controversia [...] a la atención del 
Consejo de seguridad ...") y por el art. 3 6 . 1 del Estatuto de la Corte Interna-
cional de Justicia, referido a la propia Corte (" La competencia de la Corte se 
extiende a todos los litigios que las Partes le sometan ..."). 
La Organización de las Naciones Unidas es una organización interna-
cional de naturaleza eminentemente política, así lo señaló la Corte en el asun-
to de la reparación de daños sufridos al servicio de las Naciones Unidas: 
"... les Nations Unies sont une Organisation politique, ayant une 
mission politique d'un caractére tres important et á domaine tres large: 
maintenir la paix et la sécurité internationales ... elle agit par des moyens 
politiques vis-á-vis de ses Memores" 1 3. 
Es un rasgo que la diferencia de su predecesora, la Sociedad de Naciones, 
que se había caracterizado por su mayor sometimiento al Derecho y cuya acti-
vidad se podía considerar inspirada por el principio de "conseguir la paz por 
medio del derecho" 1 4 . En el caso de la ONU, la solución pacífica de contro-
versias y la prohibición del uso de la fuerza "convergen y se completan" recí-
procamente, para alcanzar el fin esencial de mantener la paz y seguridad 
internacionales, que es el propósito prioritario de la Organización y que infor-
ma toda su actividad 1 5 . En atención a esta preeminencia del mantenimiento 
de la paz sobre cualquier otra consideración, algunos autores señalan que el 
sistema de la Carta (cfr. p. ej. el artículo 1.1.) podría hacer prevalecer la paz 
1 3 . Reparation des dommages subis au service des Nations Unies, Avis 
consultatif: CU. Recueil 1949, p. 179. 
14 . En este sentido, cfr. J. D . GONZÁLEZ CAMPOS: "Remarques introductives", 
en International Legal Issues cit., pp. 589 -590 . 
15 . P. M. DUPUY: Droit international public, París, 1993, p. 3 7 3 . 
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sobre la justicia, en determinadas circunstancias 1 6 . Ciertamente, el mante-
nimiento de la paz y seguridad internacionales es el propósito central de la 
organización, lo cual no significa que sus relaciones con el Derecho se vayan a 
plantear, de ordinario, en términos de oposición, antes bien el respeto del 
Derecho internacional parece ser una condición para crear una paz estable 1 7 . 
No obstante, el carácter predominantemente político de la organización, y de 
su objetivo primordial, condiciona poderosamente la acción de la organi-
zación. Parece innegable que, como señalara Brierly, la oportunidad política 
es y continuará siendo un factor esencial en las relaciones internacionales, de 
tal modo que la esfera internacional experimente algunos cambios no por 
razones de justicia sino porque tras ellos está la voluntad de quienes tienen el 
poder para hacer prevalecer sus exigencias 1 8. 
La Organización de Naciones Unidas está compuesta por una serie de 
órganos, principales y subsidiarios, a través de los cuales actúa. Los órganos 
principales aparecen enumerados en el artículo 7 de la Carta: 
"1. Se establecen como órganos principales de las Naciones Unidas: 
una Asamblea General, un Consejo de Seguridad, un Consejo económico y 
Social, un Consejo de Administración Fiduciaria, una Corte Internacional 
de Justicia y una Secretaría". 
16. En este sentido, resulta significativa la interpretación que hace Kelsen 
del artículo 3 9 de la Carta: "The purpose of enforcement action under article 3 9 is 
not: to maintain or restore the law, but to maintain, or restore peace, wich is not 
necessarily identical with the law ... For the Council would be empowered to 
establish justice if it considered the existing law as not satisfactory, and hence to 
enforce a decision wich it considered to be just though not in conformity with 
existing law" (The Law of the United Nations. A Critical Analysis of its 
Fundamental Problems, London, Stevens & Sons, 1 9 5 1 , pp. 2 9 4 - 2 9 5 ) . En 
sentido similar, E A G L E T O N : "The Jurisdiction of the Security Council over 
disputes", A.J.I.L., 1946, p. 5 1 3 ; D. CIOBANU: Preliminary Objections Related to 
the Juridiction of the United Nations Political Organs, Martinus Nijhoff, The 
Hague, p. 3 ; T. J. H. E L S E N : Litispendence between the ICJ and the Security 
Council, T.M.C. Asser Institut, La Haya, 1986, p. 48 . 
17. En este sentido, señala Schachter: "even though the United Nations 
organs are mainly arenas for the expression of political interest, their "multi-
partisan" character within a constitutional system results in a process of exami-
nation and evaluation of State behavior in terms of conformity with the principles 
of the Charter and international law" ("The Relation of Law, Politics and Action in 
the United Nations", 109 R.C.A.D.I., 1963 , p. 184) . Así lo suelen señalar, por lo 
demás, los informes del Secretario General ante la Asamblea General sobre la 
actividad de la organización (cfr., por ejemplo, Doc. A/45/1, sup. n°l, p. 11 ) 
1 8 . J. L . B R I E R L Y : The Outlook for International Law, Clarendon Press, 
Oxford, 1944, pp. 126-127. 
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En cuanto a la naturaleza jurídica de los órganos mencionados, la Carta 
se pronuncia expresamente sobre la de la Corte, a la que el artículo 92 de la 
Carta se refiere como el "órgano judicial principal de las Naciones Unidas", 
y sobre la de la Secretaría, en el artículo 97 al señalar que el "Secretario 
General será el más alto funcionario administrativo de la Organización." La 
naturaleza política de los restantes órganos principales puede deducirse de 
diferentes factores: el carácter eminentemente político de la Organización; su 
c o m p o s i c i ó n 1 9 ; ejercicio de competencias por razones de oportunidad 
política.. . 2 0 . 
1. El Consejo de Seguridad 
El Consejo de Seguridad es un órgano principal de naturaleza política; la 
Carta le confiere de modo expreso la responsabilidad primaria en el mante-
nimiento de la paz y seguridad internacionales. Aunque la jurisprudencia ha 
puntualizado en repetidas ocasiones que no se trata de una competencia exclu-
siva del Consejo, este órgano está llamado por sus peculiares características a 
jugar un papel de indiscutible predominio: se trata de un órgano permanente, 
que puede actuar con enorme celeridad adoptando resoluciones obligatorias 
para los Estados miembros, aunque esta última posibilidad sólo se admite de 
modo indiscutido en el marco del Capítulo V I I 2 1 . Hay que destacar que pese 
19. La propia Corte ha señalado que los órganos compuestos por Estados 
miembros son órganos políticos (CU. Recueil 1973, p. 176) 
2 0 . D. CIOBANU: Preliminary Objections cit. pp. 1-2. 
2 1 . Cfr. P. M. D U P U Y : "Sécurité collective et organisation de la paix", 
9 7 R.G.D.I.P. 1993/3, p. 6 1 8 . L. Di QUAL sostiene que, en el ámbito de la solución 
pacífica de controversias, es decir, actuando en el marco del Capítulo V I , el 
Consejo sólo puede formular resoluciones recomendatorias, sin valor jurídico 
vinculante para los Estados miembros, salvo las resoluciones mediante las cuales 
el Consejo decide, en virtud del artículo 34 , proceder a una investigación. En el 
marco del Capítulo VI I , el Consejo estaría facultado para adoptar tanto resolu-
ciones como recomendaciones sin valor vinculante (Les effets des resolutions des 
Nations Unies, L.G.D.J., París, 1967, pp. 75-106) . Kelsen y Quadri mantienen, por 
el contrario, que incluso las recomendaciones del Consejo pueden tener un valor 
jurídico obligatorio. Para Quadri, el artículo 2 5 confiere valor obligatorio a todas 
las "decisiones" del Consejo de Seguridad, término que comprende también las 
"recomendaciones" adoptadas en virtud del capítulo V I o V I I (Diritto internazio-
nale publico, Palermo, 1949, pp. 2 9 7 y ss.). Para Kelsen, tanto las recomenda-
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a la clara postura de la Corte en la opinión consultiva sobre Namibia en la 
que interpreta extensivamente el alcance del art. 25 - y con él los poderes del 
Consejo para adoptar decisiones vinculantes- , 2 2 este parecer no ha logrado 
suscitar un asentimiento generalizado. Por otro lado, la propia Corte parece 
haber modificado su postura en los asuntos Lockerb ie 2 3 , y el Tribunal 
Internacional Penal para la persecución de las personas responsables de viola-
ciones graves del Derecho Internacional Humanitario cometidas en el territorio 
de la antigua Yugoslavia desde 1991, también parece restringir la posibilidad 
de adoptar decisiones vinculantes a las actuaciones del Consejo en el marco 
del Capítulo V I I 2 4 . 
Por otro lado, hay que destacar que durante el periodo de la guerra fría la 
práctica habitual del Consejo era no señalar la disposición en virtud de la cual 
actuaba, creando una ambigüedad deliberada en cuanto al valor jurídico de la 
ciones como las decisiones adoptadas en virtud del artículo VII pueden tener un 
valor jurídico obligatorio, porque sólo ese valor vinculante legitima la adopción 
de sanciones en caso de incumplimiento: "under article 39, the Security Council 
may consider non-compliance with its recommandations to be a threat to the peace 
and take enforcement action, if such enforcement action is interpreted to be a 
sanction, then it must be assumed that the members are under the obligation to 
comply whith a 'recommandation' or a 'call' of the Security Council" (KELSEN: 
The Law of the United Nations .... cit. p. 143). 
22. CIJ Recueil 1971, pp. 52-54. 
23. Cfr. Questions d'interpretation et d'application de la convention de 
Montreal de 1971 resultant de l'incident aérien de Lockerbie (Jamahiriya arabe 
libyenne c. Royaume-Uni) mesures conservatoires, ordonnance du 27 mai 1992, 
C.I.J. Recueil 1992, p. 15, par. 39-40, en las que se hace mención únicamente a la 
resolución 748 (1992), adoptada en virtud del Capítulo VII; cfr. igualmente, 
Questions d'interpretation et d'application de la convention de Montreal de 
1971 resultant de l'incident aérien de Lockerbie (Jamahiriya arabe libyenne c. 
Royaume-Uni), exceptions préliminaires, arrét 27 fevrier 1998, par. 44. 
24. La Sala de Apelación del Tribunal, para determinar si la creación de un 
Tribunal Internacional puede considerarse una medida adoptada en virtud del 
Capítulo VII analizó las clases de acciones posibles conforme a dicho capítulo, 
señalando: "Once the Security Council determines that a particular situation 
poses a threat to the peace or that there exists a breach of the peace or an act of 
agression, it enjoys a wide margin of discretion in choosing the course of action: 
...it can either continue, in spite of its determination, to act via recommendations, 
i.e., as if it were still within Chapter VI ("Pacific Settlement of Disputes") or it 
can exercise its exceptional powers under Chapter VII", International Criminal 
Tribunal for the Former Yugoslavia: Decision in Prosecutor v. Dusko Tadic, 
2-X-1995, case n° IT-94-1-AR72, reproducido en 35 International Legal 
Materials (1996), pp. 32-74, p. 43. 
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misma 2 5 . En la actualidad, sin embargo, numerosas resoluciones del Consejo 
se sitúan explícitamente en el Capítulo V I I , adoptando medidas de carácter 
coercitivo, sin solicitar el consentimiento previo del Estado destinatario que, 
en ocasiones, rechaza su validez invocando argumentos jurídicos, fundamen-
talmente, la violación de las disposiciones de la Carta 2 6 . 
1.1. La naturaleza política del Consejo: discrecionalidad y 
oportunidad política 
Cuando el Consejo de Seguridad decide ejercer sus funciones en relación 
con una determinada controversia lo hace movido por consideraciones de muy 
diversa índole. Entre ellas, una de las más determinantes probablemente sea 
que el Consejo de Seguridad es un órgano de naturaleza política y que actúa 
movido, fundamentalmente, por razones de oportunidad pol í t i ca 2 7 . La 
25. T. J. H. ELSEN: Litispendence cit, p. 31. 
26. B. C O N F O R T I : "Le pouvoir discrétionnaire du Conseil de sécurité en 
matiére de constatation d'une menace contre la paix, d'une rupture de la paix ou 
d'un acte d'agression", Le Développement du role du Conseil de Sécurité..., cit., 
pp. 51-60. Por ejemplo, en el caso de la res. 731, que no especifica el capítulo en 
virtud del cual se adopta pero posee un tenor recomendatorio, cfr. las reservas 
formuladas por el Subsecretario general de la Liga Árabe y por el representante de 
Sudán. Tratándose de una resolución del Capítulo VI, los países implicados, 
miembros del Consejo de Seguridad -Francia, Estados Unidos de América y Gran 
Bretaña- hubieran debido abstenerse de votar ( N A T I O N S U N I E S , CONSEIL DE 
SÉCURITÉ, Procés-verbal provisoire de la 3063 séance, S/PV. 3063, pp. 31 y 33. 
También la resolución 748 suscitó la oposición de Libia y de Cabo-Verde, 
afirmando que era contraria al derecho internacional. Igualmente ha sido cuestio-
nada la conformidad con el Derecho internacional de las Resoluciones relativas a 
las condiciones para la entrada en vigor del alto-el-fuego tras la guerra del Golfo, 
especialmente, en el caso de la Resolución 687 de 3 de abril de 1991, de aquellas 
partes de la resolución por las que el Consejo de Seguridad determina la frontera 
entre Irak y Kuwait así como la suma de la reparación debida por Irak como 
consecuencia de los daños causados por la guerra (intervenciones de Yemen y 
Cuba, NATIONS UNIES, CONSEIL DE SÉCURITÉ, Procés-verbal provisoire de la 2981 
séance, S/PV. 2981, pp. 37-41 y 68-70). 
27. Cfr. D. E. ACEVEDO, "Disputes Under Consideration by the U.N. Security 
Council or Regional Bodies", en The International Court of Justice at a 
Crossroads, Lori F. Damrosch (de.), Transnational Publ. Inc., Nueva York, 
pp. 254-259; O. S C H A C H T E R : "The Quasi-Judicial Role of the Security Council 
and the General Assembly", A.J.I.L., 1964, p. 962. 
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opinión disidente conjunta en el asunto de la admisión de nuevos miembros, 
caracteriza del siguiente modo el funcionamiento de un órgano político: 
"Un organe politique a poür fonction principale d'examiner les 
questions au point de vue politique, c'est-á-dire sous tous les aspects. II 
en resulte que les Membres de cet organe qui ont la responsabilité de 
former sa decision ont á examiner les questions sous tous les aspects et 
que, par suite, ils sont juridiquement fondés á faire reposer leur 
argumentation et leur vote sur des considerations polifiques"2 8. 
En la práctica esto equivale a reconocer que el Consejo puede acceder o 
no a examinar una determinada cuestión y, en caso de analizarla, conserva 
plena libertad para adoptar la actuación que estime más oportuna. En este 
sentido, puede eliminar un asunto de su orden del día; decidir no adoptar 
medida alguna a propósito de un asunto, aunque parezca que las 
circunstancias del caso recomiendan su intervención, y viceversa, y mantener 
en su orden del día asuntos que ya han sido resueltos. El lenguaje de la Carta 
permite interpretar que corresponde exclusivamente al Consejo de Seguridad 
decidir sobre la oportunidad de intervenir o no en cualquier controversia: 
siempre que "lo estimare necesario" (art. 33.2) y "en cualquier estado en que 
se encuentre una controversia"(art. 36) puede intervenir "para asegurar una 
acción rápida y eficaz" (art. 24) en orden al mantenimiento de la paz y 
seguridad internacionales 2 9. 
En este sentido se pronunciaba el juez Schwebel en su opinión disidente 
en el Asunto de Nicaragua: 
"...while de Security Council is invested by the Charter with the 
authority to determine the existence of an act of agression, it does not act as 
a court in making such a determination of agression-for political rather 
than legal reasons. However compelling the facts wich could give rise to a 
determination of agression, the Security Council acts within its rights 
when it decides that to make such a determination will set back the cause 
of peace rather than advance it. [...] It may take legal considerations into 
account but, unlike a court, it is not bound to apply them" 3 0 . 
28. Así lo explican en su opinión disidente conjunta Basdevant, Winiarski, 
McNair y Read en CU. Recueil 1947-48, p. 85. 
29. L. B. SOHN: "Modernizing the Structure and the Procedure of the Security 
Council", en Le Développement du role du Conseil de Sécurité..., cit., p. 394 . 
30. C.I.J. Recueil 1986, Op. Diss. Schwebel, par. 60. 
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Hay que destacar que el motivo que determina al Consejo a aplicar el 
Capítulo VII no es la constatación de que se ha cometido un hecho ilícito, 
sino la constatación de que un hecho representa una "amenaza a la paz, 
quebrantamiento de la paz o acto de agresión". Existen numerosos casos, 
recientes en su mayoría, en los que el Consejo de Seguridad ha afirmado la 
responsabilidad internacional de determinados Estados a los que atribuye 
infracciones concretas del Derecho internacional 3 1. Esta operación comporta 
una determinación de hechos y una aplicación del Derecho a los mismos, de 
ahí que algunos autores hablen de la asunción de una función cuasi-judicial 
por parte del Conse jo 3 2 . Así lo pone de relieve igualmente el Tribunal 
Internacional Penal para la antigua Yugoslavia: 
"Plainly, the Security Council is not a judicial organ and is not 
provided with judicial powers (though it may incidentally perform certain 
quasi-judicial activities such as effecting determination of findings). The 
principal function of the Security Council is the maintenance of interna-
tional peace and security, in the discharge of wich the Security Council 
exercises both decision-making and executive powers" 3 3 . 
3 1 . Por ejemplo, las resoluciones 4 2 3 ( 1 9 7 8 ) y 4 4 8 ( 1 9 7 9 ) , referidas a 
Rodesia, donde se le atribuye la violación del derecho de libre determinación; la 
resolución 4 8 1 ( 1 9 7 7 ) , referente a Sudáfrica, a la que se imputa el crimen de 
apartheid; la resolución 841 (1993) , constata la violación de derechos humanos; 
la res. 6 8 7 (1991) , donde se afirma la responsabilidad internacional de Irak por 
toda pérdida y perjuicio directos resultantes de la invasión y ocupación ilícitas 
de Kuwait, y se establece un Fondo para el pago de las indemnizaciones; la reso-
lución 7 8 7 (1992) , a propósito de la limpieza étnica practicada por Yugoslavia y 
la ocupación ilícita de territorios; la resolución 7 4 8 ( 1 9 9 2 ) sobre la violación del 
art. 2 .4 . de la Carta por Libia, acusada de instigar el terrorismo internacional; 
resolución 7 9 4 ( 1 9 9 2 ) que condena las violaciones del derecho internacional 
humanitario que tienen lugar en Somalia. No se trata de cuestionar, por tal motivo, 
la validez de las resoluciones mencionadas, y de otras muchas similares, sino sólo 
de subrayar el problema que se suscita (Cfr. Y. KERBRAT: La reference au Chapitre 
VII de la Charle des Nations Unies dans les resolutions á caractére humanitaire 
du Conseil de sécurité, L.G.D.J., París, 1995; C. R A M Ó N : ¿Violencia necesaria? 
La intervención humanitaria en Derecho Internacional, Trotta, Madrid, 1995) . 
3 2 . CONDORELLI: "La Corte intemazionale di giustizia...", cit., pp. 9 1 7 - 9 1 8 ; J. 
M. SOREL: "L'élargissement de la notion menace contre la paix", en Le chapitre 
VII de la Charte des Nations Unies..., cit. p. 10; V. G O W L A N D - D E B B A S : "The 
Relationship between the International Court of Justice and the Security Council 
in the Lockerbie case", 8 8 A.J.I.L., 1994, pp. 643-677 . 
3 3 . 3 5 ILM 3 2 (1996) , p. 4 5 , par. 37 . Sobre este particular, el Prof. Abi-Saab 
apunta que la noción "declarar el derecho" tiene dos vertientes: el Consejo de 
Seguridad estaría habilitado para una de ellas, la que consiste en realizar consta-
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El problema que suscita esta práctica del Consejo, y que será analizado 
más adelante, es qué valor pueden tener las calificaciones jurídicas realizadas 
por el Consejo en un procedimiento ante la Corte Internacional de Justicia. 
El Capítulo VII se inicia con el artículo 39, que determina las condi-
ciones de aplicación de dicho capítulo. Del texto del art. 39 y de los trabajos 
preparatorios se deduce que el Consejo disfruta de un amplio margen de dis-
crecionalidad, especialmente cuando se trata de constatar la existencia de una 
"amenaza para la paz", así lo pone de relieve el Tribunal Penal para la antigua 
Yugoslavia, que señala los límites a los que queda sujeta, en cualquier caso, 
esa determinación: 
"While the «act of agression» is more amenable to a legal deter-
mination, the «threat to the peace» is more of a political concept. But the 
determination that there exists such a threat is not a totally unfettered 
discretion, as it has to remain, at the least, within the limits of the Purposes 
and Principles of the Charter" 3 4. 
A lo largo de la Conferencia de San Francisco se debatió la posibilidad 
de precisar más las condiciones de aplicación del Capítulo VII, prevaleció sin 
embargo la formulación actual del artículo 39, dejando al Consejo la decisión 
en cada caso 3 5 . En este contexto el problema es si el Consejo de Seguridad 
taciones, pero no para la otra, la que consiste en legislar (cfr. Le Chapitre VII de la 
Charte des Nations Unies cit., pp. 304-305). 
34. 35 ILM 32 (1996), p. 43, par. 29. En este mismo sentido, B . CONFORTI: 
"Le pouvoir discrétionnaire du Conseil de sécurité en matiére de constatation 
d'une menace contre la paix, d'une rupture de la paix ou d'un acte d'agression", 
Le Développement du role du Conseil de Sécurité..., cit., p. 52. 
35. U.N.C.I.O. vol. 12, p. 505. La discrecionalidad del Consejo no se ha visto 
afectada por la adopción de la Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General, de 
14 de diciembre de 1974, en la que se define la agresión. La resolución no vincula 
formalmente al Consejo pero, además, la propia resolución contempla la 
posibilidad de que el Consejo decida no intervenir frente a comportamientos que 
según la resolución cabría calificar de "agresión", atendiendo a las circunstancias 
particulares de un caso concreto. El art. 2 establece: "El primer uso de la fuerza 
armada por un Estado en contravención de la Carta constituirá prueba prima facie 
de un acto de agresión, aunque el Consejo de Seguridad puede concluir, de con-
formidad con la Carta, que la determinación de que se ha cometido un acto de 
agresión no estaría justificada a la luz de otras circunstancias pertinentes...". 
(Cfr. R. BERMEJO GARCÍA: El marco jurídico internacional en materia de uso de 
la fuerza: ambigüedades y límites, Civitas, 1993, pp. 264-270). Viceversa, el 
Consejo puede determinar que un acto es constitutivo de agresión aunque en los 
429 
PILAR POZO SERRANO 
debe atenerse a algún límite para calificar una situación como amenaza para la 
paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión, calificación imprescindible 
para la adopción de una medida coercitiva del Capítulo VI I 3 6 . 
1.2. Los límites jurídicos de la actuación del Consejo de Seguridad 
Las características señaladas no significan que el ejercicio de compe-
tencias por parte de los órganos políticos no tenga límites: 
"expediency is one thing, competence is another. And the use to wich 
our competence can be put should not be confused with the question of 
competence itself' 3 7. 
Por esta razón, Bothe considera más adecuado presentar el poder del 
Consejo de Seguridad no como un poder discrecional sino como un poder en 
cuyo ejercicio el Consejo disfruta de un margen de apreciación, concepto que 
comporta la existencia de límites 3 8 . En este mismo sentido, señalaba Scelle: 
"Faire dégénerer une competence discrétionnaire en un pouvoir 
arbitraire revient á commettre ce qu'on appelle dans toutes les langues 
juridiques un abus de droit, ou, comme nous disons en droit public 
trancáis, un détournement de pouvoir" 3 9 . 
términos de la resolución no lo fuera. Mayor aún es el margen de discreción 
del Consejo para calificar una situación como de "amenaza para la paz", 
cfr. J. M. SOREL: "L'élargissement de la notion ..." cit. , pp. 3-57. 
36. Nos limitamos al ámbito del Capítulo VII porque, como ya se ha señalado 
anteriormente, es el único en el que el Consejo puede adoptar, de modo incon-
trovertido, decisiones vinculantes. Sobre la inexistencia de un poder residual del 
Consejo en virtud de los art. 24 y 25, cfr. B . CONFORTL Le Nazione Unite, p. 199 y 
ss. 
37. Competence of the I.L.O. in regard to regulation of the Labour's 
Conditions in Agriculture, C.P.J.I., Ser. C, n" 1, pp. 225. Son palabras del 
entonces director de la O.I.T que pueden aplicarse al Consejo de Seguridad. 
38. B O T H E , M.: "Les limites des pouvoirs du Conseil de Sécurité", en 
Le développement du role du Conseil de Sécurité ... cit., p. 67-81. 
39. Conditions d'admissions d'un Etat comme membre des Nations Unies, 
CU. Plaidoiries, 1948, p. 76. 
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La Corte, al examinar el problema de cómo conciliar la legalidad con 
la discrecionalidad y demás características de la actividad de los órganos 
pol í t icos 4 0 , parece llegar a la conclusión de que los únicos límites a los que 
queda sometida la actividad de un órgano político son los fijados en su 
Tratado constitutivo: 
"le caractére politique d'un organe ne peut le soustraire á l'obser-
vation des dispositions conventionnelles qui le régissent, lorsque celles-
ci constituent des limites á son pouvoir ou de critéres á son jugement" 4 1. 
Los órganos políticos de la ONU, por lo tanto, no pueden exceder los 
límites de sus competencias establecidos en el derecho de dicha Organi-
zación 4 2 . Es lógico que así sea pues es el acto constitutivo el que establece el 
órgano, define sus competencias, señala su procedimiento y señala los fines a 
alcanzar así como los principios de la Organización, a los que debe ajustarse. 
En esta misma línea, subrayaba el profesor Jessup: 
"the Charter is the embodiment of the international treaty-agreement 
wich the Members have concluded. The rights and powers of the United 
Nations organs are therefore treaty rights. These rights are vested and 
cannot be altered except as provided in the Charter itself' 4 3. 
Consecuencia jurídica de lo señalado es que las resoluciones de un órga-
no no pueden modificar las competencias que le han sido atribuidas en virtud 
40. En este mismo intento D. Ciobanu apunta, "expediency is a particular 
manifestation, rather than a negation, of international legality; it is a specific 
manner for the exercise of political jurisdiction rather than its misuse by the organ 
concerned" (Preliminary Objections cit. p. 19) 
41. Conditions de I'admission d'un Etat comme membre des Nations Unies 
(Charte, art. 4), avis consultatif: C.I.J. Recueil 1948, p. 64. 
42. En este sentido, D. C I O B A N U : Preliminary Objections p. 70-72. El 
autor propone como ejemplo de límite a la acción del Consejo de Seguridad la 
imposibilidad, en la práctica, de adoptar sanciones en virtud del Capítulo VII 
contra cualquiera de los miembros permanentes, ya que tal decisión requiere su 
voto afirmativo y resulta inconcebible que un Estado -su representante- vote a 
favor de las medidas adoptadas contra él mismo. La conciencia de esta debilidad de 
la organización frente a los miembros permanentes estuvo presente en la 
Conferencia de San Francisco (cfr. los trabajos del Comité III, p. ej. Doc. 829, III/ 1 
/ 19(2), 11 UNCIÓ, p. 314, Doc. 231, III/ 3/9, 12 UNCIÓ, p. 297). 
43. "Parliamentary Diplomacy: An examination of the Legal Quality of the 
Rules of Procedure of Organs of the United Nations", 89 R.C.A.D.I., 1956, p. 201. 
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de la Car ta 4 4 y que, con carácter general, la validez de las resoluciones de-
pende de su conformidad con el acto constitutivo y, en algunos casos, tam-
bién de normas exteriores al acto constitutivo 4 5 . El problema es si estas con-
sideraciones también resultan aplicables al Consejo de Seguridad. 
1.2.1. La sumisión del Consejo a la Carta 
La Carta es fundamento y límite de las competencias del Consejo de 
Seguridad. Con particular claridad lo ha señalado el Tribunal Penal para la 
antigua Yugoslavia, al analizar los poderes del Consejo en virtud del artículo 
39: 
"It is clear from this text (art. 39) that the Security Council plays a 
pivotal role and exercises a very wide discretion under this Article. But 
this does not mean that its powers are unlimited. The Security Council is 
an organ of an international organization, established by a treaty wich 
serves as a constitutional framework for that organization. The Security 
Council is thus subject to certain constitutional limitations, however 
broad its power under the constitution may be. Those powers cannot, in 
any case, go beyond the limits of the jurisdiction of the Organization at 
large, not to mention other specific limitations or those wich may derive 
from the internal division of power within the organization. In any case, 
neither the text nor the spirit of the Charter conceives of the security 
Council as legibus solutus (unbound by law)" 4 6 . 
Aun admitiendo la posible existencia de otros límites, el Tribunal se re-
fiere sólo a los que derivan del artículo 24, en particular, del 24.2, que señala 
unos límites genéricos al ejercicio de los poderes del Consejo de Seguridad, 
al disponer que 
"[e]n el desempeño de estas funciones, el Consejo procederá de 
acuerdo con los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas." 
44. CU. Recueil 1962, op. dis. Koretsky, p. 256.. 
45. H. THIERRY: "Les resolutions des organes internationaux cit. pp. 
414-417. 
46. 35 ILM 32 (1996), p. 42, par. 28. 
432 
LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA Y EL CONSEJO DE SEGURIDAD 
Ninguna otra disposición de la Carta enuncia condiciones específicas 
para la acción del Consejo conforme al Capítulo VIL Los trabajos prepara-
torios de la Conferencia muestran que la redacción del art. 24.2, en la forma 
citada, obedeció en buena medida, a la voluntad que apareciera clara la subor-
dinación de los poderes del Consejo a los propósitos y principios de la 
Carta 4 7 . 
Según Kelsen, en virtud del art. 25 de la Carta los miembros de la ONU 
no están obligados a aplicar todas las decisiones del Consejo de Seguridad 
porque según el tenor literal de dicho artículo sólo convienen en aceptar y 
cumplir las decisiones del Consejo de acuerdo con esta Car ta 4 8 . Algunos au-
tores consideran que los límites impuestos por art. 24.2 deben ser interpre-
tados de modo estricto, en el sentido de que la acción del Consejo sólo queda 
subordinada a los principios y propósitos de la Organización, pero no a las 
demás disposiciones de la Carta 4 9 . 
Por el contrario, otros autores sostienen que las decisiones del Consejo 
de Seguridad, deben conformarse a las disposiciones de la Carta: no sólo a 
sus propósitos y principios, sino a toda la Car ta 5 0 . Incluso, según subraya 
Condorelli, el régimen jurídico al que debe conformarse el Consejo de Segu-
ridad resulta no sólo de lo establecido en las disposiciones expresas de la 
47 . Un análisis de los trabajos preparatorios puede verse en la Op. Dis. de 
Weeramantry, CU. Recueil 1992, pp. 6 1 - 6 5 y en D. C I O B A N U : Preliminary 
Objections cit., pp. 6 8 - 7 1 . Especialmente interesante es un Proyecto de 
enmienda belga presentado el 1 9 de mayo de 1945 ante el comité 2 de la Comisión 
III -encargada de las disposiciones relativas al Consejo de Seguridad. En él se 
proponía que cuando un Estado parte en una controversia considerara lesiva para 
sus derechos una resolución del Consejo de Seguridad, podría solicitar un 
dictamen de la CU sobre la cuestión; si la Corte estimara que existe efectivamente 
una amenaza o una violación de dichos derechos invitará al Consejo a examinar de 
nuevo la cuestión o a someter la controversia a la decisión de la Asamblea General 
(U.N.C.I.O., 1945 , vol. XII, pp. 52-53) . La propuesta belga fue rechazada, como 
superflua, por considerar que el Consejo de Seguridad tenía la obligación de 
actuar conforme a los principios y propósitos de la Organización en cualquier 
caso. 
4 8 . The Law of the United Nations ... cit., p. 9 5 . 
4 9 . Cfr. WEERAMANTRY: CU. Recueil 1992; en este mismo sentido favorable 
a una interpretación restrictiva, C O T - P E L L E T : La Charte des Nations Unies, 2 A ed. 
1991 , R. D E G N I - S E G U I , com. art. 24 , p. 4 6 2 - 4 6 3 ; G O O D R I C H , M. / H A M B R O , E.: 
Commentaire de la Charte des Nations Unies, Neuchatel, Ed. de la Baconniére, 
1946, com. al artículo 24 , pp. 197-198. 
5 0 . CONDORELLI, L.: "La Corte Internazionale di Giustizia cit.; PELLET, A.: 
"Peut-on et doit-on contróler les actions du Conseil de sécurité?, en Le chapitre 
VII de la Charte des Nations Unies ... cit. p. 234 . 
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Carta, sino también en los principios implícitos que forman parte de la mis-
ma: principios como el de la proporcionalidad de las sanciones respecto de la 
gravedad del comportamiento sancionado, o el de su adecuación al fin 
perseguido 5 1 , que debe ser, necesariamente el mantenimiento de la p a z 5 2 . 
1.2.2. La sumisión del Consejo al Derecho internacional: alcance del 
artículo 103 de la Carta 
Queda por ver, finalmente, si el Consejo de Seguridad, al actuar en vir-
tud del Capítulo VII se halla subordinado a las normas de Derecho Interna-
cional. 
A. El Derecho internacional como límite de la acción del Consejo 
Para algunos autores diversas disposiciones de la Carta generan expec-
tativas de que las decisiones del Consejo de Seguridad respetarán el Derecho 
internacional y protegerán los derechos de los Estados 5 3 ; otros afirman, por el 
51 . Aunque esta afirmación de principio se revela problemática cuando se 
trata de definir su alcance práctico, cfr. P. D A I L L I E R : "L'action de l'O.N.U.: 
élargissement et diversification de l'intervention des Nations Unies", Le 
Chapitre VII de la Charte cit, pp. 121-157, en pp. 143-151. 
52. "La Corte Internazionale cit., p. 913. Una postura intermedia parece 
adoptar Sciso, para quien los límites del Consejo de Seguridad derivan del 
propósito prioritario de la Organización, de los principios generales que rigen la 
actividad de la organización (art. 2), y de los artículos que rigen, específicamente, 
la actividad del Consejo ("Puó la Corte internazionale di giustizia rilevare 
l'invaliditá di una decisione di Consiglio di sicurezza?", Rivista di D.I., 1992, 
p. 371.) 
53. D. Bowett, por ejemplo, menciona el Preámbulo de la Carta (que formula el 
propósito de "crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el 
respeto a las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho 
internacional); el artículo 1.1 (al hablar de resolver las controversias "de confor-
midad con los principios de justicia y del derecho internacional"); el art. 36.3 
(parece exhortar al Consejo de Seguridad a que recomiende a los Estados la 
sumisión de sus controversias jurídicas ante la Corte); el artículo 40 (las medidas 
provisionales que pueda adoptar el Consejo "no perjudicarán los derechos, las 
reclamaciones o la posición de las partes interesadas"), etc. ("The Impact of 
Security Council Decisions on Dispute Settlement Procedures", 5 European 
Journal I.L. 1994, p.90-91). 
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contrario, que el Capítulo VII permite que el Consejo de Seguridad no respete 
en determinadas circunstancias el Derecho Internacional 5 4. 
Al actuar en virtud del Capítulo VII el Consejo puede recurrir a medidas 
que impliquen el uso de la fuerza ( art. 42), y adoptar medidas en virtud del 
artículo 41 en contradicción con normas de Derecho internacional vigentes 
(por ejemplo una convención comercial) e intervenir en situaciones internas, 
según reconoce el art. 2 . 7 5 5 . En la actualidad, son numerosas las resoluciones 
del Consejo de seguridad susceptibles de entrar en conflicto con obligaciones 
convencionales de los Estados 5 6 . Con frecuencia, las resoluciones en las que 
se decide la imposición de sanciones incluyen un párrafo por el que se exhorta 
"... a todos los Estados, incluso los que no son miembros de las 
Naciones Unidas, y a todas las organizaciones internacionales a que 
actúen en estricta conformidad con las disposiciones de la presente 
resolución ... independientemente de la existencia de derechos concedidos 
o de obligaciones impuestas por un acuerdo internacional o un contrato 
5 4 . H . KELSEN: The Law of the United Nations... , cit., p. 294 -295 . Una acción 
del Consejo en el ámbito de la solución pacífica de controversias, dentro del 
Capítulo VI por lo tanto, difícilmente podría justificar una recomendación con-
traria al derecho internacional vigente para las Partes y si la hubiere, al tener un 
carácter meramente recomendatorio no vincularía a las Partes. El art. 1.1. de la 
Carta, al enunciar como propósito de la Organización el mantenimiento de la paz y 
seguridad internacionales, y con tal fin "lograr por medios pacíficos, y de 
conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacional, el ajuste 
o arreglo de controversias ..." así parece confirmarlo. 
5 5 . En este sentido, la utilización del Cap. VII, cuyo artículo 3 9 parece reser-
vado al medio internacional, a situaciones internas no es nuevo, la práctica del 
Consejo conoce precedentes, como las resoluciones relativas a la política del 
apartheid en Africa del Sur (cfr. Res. 4 1 8 (1977) , 547(1984) , de 13 de enero; 5 5 4 
(1984) , de 1 7 de agosto; 5 5 6 ( 1 9 8 4 ) , de 2 3 de octubre; 5 5 8 (1984) , , de 1 3 de 
diciembre, etc. En este sentido, B. CONFORTI : "Le pouvoir discrétionnaire du 
Conseil de sécurité en matiére de constatation d'une menace contre la paix, d'une 
rupture de la paix ou d'un acte d'agression", Le Développement du role du 
Conseil de Sécurité..., cit, pp. 5 4 - 5 5 ; J. M. SOREL: "L'élargissement de la notion 
cit, p. 3 3 ; F. L. KiRGlS Jr.: "The Security Council's First Fifty Years", A.J.I.L., 
1995/3 , pp. 506-539 , critica la tendencia del Consejo a afirmar la existencia de una 
amenaza contra la paz sin justificarlo y a asumir una función quasi judicial. 
5 6 . Cfr. las consideraciones de D'Amato sobre el significado real de deter-
minadas acciones del Consejo en "Nicaragua and International Law: The 
"Academic" and the "Real", 7 9 AJIL, 1985, p. 657 -66 ; igualmente, T. M. FRANCK: 
"Icy Day at the ICJ", Ibidem, pp. 379-384 ; F. L. KiRGlS, Jr.: "Nicaragua v. United 
States as a Precedent", Ibidem, pp. 6 5 2 - 6 5 6 ; A. D ' A M A T O : "Israel's Air Strike 
upon the Iraqi Nuclear Reactor", 7 7 A.J.I.L. 1983, p. 584; T. M. FRANCK: "Who 
Killed Article 2(4)?" , 6 4 A.J.I.L., 1970, p. 809. 
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concertado o de una licencia o permiso que se haya concedido con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor de las medidas consignadas en 
esta resolución o en las resoluciones anteriores en la materia" 5 7. 
También resulta significativo, pero menos frecuente, que el preámbulo 
de la resolución recuerde, explícitamente, "las disposiciones del artículo 103 
de la Carta de las Naciones Unidas", como hace la Resolución 670 (1990) de 
25 de septiembre. 
Las actuaciones señaladas, adoptadas de conformidad con la Carta son 
lícitas, porque los artículos 41 y 42 confieren tales facultades al Consejo. 
¿Qué sentido tiene afirmar entonces que la acción del Consejo debe confor-
marse al Derecho internacional como hacen varios autores? Bedjaoui, por 
ejemplo, afirma que el Consejo tiene la obligación de no actuar en contra del 
Derecho Internacional tal y como existe en ese momento y añade: 
"la Charte, comme tout traite, ne peut pas étre en contradiction avec le 
droit international et en tout cas en oppossition avec certaines normes 
imperatives et intransgréssibles du droit international. II est done claire 
que le Conseil de sécurité ne peut agir que conformément au droit 
international des lors qu'il ne fait pas de doute par ailleurs qu'il est tenu au 
respect du traite qui l'a institué" 5 8 . 
Este pasaje tiene el mérito de contemplar dos categorías de normas: el 
"Derecho Internacional" y "ciertas normas imperativas e inviolables del 
Derecho Internacional". A nuestro juicio, cuando el Consejo actúa en el marco 
del Capítulo VII, sólo la propia Carta y determinadas normas de carácter 
5 7 . Resolución 9 1 7 (1994) , de 6 de mayo, par. 12 (cfr. el par. 15, prácticamente 
idéntico, de la Resolución 9 1 8 ( 1 9 9 4 ) de 17 de mayo, concerniente a la situación 
en Ruanda). En este mismo sentido, Res. 6 7 0 (1990) y 6 8 7 ( 1 9 9 1 ) relativas a Irak; 
la Resolución 7 4 7 ( 1 9 9 2 ) concerniente a Serbia-Montenegro; 8 6 4 ( 1 9 9 3 ) 
concerniente a Angola; 8 4 1 ( 1 9 9 3 ) concerniente a Haití; 7 4 8 ( 1 9 9 2 ) y 8 8 3 ( 1 9 9 3 ) 
concernientes a Libia. 
5 8 . Nouvel ordre mondial et controle de la légalité des actes du Conseil de 
Sécurité, Bruylant, Bruselas, 1994, p. 4 6 . Explicitando su postura Bedjaoui 
señala en otro contexto que el Consejo de Seguridad debería respetar la Carta, el 
derecho internacional general y, en particular, el ius cogens (Le Chapitre VII de la 
Charte cit., p. 3 0 1 ) Esta misma seria la postura, entre otros, de D. BOWETT: "The 
Impact of Security Council Decisions...", cit., pp. 8 9 - 1 0 1 ; D. A K A N D E : "The 
International Court of Justice and the Security Council: Is There Room for Judicial 
Control of Decisions of the Political Organs of the United Nations?, 
International and Comparative Law Quarterly, 1997, pp. 317 -325 . 
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esencial, conceptuadas mayoritariamente como ius cogens, representarían un 
límite indiscutible que debe ser respetado en todo caso por el Consejo. Como 
señala Pellet: 
"le Conseil de sécurité doit respecter le droit international ... Mais 
dans le droit international, il y a des regles qui conférent certaines 
competences au Conseil de sécurité et parmi celles-ci, il y a, dans certaines 
situations precises, celle qui permet d'écarter éventuellement l'application 
du droit international"5 9. 
En otro momento, el citado autor precisa que el Consejo debe, en todo 
caso, respetar las normas de ius cogens y las disposiciones de la Carta. Es la 
postura que parece más conforme con las disposiciones del Capítulo VII y con 
la primacía que el artículo 103 de la Carta otorga a las obligaciones contraidas 
en virtud de la Carta respecto de las derivadas de "cualquier otro convenio 
internacional". 
En este sentido, la sujeción al Derecho Internacional de las actuaciones 
del Consejo de Seguridad en virtud del Capítulo VII significa que, para que 
un uso de la fuerza autorizado en virtud del Capítulo VII sea lícito es nece-
sario, además, que dicho uso se acomode a una serie de normas de Derecho 
internacional como son los principios fundamentales del Derecho interna-
cional humanitario 6 0 , calificados recientemente por la Corte como principios 
inviolables 6 1 , y a otras normas cuyo carácter imperativo parece admitir la 
doctrina mayoritariamente, por ejemplo, el principio de libre determinación 
de los pueblos o los derechos humanos fundamentales. Del mismo modo, las 
5 9 . Le Chapitre VII de la Charte des Nations Unies... cit., p. 3 0 2 (cfr. también, 
A. P E L L E T : "Peut-on et doit-on contróler ... ", cit., pp. 2 3 6 - 2 3 8 ) . Una postura 
similar parecen mantener L. CONDORELLI: "La Corte Internazionale...", cit, p. 912 ; 
LAUTERPACHT: CU Recueil 1993, pp. 4 4 0 y ss.; T. FLORY: La Charte des Nations 
Unies, (Cot-Pellet), comentario al art. 103, pp. 1377-1378 . Aunque el recurso a la 
noción de ius cogens, puede representar una complicación adicional en la medida 
en que exige determinar qué normas entran dentro de esa categoría. 
6 0 . Cfr. la contribución de L. CONDORELLI en Aspects juridiques de la guerre 
du Gol/e, Colloque CEDIN 1991, Montchrestien, París, 1 9 9 1 , pp. 187-197 . 
6 1 . Cfr. Licéité de l'utilisation des armes nucléaires, avis consultatif du 8 
juillet 1996, CU. Recueil, 1996, par. 79 . "Intransgréssibles" en el texto francés de 
la opinión consultiva que es, precisamente, el mismo término utilizado por 
Bedjaoui en el párrafo arriba citado para calificar a las normas imperativas del 
derecho internacional. 
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sanciones del artículo 41 tampoco pueden ir en contra de estas normas 
fundamentales 6 2. 
B . El artículo 103 de la Carta 
Según se ha señalado, existen límites jurídicos a la acción del Consejo: 
la Carta, en cuanto Tratado constitutivo y también las normas imperativas de 
Derecho Internacional. Como ha subrayado el profesor Pellet, pretender que 
todas las acciones del Consejo de Seguridad respeten todas las normas y 
situaciones jurídicas equivaldría a condenarle a una parálisis prácticamente 
t o t a l 6 3 . No parece ser esa la intención de la Carta, según se desprende del 
artículo 103, interpretado conjuntamente con el artículo 25. En virtud del 
artículo 25, los "Miembros de Naciones Unidas convienen en aceptar y 
cumplir las decisiones del Consejo de Seguridad de acuerdo con esta Carta", 
la obligación de cumplir las resoluciones del Consejo de Seguridad es, por lo 
tanto, una "obligación contraída ... en virtud de la ... Carta" y según el art. 
103 prevalece sobre las "obligaciones contraidas en virtud de cualquier otro 
convenio internacional" 6 4 . Esta interpretación conjunta de los artículos 25 y 
62. Por esta razón, el Consejo cuando impone un embargo económico a un 
Estado señala que quedan excluidos de tal medida una serie de bienes necesarios 
para la población como "los suministros destinados estrictamente a fines médicos, 
a los alimentos, a los demás bienes y productos destinados a subvenir necesidades 
humanitarias esenciales, el petróleo o los productos derivados necesarios para 
satisfacer las necesidades humanas esenciales", etc. Cfr. Resolución 917 (1994). de 
6 de mayo, concerniente a Haití; es posible encontrar disposiciones similares, por 
ejemplo, en la resolución 253 (1968) relativa a Rodesia; concernientes a Irak, las 
resoluciones 661 (1990), 666 (1990) y 687 (1991), concernientes a la R. F. de 
Yugoslavia, las resoluciones 757 (1992), 820 (1993). Igualmente, se encuentran 
presentes este tipo de límites en la resolución 827 (1993) por la que el Consejo 
decide la creación de un Tribunal Internacional Penal, cuyas normas de proce-
dimiento deben contemplar todas las garantías necesarias para el desarrollo de un 
juicio justo, tal y como se hallan reconocidas en los instrumentos internacionales 
sobre derechos humanos (Cfr. 35 ILM 32 (1996), p. 47, par. 45-46). 
63. "Peut-on et doit-on contróler cit. p. 235. 
64. T. Flory subraya que el artículo 103 no hace referencia a las 
disposiciones de la Carta sino a las "obligaciones en virtud de" la Carta, lo que 
da pie a que se ¡nterpprete que incluye también las resoluciones de los órganos de 
la ONU ( La Charte .... cit., p. 1373). Los trabajos preparatorios no aportan 
demasiada ayuda para resolver la cuestión, sin embargo, las conclusiones de un 
Informe de la Comisión sobre medidas colectivas no excluyen que el artículo 103 
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103, mantenida por un sector doctr inal 6 5 , ha sido seguida por la Corte 
Internacional de Justicia en las órdenes sobre medidas provisionales en los 
asuntos Lockerbie. Tras el pronunciamiento de la Corte ha obtenido el res-
paldo expreso de una doctrina mayoritaria, aunque también tiene importantes 
detractores, que fundamentan sus críticas en diversos motivos, como se 
expone a continuación. 
1) Las obligaciones derivadas del Derecho internacional general 
Atendiendo al tenor literal del artículo 103, Bowett entiende que el razo-
namiento sería aplicable sólo a la supremacía de las resoluciones del Consejo 
de Seguridad sobre los derechos u obligaciones convencionales, pero no sería 
extensible a los derivados del Derecho internacional g e n e r a l 6 6 . Para 
Condorelli, por el contrario, no existe razón para no aplicar el art. 103 a las 
obligaciones derivadas del Derecho internacional general o consuetudinario: la 
práctica internacional muestra que los Tratados, con frecuencia, derogan o 
sustituyen las normas consuetudinarias en una determinada materia entre los 
Estados Par te 6 7 , por lo que las obligaciones contraídas en virtud de la Carta 
también podrían prevalecer sobre las normas consuetudinarias. La misma 
conclusión es la que se impone para Pellet, porque así parece exigirlo el 
principio de la igualdad de fuentes del Derecho internacional. Como señala 
este autor, el Consejo de Seguridad, al actuar en el marco de su respon-
sabilidad principal de mantener la paz y seguridad internacionales puede 
adoptar medidas en contradicción con normas vigentes, convencionales o 
consuetudinarias. El Consejo no dejaría por ello de estar sometido al Derecho 
internacional, como ponen de manifiesto varios elementos: en primer lugar, 
los artículos 25 y 103 forman parte del ordenamiento internacional; en 
abarque igualmente las medidas colectivas decididas por la Organización 
{Repertoire ONU, vol V, Nueva York, 1956, pp. 330-332, allí citado). 
65. Con anterioridad a la decisión de la Corte en los asuntos Lockerbie esta 
interpretación ya es mantenida por P. REUTER: Introduction to the Law of 
Treaties, 1989, p. 113, par. 228 y G. FITZMAURICE: The Law and Procedure of the 
International Court of Justice , 1986, vol. 2, p.431. 
66. En este sentido, D . BOWETT: "The Impact of Security Council cit., 
p. 92. En el mismo sentido, C.I.J. Recueil 1992, decl. Oda, p. 19; M . BEDJAOUI: 
C.I.J. Recueil 1992, op. dis. p. 155. 
67. L. CONDORELLI: "La Corte Internazionale di Giustizia ..." cit., pp. 911-
912. 
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segundo lugar, la sumisión del Consejo a las normas imperativas; en tercer 
lugar, el Consejo está sometido a la Carta de la ONU; por último, el Consejo 
no puede abrogar una norma en cuanto tal porque su poder de decisión se 
agota en el caso particular, por ejemplo, en el asunto Lockerbie, las 
resolución 748 neutraliza la aplicación de la Convención de Montreal en el 
caso concreto, frente a Libia, pero no afecta a la vigencia de la Convención en 
cuanto t a l 6 8 . 
2) La interpretación conjunta de los artículos 25 y 103: 
¿un silogismo con conclusión incorrecta? 
Según Bowett, la interpretación conjunta de los artículos 25 y 103, en el 
sentido señalado y adoptada por la Corte en los asuntos Lockerbie, encierra 
un silogismo en el que, a partir de dos premisas verdaderas se extrae una con-
clusión falsa. De acuerdo con la primera premisa, en virtud del artículo 103, 
las obligaciones derivadas de la Carta prevalecen sobre cualquier otra obli-
gación incompatible derivada de un Tratado; conforme a la segunda premisa, 
en virtud del artículo 25 los Estados miembros tienen la obligación de aceptar 
las resoluciones del Consejo de seguridad, y la conclusión que la Corte deriva 
de ambas proposiciones es que las resoluciones del Consejo de Seguridad 
prevalecen sobre cualquier derecho u obligación convencional incompatible. 
Para Bowett, esta conclusión sería errónea porque equipara (en realidad, con-
funde) las obligaciones o derechos derivados de las resoluciones del Consejo 
con las obligaciones o derechos derivados directamente de las disposiciones 
de la Car ta 6 9 . Desde este punto de vista, el artículo 103 sólo resolvería con-
flictos entre normas del mismo rango, es decir entre disposiciones conven-
cionales, pero no se aplicaría a un conflicto entre normas de diferente natu-
6 8 . A . PELLET: "Peut-on et doit-on contróler ..." cit., p. 236 . Menos convin-
cente parece la postura que interpreta que la omisión del derecho internacional 
general en este artículo debe entenderse como una puerta abierta al ius cogens 
(cfr. W A T S O N : "Constitutionalism, Judicial Review and the World Court", 
3 4 Harvard I.L.J., 1993 /1 , p. 36) . 
6 9 . D . BOWETT: "The Impact of Security Council...", cit., p. 9 2 . . 
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raleza, como sería el caso de una resolución y un Tratado 7 0 . En esta línea, 
Bowett subraya la diferente naturaleza de las obligaciones establecidas por una 
resolución vinculante del Consejo y la obligación de cumplir tal resolución 
(art. 25), sólo ésta ultima podría considerarse de naturaleza convencional: 
"A Council decision is not a treaty obligation. The obligation to 
comply may be, but the decision per se is not" 7 1 . 
La precisión de Bowett puede ser correcta, pero no parece que afecte al 
resultado final: si la obligación de cumplir una resolución prevalece para el 
Estado destinatario sobre cualquier otra obligación convencional o consuetu-
dinaria, lo que prevalece, en definitiva, son las obligaciones creadas por la 
resolución cuyo cumplimiento es prioritario. 
3) Rango jerárquico de las resoluciones vinculantes del Consejo de 
Seguridad 
Esta es, efectivamente, una de las cuestiones que se plantea Condorelli, 
si la interpretación expuesta de los artículos 25 y 103 no supondría, en la 
práctica, un replanteamiento de la teoría general de las fuentes del Derecho 
internacional, de suerte que las resoluciones vinculantes del Consejo de 
Seguridad deberían aparecer como fuente jerárquicamente superior a los 
tratados y normas de derecho consuetudinario 7 2 . No obstante, hay que des-
tacar, como ya se ha visto, que el Consejo de Seguridad no es un órgano que 
pueda adoptar normas generales e impersonales que, como tales prevalezcan 
sobre Tratados y costumbres: sus decisiones son aplicables únicamente a una 
situación concreta, pueden desplazar normas y costumbres en esa situación 
particular, pero sin afectar a su validez y vigencia generales. En este sentido, 
señala Pellet que, pese a las dudas que pueda suscitar la redacción del artículo 
103: 
70. En este sentido, J. C O M B A C A U : Le pouvoir de sanction de l'ONU. Étude 
théorique de la coercion non militaire, Pedone, Paris, 1974, p. 293; J. M. SOREL: 
"Les ordonnances de la Cour internationale de Justice du 14 avril 1992", 
R.G.D.I.P., 1993, pp. 714-715. 
71. D. BOWETT: "The Impact of Security Council..." cit, p. 92. 
72. CONDORELLI: "La Corte Internazionale di Giustizia cit., p. 921. 
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"on doit considérer que c'est bien une «super-légalité internationale» 
que les rédacteurs de la Charte on voulu instaurer"7 3. 
4) El asentimiento de los Estados a la decisión del Consejo ¿límite? 
En otro orden de ideas, se ha señalado la pertinencia de tomar en con-
sideración que la fuente última de la competencia de los órganos políticos de 
las Naciones Unidas es la soberanía de los Estados miembros de la Organi-
zación, en este sentido los Estados tienen derecho de ver satisfecha su expec-
tativa legítima de que los órganos políticos actúen conforme a la Carta, en 
cuanto instrumento constitutivo: 
"C'est seulement en raison de la soumission aux buts et garanties fixés 
par la Charte que les États Membres ont limité partiellement la portee de 
ses pouvoirs souverains (art.2). II va sans dire par consequent que la vraie 
raison de l'obéissance des Etats Membres aux autorités de l'Organisation 
est la conformité des mandats de ses organes compétents au texte de la 
Charte. Ce principe de la correspondance conditionnée entre le devoir 
d'accepter les decisions institutionnelles et la conformité de ees decisions 
á la Charte a été consacré par l'article 25, lequel, bien que se référant 
explicitement au Conseil de sécurité, établit á mon avis une norme basique 
fondamentale de caractére general applicable á tout le regime de la 
Charte" 7 4 . 
En esta línea se sitúa Conforti. Para este autor, el límite que debe 
respetar el Consejo de Seguridad deriva implícitamente del art. 24 según el 
cual el Consejo actúa "en nombre de" todos los miembros de Naciones 
Unidas. Por esta razón, el Consejo sólo debería someter a las medidas del 
Cap. VII aquellos comportamientos estatales considerados como una amenaza 
73. A. PELLET: "Peut-on et doit-on contróler p. 235. Para Bowett, resulta 
difícil admitir que el Consejo posea la facultad discrecional de modificar las 
situaciones jurídicas de los Estados miembros; que, al ratificar la Carta con las 
obligaciones fijadas en sus diferentes disposiciones, se deba entender que han 
aceptado, a priori, cualquier resolución que el Consejo pudiera adoptar. Es sin 
embargo la postura que parece adoptar Pellet, pero con varias precisiones: la 
acción es discrecional, no arbitraria, interviene solo en caso de amenaza contra la 
paz, ruptura de la paz o acto de agresión y es adoptada de acuerdo con la Carta 
(pp. 234-238). 
74. Certaines dépenses des Nations Unies (article 17, paragraphe 2, de la 
Charte), Avis consultatif du 20 juillet 1962: CU. Recueil 1962, op. dis. 
Bustamante, p. 304. 
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para la paz por una gran mayoría de los estados 7 5 . En este mismo sentido, el 
Secretario General ha subrayado que "el Consejo de Seguridad sólo puede 
desempeñar las funciones de mantener y consolidar la paz y la seguridad 
internacionales que se le encomiendan en la Carta si sus decisiones cuentan 
con el pleno apoyo de la comunidad internacional y si las partes en el 
conflicto las acatan plenamente" 7 6. 
Igualmente, Sciso apunta que los límites a la actuación del Consejo de 
Seguridad derivan y deben ser valorados a la luz del que es el objetivo 
prioritario de la Organización: es decir, el mantenimiento de la paz y de la 
seguridad internacionales, así como de los principios generales que rigen la 
actividad de la organización (art. 2 ) , y de los artículos que rigen, especí-
ficamente, la actividad del Consejo. En consecuencia, propone, de las dispo-
siciones mencionadas también derivarían los medios para hacer valer tales 
límites. En particular, de los artículos 2 4 y 2 5 se puede desprender que los 
legitimados para apreciar la licitud de los actos del Consejo serían los propios 
Estados miembros de la ONU, de quienes proviene, en definitiva, la 
delegación en que se fundamentan las competencias del Consejo de 
Seguridad; y el instrumento del que dispondrían frente a las resoluciones 
ultra vires, sería el incumplimiento de la resolución viciada. En definitiva, 
desde esta postura, el comportamiento de los Estados miembros sería el 
parámetro de la legalidad de las actuaciones de los órganos 7 7 . Son numerosos 
los autores que han destacado la necesidad de que las decisiones del Consejo 
respondan efectivamente al sentir mayoritario de la Comunidad internacional, 
de lo contrario, el Consejo podría correr el riesgo de perder su legitimidad si 
su compromiso verbal con el respeto del derecho no va acompañado de una 
conducta coherente, que acepte un efectivo control jurídico de sus decisiones, 
especialmente en una sociedad como la actual, tan comprometida con la 
7 5 . Cfr. B . CONFORTI: "Le pouvoir discrétionnaire du Conseil de sécurité en 
matiére de constatation d'une menace contre la paix, d'une rupture de la paix ou 
d'un acte d'agression", Le Développement du role du Conseil de Sécurité..., cit., 
p. 56 ; Le Nazioni Unite, 4 A ed. Padova, 1986, p. 180 ss.; en el mismo sentido, 
G. GAJA: "Reflexions sur le role du Conseil de sécurité dans le Nouvel ordre 
mondial. Á propos des rapports entre maintien de la paix et crimes internationaux 
des États", RGDIP, 1993/2, p. 300 . 
7 6 . B . BOUTROS-GHALI: Enfrentando nuevos retos. Memoria sobre la labor 
de la Organización del cuadragésimo noveno al quincuagésimo período de 
sesiones de la Asamblea General, Naciones Unidas, Nueva York, 1995 , p. 2 3 , 
par. 50. 
7 7 . "Puó la Corte internazionale di giustizia cit, p. 3 7 1 . 
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defensa de valores democráticos 7 8 . Cabría destacar, no obstante, que la Carta 
sí arbitra un instrumento que debería permitir hacer efectivo este límite, se 
trata del sistema de adopción de decisiones del artículo 27.3 que exige, para 
lo que no son cuestiones de procedimiento, el voto afirmativo de nueve 
miembros del Consejo, incluidos los de los miembros permanentes (aunque 
en la práctica no se exige el voto afirmativo sino la ausencia de voto negativo 
por cualquiera de ellos). La determinación prevista en el artículo 39 comporta 
un juicio de valor político de situaciones enormemente complejas y 
dinámicas, tal juicio, con los límites señalados, depende exclusivamente del 
Consejo de Seguridad, así como la elección de las medidas a adoptar y la 
evaluación de su efectividad para alcanzar el fin propuesto - la restauración de 
la paz y seguridad internacionales- 7 9. Si en la práctica este sistema de control 
"interno" no funciona, es difícil que otros mecanismos no previstos puedan 
ser más efectivos. 
Algunos autores, considerando que la nueva situación es consecuencia 
del fin de la guerra fría, y con ella, de la desaparición del "control" interno 
existente en el Consejo, han apuntado como posible solución la búsqueda de 
un nuevo foro político de control, señalando como tal a la Asamblea 
General 8 0 . Otros autores, sin embargo, consideran que tratándose de articular 
7 8 . D. BOWETT: "The Impact of Security Council cit., p. 99 ; en el mismo 
sentido, REISMAN, W. M.: "The Constitutional Crisis in the United Nations", 8 7 
A.J.I.L., 1993, pp. 99 -100 . FRANCK, T. M.: "The Powers of Appreciation": Who is 
the Ultimate Guardian of United Nations Legality?, 8 6 A.J.I.L., 1992, p. 5 2 3 . 
7 9 . En este sentido, cfr. la decisión de la sala de apelaciones del Tribunal 
Penal para la antigua Yugoslavia, 3 5 ILM 32 , (1996) , p. 4 5 , par. 39 . 
8 0 . En este sentido, W. M. REISMAN: "The Constitutional Crisis in the United 
Nations", 8 7 AJIL 1993, pp. 9 8 - 9 9 ; B . CONFORTI: "Non-Coercive Sanctions in the 
United Nations Charter: Some Lessons from the Gulf War", 2 European Journal 
LL., 1991 , pp. 112-113; cfr. el análisis de F. DELON: "L'Assemblée genérale peut-
elle contróler le Conseil de sécurité?, Le chapitre VII de la Charte des Nations 
Unies..., cit., pp. 2 3 9 - 2 4 2 , también Bedjaoui contempla tal posibilidad para 
concluir que las posibilidades reales de control político por la Asamblea son muy 
escasas {Nouvel ordre mondialcit., pp. 137-145) . Sobre la función legitimadora 
que la Asamblea General puede jugar en la ampliación de la noción de 
mantenimiento de la paz y seguridad internacionales en la práctica del Consejo, 
V. ABELLÁN HONRUBIA: "La ampliación del concepto de mantenimiento de la paz y 
seguridad internacionales por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. 
Fundamento jurídico y discrecionalidad política", Hacia un nuevo orden 
mundial y europeo. Libro Homenaje al profesor Diez de Velasco, Tecnos, 
Madrid, 1993, pp. 3 -18; R. PANIAGUA REDONDO: "La solución a la crisis de Haití: 
el fin no justifica los medios", Revista de la Asociación de Naciones Unidas, 
diciembre 1994, n° 2, p. 15 . 
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garantías para los derechos de los Estados miembros, parece más adecuado 
que tal función sea desempeñada por un órgano jurisdiccional 8 1 . Es previsible 
que se amplíe el número de componentes del Consejo, con nuevos miembros 
permanentes y no permanentes, sin embargo, es altamente improbable que tal 
ampliación vaya acompañada de otras reformas que permitan un control, en 
sentido estricto, de la "constitucionalidad" de las decisiones del Consejo por 
la ausencia de voluntad política en dicho órgano para aceptar límites y 
controles a su acción 8 2 . 
2. La Corte Internacional de Justicia 
El art. 9 de la Carta de las Naciones Unidas incluye a la CU como uno 
de los seis órganos principales. El art. 92 de la Carta y el art. 1 del Estatuto 
lo caracterizan además como "órgano judicial principal" y esta doble califi-
cación tiene una serie de importantes consecuencias sobre sus competencias en 
el mantenimiento de la paz 8 3 . 
81. Entre otros, cfr. BOWETT: "The Impact os Security Council Decisions 
cit, pp.100-101; B . GRAEFRATH: "Leave to the Court What Belongs to the Court-
The Libyan Case", European Journal I.L. 1993/4, pp. 200-204. 
82. Cfr. BEDJAOUI: Nouvel ordre mondial cit, p. 145. Se ha señalado, en 
conexión con esta cuestión, que el hipotético desequilibrio entre ambos órganos 
principales no puede resolverse sujetando las acciones del órgano dominante, el 
Consejo de Seguridad, a la revisión del órgano judicial, la Corte: si tal 
desequilibrio existe resulta de la estructura del Consejo y debe ser resuelto en 
cuanto tal, no creando un nuevo desequilibrio en favor de la Corte (Cfr. 
L. CAFLISCH: "Is the International Court of Justice Entitled to Review ...", cit, 
pp. 661-662). En este sentido, Sciso sostiene que, pese a la ausencia de jerarquía y 
de un principio de litispendencia, "el ejercicio paralelo de competencias diversas 
que se integran según un principio de complementariedad funcional ... se justifica 
sólo desde la perspectiva de una mejor y más rápida solución de la controversia 
potencialmente peligrosa para la paz o para la realización de los fines de la ONU." 
(Cfr. "Puó la Corte internazionale di Giustizia cit., p. 372); en consecuencia, 
según este autor, la Corte no podría entrar a valorar la sustancia de una decisión 
del Consejo, por ejemplo, poniendo de manifiesto la existencia de un exceso de 
poder. 
83 . S. M. SCHWEBEL: "Relations between the ICJ and the United Nations", 
Le droit international au service de la paix, de la justice et du développement. 
Melanges Virally, Paris, Pedone, 1991, pp. 431-443; M. LACHS: "The United 
Nations and the International Court of Justice", The United Nations and Mainte-
nance of International Peace and Security, UNITAR, 1987, Martinus Nijhoff 
Pub., Dordrecht, pp. 147-157. 
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2.1 . La repercusiones de su caracterización como "órgano judicial 
principal" de la Organización 
La primera consecuencia es que, en cuanto órgano principal, la Corte es 
un elemento del sistema de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la 
paz y de la seguridad internacionales. El profesor Pellet ha subrayado que la 
posición estatutaria de la Corte no puede dejar de influir sobre su función: si 
ésta es resolver de acuerdo con el Derecho internacional las controversias que 
le sean sometidas, debe hacerlo respetando los principios y de acuerdo con los 
fines de las Naciones Unidas y, entre éstos, el primordial es la p a z 8 4 . Otra 
consecuencia es su estatus independiente o autónomo 8 5 . En efecto, la Corte en 
cuanto órgano judicial no se halla subordinada a ningún otro órgano en el 
ejercicio de sus funciones judiciales: su misión es examinar y decidir desde 
una perspectiva jurídica las cuestiones sometidas a su competencia, con inde-
pendencia de que esas mismas cuestiones estén siendo, o hayan sido, objeto 
de análisis y decisión por un órgano pol í t ico 8 6 . Amparándose en dicha 
condición la CU ha asumido en ocasiones funciones judiciales que no le han 
sido expresamente atribuidas por la Carta ni por el Estatuto, como, por 
ejemplo, la de interpretar la propia Carta. En este sentido ha tenido un efecto 
"expansivo" de las competencias de la CU ya que la Carta no confiere expre-
samente a la CU una competencia general de interpretación de la misma y 
cada órgano es competente para interpretar las disposiciones pertinentes de la 
Carta en el desempeño ordinario de sus funciones 8 7. 
Hay que destacar que la Carta, aun atribuyendo funciones específicas a 
cada órgano principal no establece, sin embargo, un principio de rigurosa 
84. "La glaive et la balance...", cit. pp. 540-541. 
85. Cfr. S. R O S E N N E : The Law and Practice of the International Court, cit., 
vol. I, pp. 68-74. 
86. En el asunto de la licitud de las armas nucleares, se había señalado que la 
respuesta de la Corte a la pregunta planteada por la Asamblea general podría ser 
perjudicial para las negociaciones de desarme y, en consecuencia, contrario al 
interés de la organización. La Corte, sin embargo, destacó que, cualquiera que 
fuera su decisión, sus conclusiones serían pertinentes para el debate de la cuestión 
en la Asamblea General y podrían aportar elementos suplementarios en las 
negociaiones (cfr. Licéité de la menace ou de l'emploi d'armes nucléaires, avis 
consultatif 8 juillet 1996, CU. Recueil 1996, par. 17); igualmente se pronunció 
sobre la conveniencia de emitir una opinión consultiva sobre un asunto con una 
importante dosis de elementos políticos (idem, par. 13). 
87. 13 U.N.C.I.O., pp. 709-710. 
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separación de poderes similar al existente en algunos sistemas internos. Así 
lo señala la Corte en el asunto de las actividades militares y paramilitares en 
y contra Nicaragua: 
"L'argumentation développée par les États-Unis au sujet des attribu-
tions du Conseil de sécurité et de la Cour tend á trasposer au plan 
international des notions internes de separations des pouvoirs, alors que 
ees notions ne s'appliquent pas aux relations entre institutions internatio-
nales chargées de régler des différends"88. 
En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Penal para la 
antigua Yugoslavia: 
"It is clear that the legislative, executive and judicial division of 
powers wich is largerly followed in most municipal system does not apply 
... to the setting of an international organization such as the United 
Nations. Among the principal organs of the United Nations the divisions 
between judicial, executive and legislative function are not clear cut" 8 9 . 
Tanto la Corte como el Consejo de Seguridad son regulados en un capí-
tulo o capítulos propios, pero sus funciones desbordan los límites de los 
mismos 9 0 . En estas circunstancias, como señala Lachs, parece que la Carta no 
pretende crear un paralelismo rígido entre las actuaciones de los dos órganos 
principales de los que aquí se trata, sino más bien facilitar la "interacción" 
entre los mismos 9 1 . 
88. CU. Recueil 1984, p. 433, par. 92 in fine. 
89. 35 I.L.M. 32 (1996), p. 46, par. 43. Hay que recordar, no obstante, que el 
Tribunal había admitido en párrafos anteriores (el par. 28) que los poderes del 
Consejo de Seguridad no podían traspasar los límites que pudieran derivar de una 
división interna de poder dentro de la organización, cfr. supra n. 46. 
90. Cfr. S. ROSENNE: The Law and Practice of the International Court, cit., 
vol. I, pp. 68-74. 
91. En los asuntos Lockerbie, tras recordar la inexistencia de un principio de 
estricta separación de poderes en la Carta, el juez Lachs afirmaba: "... la Cour 
Internationale de Justice fait l'objet, en dehors de son propre chapitre, d'un cer-
tain nombre de mentions qui tendent á confirmer son role de gardienne de la 
légalité á l'interieur du systéme. En fait la Cour est la gardienne de la légalité 
internationale pour la comunnauté ¡nternationale dans son ensemble...", 
CU. Recueil 1992, p. 26-27. 
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La naturaleza judicial de un órgano determina que su modo de funcio-
namiento sea radicalmente distinto al de un órgano político. La Corte, como 
señala el Juez Weeramantry: 
"de par sa nature et sa constitution, applique au cas dont elle est saisie 
les notions, les critéres et les méthodes de la procedure judiciaire, que les 
autres organes des Nations Unies ne sont naturellement pas obliges 
d'appliquer. Les notions qu'elle utilise sont des notions juridiques, le 
critére qu'elle aplique est celui de la légalité, et ses méthodes sont celles 
de l'administration des preuves au sens juridique. Ses critéres de validité 
et les fondements de ses decisions ne sont naturellement pas les mémes que 
ceux qui s'appliqueraient devant un organ politique ou executif des 
Nations Unies" 9 2 . 
Su condición de órgano judicial hace que desempeñe su misión dentro 
de contornos muy precisos, los descritos por su Estatuto y por la naturaleza 
de su función judicial. Su naturaleza jurisdiccional le confiere un cierto 
margen de acción "para examinar todos los elementos pertinentes de los que 
dispone para hacerse una opinión sobre la cuestión que le ha sido 
planteada" 9 3 . Desde otra perspectiva, sin embargo, esta característica tiene un 
efecto restrictivo respecto de las funciones que la CIJ podría asumir en cuanto 
órgano principal, ya que en ningún momento puede actuar en menoscabo de 
su "integridad" judicial 9 4 . Así lo señaló en el asunto concerniente al 
Camerún Septentrional: 
"II y a des limitations inherentes á l'exercise de la fonction judiciaire 
dont la Cour, en tant que tribunal, doit toujours teñir compte... C'est a la 
Cour elle-méme ... qu'il appartient de veiller á l'intégrité de la fonction 
judiciaire de la Cour" 9 5 . 
9 2 . C.I.J. Recueil 1992, op. dis. Weeramantry, p. 56. 
9 3 . CIJ Recueil 1962, p. 157. En este sentido, H . THIERRY: "Les resolutions 
des organes internationaux dans la jurisprudence de la Cour Internationale de 
Justice", tomo 167, RCADI, 1980-11, p. 400 . 
9 4 . En este sentido, S. R O S E N N E : The International Court of Justice. An 
Essay in Political and Legal Theory, Leyden, A.W. Sijthoff s, 1957, pp. 4 7 - 4 9 . 
Según se deriva de su jurisprudencia constante la Corte, en su condición de 
órgano jurisdiccional, no puede apartarse de las reglas esenciales que rigen su 
actividad judicial, incluso cuando emite opiniones consultivas. 
9 5 . Affaire du Cameroun septentrional (Cameroun c. Royaume Uni), 
Exceptions préliminaires, Arrét du 2 décembre 1963: CIJ Recueil 1963, p. 29 . 
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Tales límites, como reconoce lajnisma Corte no son fáciles de catalogar 
ni definir. La diferencia entre el ejercicio de las competencias por parte de un 
órgano político y de la Corte aparece, por ejemplo, en el siguiente pronun-
ciamiento en el asunto Haya de la Torre, en el que la Corte había señalado 
que se debía poner fin al asilo diplomático pero se negó a indicar los medios 
aplicables con tal fin, argumentando: 
"Un choix entre elles [los diferentes medios] ne pourrait étre fondé sur 
des considerations juridiques, mais seulement sur des considerations de 
nature pratique ou d'opportunité politique; il ne rentre pas dans la 
fonction judiciaire de la Cour d'effectuer ce choix" 9 6 . 
La Corte Internacional de Justicia tiene una competencia material de 
carácter general. Como señala Jennings, "no existe ningún elemento del siste-
ma del Derecho internacional que no sea competencia de la Corte y que ésta 
no pueda interpretar y aplicar cuando está llamada a hacer lo" 9 7 . Las dispo-
siciones de la Carta son suficientemente expresivas; especialmente el art. 36. 
2 del Estatuto de la Corte, que dispone "Los Estados partes en el presente 
Estatuto podrán declarar en cualquier momento que reconocen como obli-
gatoria ipso facto y sin convenio especial... la jurisdicción de la Corte en 
todas las controversias de orden jurídico que versen sobre: ... b. cualquier 
cuestión de derecho internacional". No obstante, en ocasiones se ha cues-
tionado la competencia de la Corte para intervenir a propósito de 
controversias de determinada naturaleza con base en una serie de argumentos 
que se analizan a continuación. 
2.2. Los falsos límites de la función judicial 
La solución de controversias por medio de un órgano jurisdiccional 
presenta una serie de rasgos peculiares. En el marco de la función contenciosa, 
la Corte Internacional de Justicia, como cualquier órgano jurisdiccional, 
requiere a las Partes para que precisen y concreten su controversia, 
reduciéndola a una serie de cuestiones de hecho o de derecho, o de ambos a la 
vez, sobre las que las Partes mantienen posturas enfrentadas, de tal manera 
96. Affaire Haya de la Torre, Arret du 13 juin 1951.C.I.J. Recueil 1951, 
pp. 78-79. 
97. CU. Annuaire 1991-1992, n° 46, p. 226. 
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que la controversia sea justiciable 9 8 . Sobre esas cuestiones debe pronunciarse 
la Corte, examinándolas a la luz de las normas del Derecho internacional 
aplicables. No obstante el mecanismo señalado, toda controversia presenta un 
contenido político más o menos importante. 
2.2.1. La distinción entre controversias jurídicas y políticas 
La jurisprudencia de la CIJ muestra un rechazo constante de la distinción 
entre controversias jurídicas y políticas 9 9 , con lo que desaparece un eventual 
criterio delimitador de las competencias del Consejo y de la Corte. 
En el asunto de las condiciones de admisión de un Estado como miem-
bro de las Naciones Unidas, la Corte afirma: 
"II a été ... prétendu que la question posee doit étre tenue pour 
politique et qu'elle échapperait, á ce titre, á la competence de la Cour. La 
Cour ne peut attribuer un caractére politique á une demande ... qui, en luí 
déférant Vinterpretation d'un texte conventionnel, l'invite á remplir une 
fonction essentiellement judiciare. Elle n'a point á s'arréter aux mobiles 
qui ont pu inspirer cette demande, ni aux considerations qui, dans les cas 
concrets soumis á l'examen du Conseil de sécurité ont été l'objet des vues 
échangées dans son se in" 1 0 0 . 
En el asunto de los rehenes la Corte se pronunció en el mismo sentido: 
"les différends juridiques entre Etats souverains ont, par leur nature 
méme, toutes chances de surgir dans des contextes politiques et ne 
représentent souvent qu'un element d'un différend politique plus vaste 
[...]. Nul n'a cependant jamais prétendu que, parce qu'un différend 
98. En este sentido Jennings especifica: "the statement that any dispute 
admits a legal answer is wrong. What is true is that any dispute that has been 
reduced to a specific issue or series of issues of law or fact between the parties and 
wich display a cause or causes of actions admits of contentious proceedings before 
a court of law" ("International force and the International Court of Justice", 
The Current Legal Regulation of the Use of Force, A. Cassese (ed.), Martinus 
Nuifhoff, 1986, p. 326). 
99. En este mismo sentido se pronuncia la doctrina mayoritaria, cfr. p. ej. 
A C E V E D O : "Disputes under Consideration by the United Nations Security 
Council or Regonal Bodies", The International Court of Justice at a Crossroads, 
cit., pp. 242-244; PELLET: "La glaive et la balance cit., p. 543, 553. 
100. Conditions de Vadmission d'un Etat comme Membre des Nations 
Uniesfarticle 4 de la Charte), avis consultatif 1948, C.I.J. Recueil 1948, p. 61. 
450 
LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA Y EL CONSEJO DE SEGURIDAD 
juridique soumis á la Cour ne constitue qu'un aspect d'un différend poli-
tique, la Cour doit se refuser á ressoudre dans l'intérét des Parties les 
questions juridiques qui les opposent. La Charte et le Statut ne 
fournissent aucun fondement á cette conception des functions ou de la 
juridiction de la Cour; si la Cour, contrairement á sa jurisprudence 
constante, acceptait une telle conception, il en résulterait une restriction 
considerable et injustifíée de son role en matiére de réglement pacifique des 
différends internationaux." 1 0 1. 
Por lo tanto lo correcto es distinguir no entre controversias jurídicas y 
políticas, sino entre modos políticos y jurídicos de tratar las controversias y 
situaciones. No se acude a un órgano jurisdiccional en los supuestos en que 
se necesita una decisión política. No obstante, pueden existir, existen de 
hecho, numerosas controversias para las cuales pueden ser útiles ambos 
procedimientos. Así lo explicaba el Secretario General en el informe 
presentado a la Asamblea General sobre la labor desarrollada por la 
Organización en el 46° periodo de sesiones: 
"Le fonctionnement du systéme de sécurité collective peche aussi par 
le fait que Ton n'a pas suffisamment recours á l'organe judiciaire principal 
de l'ONU, la Cour Internationale de Justice. De nombreux différends 
internationaux sont en effet justiciables; méme ceux qui semblent purement 
politiques (comme l'était le différend iraquo-koweítien avant l'invasion) 
ont un element nettement juridique. Si, pour quelque raison que ce soit, les 
parties ne saissisent pas la Cour, obtenir un avis consultatif aiderait á 
parvenir á un réglement equitable et objectivement satisfaisant et, partant, á 
désamorcer une crise potentielle" 1 0 2. 
101. Personnel diplomatique et consulaire des Etats-Unis a Teherán, arrét, 
CU. Recueil 1980, p. 20, par. 37 in fine. En el mismo sentido, se había pro-
nunciado la Corte en la orden de 15 de diciembre sobre las medidas provisionales 
pedidas por Estados Unidos, como respuesta a los argumentos aducidos por el 
gobierno de Irán en sus cartas de 9 de diciembre de 1979 y 16 de marzo de 1980 de 
que la controversia sometida por demanda de Estados Unidos no era "sino un 
elemento marginal y secundario del problema total" concerniente a las actividades 
desarrolladas por los Estados Unidos en Irán desde hacía más de 25 años y al 
argumento según el cual todo análisis de las repercusiones de la revolución islá-
mica de Irán son asunto que depende esencialmente de su jurisdicción interna 
(cfr. CU. Recueil 1979, p. 16, par. 25). Cfr. "The Notion of International Legal 
Dispute and the Assumption of Jurisdiction by the International Court of Justice 
in the Hostages Case", Revue Hellénique D.I., 1982-1983, pp. 97-110. 
102. Doc. A/46/1, p. 9. 
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Jennings subraya que el recurso a la función consultiva de la Corte por 
parte de los órganos políticos de la organización resultaría beneficioso para el 
proceso de diplomacia preventiva llevado a cabo por la Organización: la 
Corte, como órgano judicial principal de la Organización podría así asociarse 
estrechamente al trabajo de los demás órganos, desempeñando su función 
judic ia l 1 0 3 . Determinado el elemento jurídico de una controversia más amplia 
en la que, en su conjunto, parece predominar el elemento político, si los 
Estados partes en la controversia no alcanzan un acuerdo para someterla ante 
la Corte, la competencia consultiva de la Corte - a petición de los órganos 
habilitados- podría ser extraordinariamente útil proporcionando una orienta-
ción sobre el derecho aplicable a la controversia y su interpretación 1 0 4 . Aun-
que de ordinario la función consultiva revista una dimensión institucional, en 
ocasiones también puede presentar este carácter cuasi-contencioso 1 0 5. 
En definitiva, se podría concluir que no hay controversias políticas o 
jurídicas por naturaleza sino medios de solución de controversias políticos y 
j u r í d i c o s 1 0 6 . Con la Carta y el Estatuto como punto de partida, la juris-
prudencia ha establecido una clara distinción entre las funciones y métodos de 
funcionamiento propios de la CIJ y del Consejo de Seguridad en el ámbito de 
la solución pacífica de controversias. La Corte, como órgano judicial principal 
actuará en conformidad con las normas del Estatuto y aplicando el Derecho 
Internacional (art. 92 de la Carta) y su competencia contenciosa tiene carácter 
consensual; al Consejo de Seguridad en virtud del art. 24 de la Carta incumbe 
la responsabilidad primordial en el mantenimiento de la paz y de la seguridad 
103. Discurso del presidente de la C.I.J. ante la 44" sesión del 46 periodo de 
sesiones de la Asamblea General de la ONU, celebrada el 8-noviembre de 
1991(C./.J. Annuaire 1991-1992, n° 46, pp. 219-227). 
104. Declaración del presidente de la CIJ en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio ambiente y el Desarrollo celebrada en Río de Janeiro, del 
3 al 14 de junio de 1992 (CU Annuaire 1991-1992. n° 46, p. 230). 
105. Cfr. KOSKENNIEMI, M.: "Advisory Opinions of the International Court of 
Justice as an Instrument of Preventive Diplomacy", International Legal Issues ... 
cit., pp. 599-619; TORRES BERNÁRDEZ, S.: "Some Considerations on the Respective 
Roles of the Security Council and the International Court of Justice with Respect 
to "the Prevention and Aggravation of Disputes" in the Domain of the Pacific 
Settlement of International Disputes or Situations", Ibidem, pp. 663-708. 
106 . Lo que no impide reconocer que ciertas controversias se presten mejor a 
una solución política por medio de un órgano político, cfr. el discurso de 15 de 
octubre de 1993 ante la Asamblea General, del entonces presidente de la Corte 
Iternacional de Justicia, R. Jennings (Annuaire 1993-1994, CU., La Haya, 1994, 
pp. 232-233). 
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internacionales, puede proceder por propia iniciativa y a instancia de cualquier 
Estado miembro, no sólo de las Partes en la controversia y no tiene la 
obligación de basar sus propuestas de solución en el derecho aplicable 1 0 7 . 
Por lo tanto, aunque diferentes disposiciones de la Carta (p. ej. el art. 36 
del Estatuto de la Corte y el art. 36 de la Carta) parecen apoyar la existencia 
de controversias jurídicas, susceptibles de solución judicial, por oposición a 
las controversias políticas, el verdadero significado de dichos artículos, (tal y 
como demuestra la práctica y defiende la doctrina mayoritaria) es que la 
decisión en cuanto a si una controversia concreta es justiciable o no, es una 
decisión política de las Partes en la controversia. Con esto se quiere decir que 
la sumisión de una controversia ante la CIJ, sobre una base válida de compe-
tencia, pone de manifiesto la voluntad de las Partes de obtener una respuesta 
judicial basada en el derecho aplicable. Esto sería aplicable igualmente, 
mutatis mutandis, a la competencia consultiva de la Corte; las opiniones de 
la CIJ, aunque desprovistas de fuerza vinculante, pueden contribuir 
eficazmente en la solución de los conflictos en conexión con los cuales se han 
solicitado. La práctica de la CIJ demuestra que la efectividad de sus 
decisiones, también en materia consultiva, depende en gran medida del grado 
de aceptación política que haya recibido el recurso a la C o r t e 1 0 8 . Por otro 
lado, toda decisión de la Corte tienen consecuencias jurídicas y políticas. 
Ciertamente, un tribunal debe aplicar el Derecho y debe hacerlo de modo que 
así se perciba con claridad, porque de lo contrario perdería su autoridad, que 
deriva precisamente de su función declarativa del derecho: pero la Corte no 
ignora las cuestiones políticas suscitadas ni las consecuencias políticas de las 
decisiones que adopta. 
2.2.2. Controversias relativas al uso de la fuerza 
El análisis de la práctica estatal muestra que las disputas concernientes a 
uso de la fuerza armada sometidas a la CIJ representan sólo un pequeño 
107. En este sentido, G O W L A N D - D E B B A S , V. : "The Relationship cit., 
p. 653. 
108. S. ROSENNE: The International Court of Justice. An Essay cit., p. 50, 
en el mismo sentido, A. P ILLEPICH: La Charte des Nations Unies, (Cot-Pellet), 
1985, comentario al art. 94, p. 1277, M. REISMANN: "Has the International Court 
Exceeded its Jurisdiction?", 80 A.J.I.L. 1986, pp.128-134. 
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porcentaje del total de controversias de esa naturaleza 1 0 9 . Algunos autores han 
afirmado que aquellas controversias en las que se halla implicado un uso de la 
fuerza quedan excluidas, por este sólo motivo, de la posibilidad de una solu-
ción judicial. En realidad, ninguna disposición de la Carta de la ONU ni del 
Estatuto de la Corte permite apoyar tal postura, pero diversos motivos de 
índole política y jurídica han sido desarrollados para defender que los 
tribunales no pueden conocer este tipo de controversias. 
En primer lugar, se ha afirmado que el derecho relativo al uso de la 
fuerza es demasiado impreciso de modo que su aplicación al caso particular 
exigiría del órgano judicial una labor "legislativa", de creación de nuevo 
derecho para resolver el caso. Un amplio sector doctrinal defiende, por el 
contrario, que la práctica estatal demuestra que existe un amplio acuerdo sobre 
lo que se considera como núcleo normativo del derecho aplicable al uso de la 
fuerza, que tendría su base fundamental en los artículos 2 y 51 de la Car t a 1 1 0 . 
En segundo lugar, se ha señalado que las controverisas relativas al uso 
de la fuerza quedarían excluidas de la competencias de la Corte porque entran 
en el ámbito del mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, ámbito 
que quedaría reservado al Consejo de Segur idad 1 1 1 . En el asunto sobre las 
actividades militares y paramilitares en y contra Nicaragua, Estados Unidos 
alegó entre los motivos de inadmisibilidad de la demanda nicaragüense que 
las cuestiones relativas al uso ilícito de la fuerza, en conexión con los 
artículos 24 y 51 de la Carta, entrarían en la competencia de otros órganos de 
N.U., fundamentalmente del Consejo de Seguridad, y no en la de la C o r t e 1 1 2 . 
Nicaragua, en contrapartida, enfatizó el tenor literal del artículo 24 del Carta 
que atribuye al Consejo una responsabilidad calificada como "principal", y no 
109. Cfr. O. SCHACHTER: "Disputes Involving the Use of Force", The ICJ at a 
Crossroads, cit., p. 223. 
110. Las divergencias surgen, como en cualquier controversia, en relación 
con su aplicación a los hechos y al modo en que éstos son percibidos por las 
Partes en cada controversia. (Cfr. O. S C H A C H T E R : "The Right of States to Use 
Armed Force" 82 Michigan Law Review, 1984, p. 1620). 
111. En este sentido de pronuncian, por ejemplo, el juez A. Alvarez en su 
opinión disidente en la sentencia Affaire de l'Anglo-Iranian Oil Co. 
(competence), Arret du 22 juillet 1952: C.I.J. Recueil 1952, op. dis. del juez A. 
Alvarez, p. 134; A. SOTTILE: "Conflit anglo-iranien et arret de la Cour interna-
tionale de Justice", Revue de Droit International et de Sciences Diplomatiques et 
Politiques, 1952, pp. 232-242; T. ELSEN: Litispendence..., cit., p. 69. 
112. C.I.J. Recueil 1984, p. 429, par. 84; p. 431-432, par. 89. 
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como "exclusiva" en el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, 
tesis que sería retomada en su esencia por la Cor t e 1 1 3 . 
En tercer lugar, se ha señalado que las decisiones de la Corte en las 
controversias relativas al uso de la fuerza podrían colisionar con la postura 
adoptada por el Consejo de Seguridad respecto a la misma controversia. 
Quienes mantienen esta postura sostienen que la mera posibilidad de desen-
cadenar un conflicto entre ambos órganos es incompatible con la responsa-
bilidad principal que corresponde al Consejo de Seguridad en el manteni-
miento de la paz y seguridad internacionales, en virtud del art. 24 de la Carta. 
En consecuencia, cuando una controversia ha sido sometida al Consejo de 
Seguridad, incluso si éste decide no actuar o permanece paralizado por el 
derecho de veto, la autoridad del Consejo no debería verse minada por un 
pronunciamiento contrario de la Corte y vinculante para las Pa r t e s 1 1 4 . Como 
apunta Schachter, llevada esta tesis hasta sus últimas consecuencias exigiría 
que los Estados se abstuvieran de someter a la Corte todas las controversias 
sobre las que pudiera haber una acción ulterior del Consejo de Seguridad. 
Ahora bien, limitar el acceso de los Estados a la Corte es difícilmente com-
patible con el principio de solución de controversias por medios pacíficos (art. 
2.3 de la Carta), entre los cuales figura el recurso a la Corte Internacional de 
Justicia (art. 33 de la Carta). 
La Corte ha rechazado los alegaciones relativas a su incompetencia para 
pronunciarse sobre controversias en las que existe un conflicto armado en cur-
so, o relativas al derecho de legítima defensa. Por ejemplo, en el asunto de las 
113. CU. Recueil 1984, p. 434, par. 95. Los argumentos estadounidenses se 
reconducen a las siguientes cuestiones nucleares: que las reivindicaciones 
nicaragüense equivalían a solicitar de la Corte la determinación de la existencia de 
"una amenaza a la paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión" (art. 39 de la 
Carta) y de si el uso de la fuerza denunciado por Nicaragua constituía un supuesto 
de ejercicio del derecho de legítima defensa colectiva (art. 51 de la Carta). En tal 
caso, la Corte tendría que resolver si la Carta confería competencia para realizar 
este tipo de "determinaciones" únicamente al Consejo de Seguridad o si la Corte 
disfrutaba de competencias concurrentes en dicho ámbito. La Corte consideró que 
las reivindicaciones de Nicaragua no entraban en el campo de aplicación de los 
art. 39 y 51 y consideró innecesario pronunciarse al respecto (CU Recueil 1984, 
p. 434, par. 94). Sobre la naturaleza de las categorías contenidas en los art. 39 y 51 
y la competencia del Consejo de seguridad cfr. P. M. N O R T O N : "The Nicaragua 
Case: Political Questions Before the International Court of Justice", 27 Virginia 
Journal of International Law, 1987/2, pp. 459-526; R . HlGGlNS: The Place of 
International Law in the Settlement of Disputes by the Security Council", 
64 A.J.I.L. 1970, pp. 16-18. 
114. Oscar SCHACHTER: "Disputes Involving ..." cit., p. 230-31. 
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actividades militares y paramilitares en y contra Nicaragua, la Corte rechazó el 
argumento de Estados Unidos según el cual la Corte no puede pronunciarse 
sobre cuestiones relacionadas con el uso de la fuerza: 
"la Cour ne s'est jamais dérobée devant l'examen d'une affaire pour la 
simple raison qu'elle avait des implications politiques ou comportait de 
sérieux elements d'emploi de la force" 1 1 5 . 
Según el juez Schwebel, ninguna disposición del estatuto de la CIJ 
autoriza a afirmar que las controversias relativas al uso de la fuerza están ex-
cluidas de su competencia: al contrario, el art. 36.1 del Estatuto parece con-
cebir en términos muy amplios la competencia de la CIJ, que alcanza a todas 
las controversias sometidas por las Partes, así como a los casos especialmente 
previstos en la Carta de Naciones Unidas o en los tratados en v igor 1 1 6 . 
En consecuencia, cuando los Estados manifiestan su voluntad, por 
cualquier procedimiento válido, de aceptar la competencia de la Corte, ésta 
podrá resolver todas las controversias cubiertas por ese consentimiento y 
relativas a cualquier actuación que, de demostrarse, pudiera constitur una 
violación del principio de prohibición del recurso a la amenaza o al uso de la 
fuerza 1 1 7. 
2.3. Los verdaderos límites 
2.3.1. El fundamento consensual de su competencia 
El límite esencial de la función judicial internacional reside en la base 
consensual de su competencia: la Corte únicamente puede conocer un caso si 
115. C.I.J. Recueil 1984, p. 435, par. 95. En el mismo sentido, el asunto del 
estrecho de Corfú, al que se remite, C.I.J. Recueil 1949, p. 31 y 35, donde el propio 
Consejo de Seguridad se manifestó de modo claro e indiscutible en el sentido de 
que la controversia fuera resuelta en su totalidad por la Corte. 
116. Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci 
(Nicaragua c. Etats-Unis d'Amérique), fond, arrét, C.I.J. Recueil 1986, op. dis. 
Schwebel, par. 46 y par. 58. En esta sentencia, tanto Schwebel como Oda, ambos 
jueces disidentes, no lo han sido porque se tratara de una controversia relativa al 
uso de la fuerza y subrayan explícitamente que la Corte puede conocer asuntos 
concernientes a la legalidad del uso de la fuerza o a conflictos armados en curso. 
117. Osear SCHACHTER: "Disputes Involving p. 233. 
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ambas Partes le han conferido competencia para ello mediante un acto de vo-
luntario consentimiento. Es innegable que existe un enorme número de 
derechos reconocidos por el Derecho internacional que no pueden ser prote-
gidos por la Corte Internacional de Justicia, ante la ausencia de un 
fundamento válido de competencia. Pero hay que enfatizar que esta situación 
no es imputable a un defecto de la Corte, sino a la falta de voluntad política 
de los Estados. 
Al mismo tiempo, hay que destacar que, a diferencia del Consejo, la 
Corte no posee un poder discrecional para rechazar solucionar una controversia 
que le ha sido regularmente sometida por las Partes. La Corte no puede dejar 
de pronunciarse sobre una controversia por razones de oportunidad política. 
Con particular nitidez ha afirmado en el asunto de los ensayos nucleares que 
no tiene: 
"la faculté de choisir parmi les affaires qui lui sont soumises celles qui 
lui paraissent se préter á une decision et de refuser de statuer sur les 
autres" 1 1 8 . 
El ejercicio de la función consultiva merece algún comentario adicional: 
el artículo 65 parece atribuir a la Corte una competencia discrecional, sin 
embargo, también en este ámbito el modo de operar la Corte es radicalmente 
diferente al del Consejo. Existe una abundante jurisprudencia de la Corte de la 
que se desprenden cuáles son los criterios seguidos al ejercer la función con-
sultiva. Un criterio esencial afirmado de manera constante es que, como 
norma general, la Corte no debe negarse a responder a una solicitud de 
opinión consultiva. Apoyándose en el tenor potestativo del artículo 65 de su 
Estatuto la Corte ha afirmado poseer un poder discrecional para emitir una 
opinión consultiva, considerando como tal "el poder de apreciar si las 
circunstancias del caso son tales que deben determinarla a no responder a la 
so l ic i tud" 1 1 9 ; y ha añadido que, como regla general, sólo debería negarse a 
emitir una opinión consultiva por razones g r a v e s 1 2 0 . Esta doctrina está 
118. C.I.J. Recueil 1974, p. 271; en el mismo sentido, Plateau Continental 
(Jamahiriya árabe libyenne/Malte), arrét du 3 juin 1985, C.I.J. Recueil 1985, 
p. 23, par. 19. 
119. Competence de l'Assemblée genérale pour Vadmission d'un Etat aux 
Nations Unies (avis consultatif du 3 mars ¡950) CIJ Recueil 1950, p. 72. 
120. Interpretation des traites de paix conclus avec la Bulgarie, la Hongrie 
et la Roumanie, premiere phase, avis consultatif, C.I.J. Recueil 1950, p. 71; 
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íntimamente conectada con la concepción que la Corte tiene de su actividad 
como una contribución al funcionamiento de la Organización, cada respuesta a 
una cuestión "constituye una participación de la Corte, ella misma órgano de 
las Naciones Unidas, a la acción de la Organización" 1 2 1 . En este sentido, 
resulta significativo que la Corte nunca haya denegado una opinión consultiva 
aduciendo su poder discrecional 1 2 2 . 
2.3.2. La formulación de la cuestión planteada 
El otro límite de la competencia de la Corte es el determinado por la 
aplicación del principio non ultra petita, que, en realidad, es un aspecto del 
an te r io r 1 2 3 . La Corte, en el dispositivo de su decisión, sólo puede pronun-
ciarse sobre la cuestión tal y como le ha sido planteada por las Partes, o por 
el órgano o institución que solicita la opinión consultiva. 
3. La regulación de sus acciones concurrentes en la Carta 
En el apartado anterior, se han analizado algunos de los aspectos básicos 
de la regulación del Consejo y de la Corte, con la finalidad de estudiar, a 
continuación, cómo contempla la Carta la relación entre el desempeño de sus 
funciones respectivas. Se ha llamado la atención sobre la ausencia de una deli-
mitación material entre sus competencias respectivas, porque ambos órganos 
tienen una competencia general rationae materiae: el Consejo de Seguridad 
puede ocuparse prácticamente de cualquier asunto que considere susceptible de 
Jugements du Tribunal administran/ de l 'OIT sur requites contre l 'Unesco, 
(avis consultatif du 23 octobre 1956) CU Recueil 1956, p. 86. 
121. CU Recueil 1950, p. 71. Por esta razón, pese al tenor potestativo del 
artículo 65 de su Estatuto, la Corte ha concluido que, como regla general, sólo 
cabe negarse a emitir una opinión consultiva por razones graves (Cfr. p. ej. 
Jugements du Tribunal administran/ de l 'OIT sur requites contre l'Unesco, 
(avis consultan/ du 23 octobre 1956) CU Recueil 1956, p. 86.) 
122. Licéité de la menace ou de l'emploi d'armes nucléaires, avis consul-
tan/8 juillet 1996, CU. Recueil 1996, par. 14. 
123. En este sentido, S. ROSENNE: The Law and Practice cit., vol I, p. 326-
327, FITZMAURICE: "The Law and Procedure of the International Court of Justice, 
1952-4. Questions of Jusrisdiction, Competence and Procedure", B.Y.I.L., 1958, 
pp. 98 y ss. 
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comprometer el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. Al am-
plio margen de discrecionalidad de que disfruta se une la posibilidad del 
Consejo de actuar de oficio, a instancia de otro órgano o de un Estado. En el 
caso de la Corte su competencia material sólo se ve limitada, en la práctica, 
por el carácter consensual de la jurisdicción del Tribunal. 
3.1. La inexistencia de una relación jerárquica entre el Consejo de 
Seguridad y la Corte 
Tanto el Consejo de Seguridad como la Corte son órganos principales 
de la Organización: se ha señalado que sus relaciones mutuas, en tal posición 
estatutaria, deberían estar presididas por un principio de cooperación con la 
finalidad de alcanzar los propósitos de la Organización, especialmente el man-
tenimiento de la paz y seguridad internacionales. Según este enfoque, los 
órganos principales en el cumplimiento de sus funciones propias deben coope-
rar en la consecución de los fines de la Organización, y para ello potenciar la 
eficacia de las decisiones de los demás órganos, evitando actuaciones que las 
pudieran privar de sentido. En este sentido, ha afirmado Bedjaoui: 
"II est ... claire que toute situation créée par l'un ou l'autre organe qui 
reviendrait méme indirectement á altérer la structure ou le fonctionnement 
de reorganisation tels que fixes dans la Charte, et en particulier á modifier 
la repartition des taches entre les organes et la definition precise du role de 
chacun, serait contraire á la Charte." 1 2 4 
Son conclusiones que extrae la doctrina a partir de la común condición 
de la Corte y del Conse jo 1 2 5 , sin embargo, hay que analizar si las dispo-
siciones de la Carta y la propia práctica de la organización confirman tal 
afirmación. La Carta no crea una relación de jerarquía entre el Consejo de 
Seguridad y la Corte, cada uno sería respecto al otro par inter pares ejer-
ciendo sus funciones con autonomía 1 2 6 . 
1 2 4 . M . BEDJAOUI: Nouvel ordre mondial..., cit., p. 88. 
1 2 5 . En este sentido, S. ROSENNE: The Law and Practice..., cit., vol. I., 
pp. 69 -70 . 
1 2 6 . S. ROSENNE: The Law and Practice cit., vol. I., pp. 7 0 - 7 1 . Según 
Rosenne, respetar el carácter autónomo del otro órgano significa que, en caso de 
tener que tomar en consideración una decisión del mismo, no se puede alterar el 
significado que su autor le ha atribuido. 
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La Carta tampoco atribuye a ningún órgano una competencia general 
para interpretar los poderes de los demás órganos. En principio, corresponde a 
cada órgano interpretar aquellas disposiciones de la Carta que regulan su 
competencia. En el caso de la Corte así lo establece expresamente el artículo 
36.6 de su Estatuto: 
"En caso de disputa en cuanto a si la Corte tiene o no jurisdicción, la 
Corte decidirá." 
La Carta no contiene disposiciones similares para los órganos políticos, 
pero durante la Conferencia de San Francisco, el Comité IV/2 rechazó una 
enmienda belga que proponía remitir a la Corte Internacional de Justicia todo 
desacuerdo sobre la interpretación de las disposiciones de la Carta, para que la 
Corte procediera a una interpretación vinculante de dichas disposiciones, y 
señaló, en cambio: 
"In the course of the operations from day to day of the various organs 
of the Organization, it is inevitable that each organ will interpret such 
parts of the Charter as are applicable to its particular functions. This 
process is inherent in the functioning of any body which operates under an 
instrument defining its functions and powers. It will be manifest in the 
functioning of such a body as the General Assembly, the Security Council, 
or the International Court of Justice. Accordingly, it is not necessary to 
include in the Charter a provision either authorizing or approving the 
normal operation of this principle" 1 2 7 . 
Tal solución posibilita que órganos diferentes sustenten interpretaciones 
diversas de una misma disposición y así lo reconoció expresamente el 
Comité, pero consideró que la naturaleza de la Organización y de sus acti-
vidades no permitían atribuir la competencia para interpretar la Carta con 
fuerza obligatoria a la C o r t e 1 2 8 . Se provoca así un fenómeno que Bedjaoui 
califica como "dispersión del poder de interpretación de la Ca r t a " 1 2 9 . Lógi-
camente, el hecho de que cada órgano tenga la competencia para interpretar su 
propio ámbito de competencias, de acuerdo con la Carta, no impide que 
puedan solicitar una opinión consultiva a la Corte sobre ese aspecto de la 
127. Doc. 933, IV/2/42(2), 13 UNCIÓ, p. 709. 
128. Doc. 933, IV/2/42(2), 13 UNCIÓ, pp. 709-710. 
129. Nouvel ordre mondiale..., cit., p. 21. 
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Carta, como han hecho efectivamente en varias ocasiones. Bedjaoui sintetiza 
el sistema de la Carta articulándolo en torno a cuatro principios: el de espe-
cialidad, según el cual cada órgano ha recibido una misión particular para la 
que ha sido dotado de las competencias expresas e implícitas necesarias; el 
principio de no subordinación; el principio de la competencia de la compe-
tencia y el principio de coordinación, con los significados ya v i s tos 1 3 0 . 
Una de las consecuencias que la doctrina deduce de la ausencia de jerar-
quía entre las funciones de ambos órganos es que, en principio, el poder de 
acción y de decisión de cada uno no se encuentra limitado por el hecho de que 
la misma controversia esté siendo objeto de consideración por el o t r o 1 3 1 . Es 
necesario comprobar que las disposiciones de la Carta no dan cabida a los 
diferentes principios que pueden impedir la dualidad de procedimientos ante 
la Corte y el Conse jo 1 3 2 . 
3.2. La posibilidad de procedimientos paralelos ante ambos órganos 
3.2.1. La inaplicabilidad de la doctrina electa una via 
El principio de solución pacífica de controversias deja libertad de elec-
ción a los Estados en cuanto al medio a utilizar. No obstante, los Estados 
pueden asumir libremente el compromiso de resolver determinadas contro-
versias con otros Estados utilizando un medio determinado. El problema que 
se plantea es si el principio electa una via non datur recursus ad alteram se 
aplica también en el marco de la Organización de las Naciones Unidas. 
Atendiendo a la naturaleza de la Organización, a sus fines y principios, y 
a la práct ica 1 3 3 , se puede afirmar que los acuerdos concluidos entre Estados 
130. ídem..., cit., p. 23. 
131. S. ROSENNE: The Law and Practice..., cit., pp. 68-74. 
132. Sobre este particular, cfr. los detallados estudios de D. C I O B A N U : 
Preliminary Objections Related to the United Nations Political Organs, 
Martinus Nijhoff, La Haya, 1975 y "Litispendence Between the International 
Court of Justice and the Political Organs of the United Nations" en The Future of 
the International Court of Justice, L. Gross (ed.), pp. 209-275; T. H. J. E L S E N : 
Litispendance Between the International Court of Justice and the Security 
Council, T.M.C. Asser Instituut, The Hague, 1986. 
133. En numerosos casos, la Corte ha tenido la ocasión de afirmar que la 
existencia de negociaciones diplomáticas entre las Partes no la impedía conocer y 
resolver la controversia sometida por las Partes, p. ej. en el asunto de la plataforma 
continental del Mar Egeo, C.I.J. Recueil 1978, p. 12, par. 29; en el de las 
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para recurrir a determinados medios de solución de controversias vinculan a 
los Estados Partes, pero no a los órganos políticos de la ONU. Corresponde a 
los órganos políticos decidir en cada caso si una controversia concreta recae en 
el ámbito de su competencia, y si se invocara ante el mismo la doctrina electa 
una via el órgano político no tendría obligación de aplicarla; si decidiera 
hacerlo, remitiendo a las Partes al procedimiento seleccionado en el acuerdo, 
no lo haría en cumplimiento de una obligación jurídica, sino por razones de 
oportunidad pol í t ica 1 3 4 . 
3.2.2. La inexistencia de un principio de litispendencia entre la Corte 
y el Consejo de Seguridad 
En Derecho interno se utiliza el término "litispendencia" para designar 
la situación en que una misma controversia - con identidad de objeto y de 
partes - se halla sometida a dos órganos jurisdiccionales cuyas competencias 
son de la misma naturaleza. En el caso de la ONU, normalmente por 
situación de litispendencia se entiende aquella en la que concurren las 
competencias de varios órganos de la Organización. La cuestión a dilucidar es 
si la Carta permite el desarrollo de procedimientos simultáneos ante el 
Consejo y la Corte, susceptibles de desembocar en decisiones contradictorias 
o, por el contrario, es posible deducir de las disposiciones de la Carta un 
principio de litispendencia. La doctrina de la litispendencia, según se deriva 
de la práctica internacional y como señala una gran mayoría de autores, reviste 
en Derecho Internacional público características muy diferentes a las que posee 
en Derecho interno. A propósito de la litispendencia entre órganos 
jurisdiccionales internacionales y el Consejo de Seguridad, el profesor 
Guggenheim señala: 
"il ne saurait du reste étre question d'une litispendance au sens 
technique du mot, puisque, dans la procedure arbítrale ou judiciaire, la 
requéte a une autre contenu que la recommandation du Conseil" 1 3 5 . 
actividades militares y paramilitares en y contra Nicaragua, C.I.J. Recueil 1984, 
p. 440. par. 106. 
134. En este sentido, D. CIOBANU: Preliminary Objections pp. 92-97. 
135. Traite de Droit international public, 1954, pp. 194-195. Son tres los 
elementos que señala el derecho interno para que exista una situación de 
litispendencia: identidad de la cuestión; identidad de las partes y que se trate de 
órganos cuyas competencias sean de naturaleza similar. 
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La doctrina de la litispendencia no es, en cuanto tal, un principio general 
integrante de la Carta de la Organización. Sólo cabe hablar de una "litispen-
dencia" específica, establecida en disposiciones de la Carta aplicables a su-
puestos determinados: se trata básicamente, de los artículos 12.1 y 36 de la 
Carta. El primero regula la que algunos califican como "litispendencia polí-
tica", entre el Consejo de Seguridad y la Asamblea General: 
"12.1. Mientras el Consejo de Seguridad esté desempeñando las 
funciones que le asigna esta Carta con respecto a una controversia o 
situación, la Asamblea General no hará recomendación alguna sobre tal 
controversia o situación, a no ser que lo solicite el Consejo de Seguridad". 
El artículo 36 de la Carta establece lo que la doctrina ha denominado 
litispendencia "especial" entre el Consejo de seguridad y la Corte interna-
cional de jus t ic ia 1 3 6 : 
"2. El Consejo de Seguridad deberá tomar en consideración todo 
procedimiento que las partes hayan adoptado para el arreglo de la 
controversia. 
3. Al hacer recomendaciones de acuerdo con este artículo, el Consejo 
de Seguridad deberá tomar también en consideración que las controversias 
de orden jurídico, por regla general, deben ser sometidas por las partes a la 
Corte Internacional de Justicia, de conformidad con las disposiciones del 
Estatuto de la Corte". 
Pese a su tenor literal, aparentemente imperativo, la única obligación 
que se deriva para el Consejo de seguridad del artículo citado es la de tomar 
en consideración los procedimientos de arreglo que ya hubieran sido 
adoptados por las Partes: el Consejo conserva plena competencia para conocer 
la cuestión y, si lo estima oportuno, adoptar una resolución 1 3 7 . Los trabajos 
136. S. ROSENNE: The Law and Practice cit., p. 86. 
137. En este sentido, B. STERN: La Charte cit., comentario al artículo 36, 
p. 623. Sobre este particular, la solución de la Carta y de la práctica de la ONU es 
diferente a la derivada del Pacto de la Sociedad de Naciones. El Pacto no consa-
graba de manera expresa un principio de litispendencia entre órganos juris-
dicionales y el Consejo, pero sí podía desprenderse tal principio de la interpre-
tación conjunta de varios artículos del Pacto (12.1, 13.1, 15.1). Esa fue la inter-
pretación del Comité de Juristas (p. ej en su informe sobre el asunto Salamis, 
League of Nations, Official Journal (1928), p. 179) y de un amplio sector de la 
doctrina. El profesor Delbez explica la diferencia entre ambos sistemas como sigue: 
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preparatorios de la Conferencia de San Francisco muestran una clara intención 
de que la competencia del Consejo de Seguridad sobre una controversia 
determinada no pudiera quedar excluida por el hecho de que las Partes 
estuvieran utilizando otros medios de solución pacífica de controversias, entre 
ellos el recurso a la Corte Internacional de Justicia. En particular, la idea que 
parece haber presidido la confección del artículo es la de no imponer 
restricción a la acción del Consejo en el caso de controversias susceptibles de 
amenazar el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales 1 3 8 . La 
práctica de la Organización así lo confirma 1 3 9 . 
Se ha afirmado, por otro lado, que la doctrina de la litispendencia sería 
un principio general del Derecho y en este sentido, sería aplicable por la Corte 
conforme al artículo 38.1.c), por esta vía, la doctrina de la litispendencia 
pasaría a formar parte del Derecho de la ONU de modo que también vincularía 
a los órganos pol í t icos 1 4 0 . Tal postura parte de la premisa de que la doctrina 
"La Charte ne pretend pas á l'exclusivité des procedures de réglement pacifique 
qu'elle institue et elle se contente d'inviter les parties á user, entre autres moyens, 
le réglement judiciaire. Mais lorsque un réglement judiciaire est en cours, fut-ce 
devant la CIJ, le Conseil de sécurité, peut á tout moment évoquer l'affaire, dessaisir 
la Cour et recommander aux parties "tels termes de réglement qu'il juge appro-
priés". Son pouvoir discrétionnaire á cet égard est entier. Si on songe que le Con-
seil de sécurité est un organe politique et que sa recommandation sera nécessaire-
ment fondee sur des considerations politiques, on mesurera á quel point la Charte 
a donné le pas, dans le réglement pacifique des conflits, au facteur politique. La 
solution du Pacte était différente pour ne pas dire inverse, en vertu de Particle 15, 
le Conseil ne se trouvait investí de la competence médiatrice que si le litige 
n'était pas soumise par ailleurs á un arbitre ou á un juge. Son interventions se 
trouvait done subordonnée á la condition de non litispendance ... La Charte a pris 
le contrepied de cet attitude", Les principes généraux du contentieux 
international, L.G.D.J., Paris, 1962, pp. 43-44. 
138. Cfr. Doc. 530, III/2/30, 12 UNCIÓ, pp. 73-74. Para una síntesis de la 
historia legislativa del art. 36.2 de la Carta, D. C I O B A N U : "Litispendence ...", cit., 
pp. 221-222. 
139. Resulta significativo, en este sentido, que los miembros del Consejo que 
parecen invocar esta doctrina a propósito de asuntos concretos, no lo hacen 
expresamente y utilizan fórmulas flexibles para apoyar la interrupción de la acción 
política sobre una controversia pendiente ante la Corte Internacional de Justicia. 
Por ejemplo, en el asunto de la Anglo-Iranian Oil Co., el representante de la India 
en el Consejo de Seguridad se limitó a señalar que no "sería adecuado" que el 
Consejo se pronunciara sobre la cuestión, que estaba pendiente ante la Corte 
(U.N. SCOR, 561 meet., p. 17). 
140. Se trata de una postura defendida por el representante de la Unión Suda-
fricana, Louw, ante la 4 a comisión de la Asamblea General, a propósito de la consi-
deración de la cuestión del Sudoeste africano: "the substance of the contentious 
proceedings was sub iudice and should not be discussed by the Committe. 
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de la litispendencia, en los ordenamientos internos, es un principio general 
del Derecho y de que se aplica entre órganos políticos y jurisdiccionales, 
cuestiones ambas que distan mucho de ser pacíficamente admitidas en la 
doctrina y en la práctica. Más cuestionable aún resulta su aplicabilidad en el 
sistema de la O N U 1 4 1 . Rosenne, no acepta que la doctrina de la litispendencia 
sea un principio general del Derecho ni, por lo tanto, su aplicabilidad entre 
los órganos políticos de la ONU y la Corte; en su opinión, sería aconsejable 
que los órganos políticos no incluyeran en su programa controversias respecto 
a las cuales han recomendado el recurso a una solución judicial y que los 
Estados que han sometido una controversia ante la Corte se abstuvieran, en 
consecuencia, de recurrir también a un órgano político mientras la cuestión 
está pendiente de solución jud ic i a l 1 4 2 . En la misma línea de razonamiento, 
Gross señala que en el caso de procedimientos simultáneos ante la Corte y 
ante otro órgano político hay que confiar la solución del problema a la 
contención y tacto de los órganos pol í t icos 1 4 3 . Se trata, sin embargo, de un 
mero desideratum: la doctrina de la litispendencia no vincula a los órganos 
políticos de la Organización, en general, ni al Consejo de Seguridad en 
particular, ni como principio general del derecho ni en virtud del art. 36.2. Si 
en algún caso un órgano político actúa conforme a dicha doctrina lo hará por 
razones de oportunidad política o de cortesía internacional 1 4 4 . 
El Consejo de Seguridad, siendo un órgano político, puede discrecio-
nalmente decidir no ejercer sus competencias a propósito de un asunto que 
está pendiente ante la Corte, aunque como ya se ha señalado no esté obligado 
a ello en virtud de ninguna disposición de la Carta. La Corte, sin embargo, 
carece de esa discrecionalidad, establecida válidamente su competencia sobre 
un asunto determinado, no puede negarse a ejercitarla aduciendo que ese caso 
ha sido o está siendo objeto de consideración por el Consejo de Seguridad: 
According to the sub iudice rule, a court should not be hindered, in any way, in 
the impartial exercise of its functions while a case was pending" (Cfr. 15/1 
U.N. G.AOR, 4" com., p. 296-297). La objeción fue rechazada por una amplia 
mayoría.. 
141. Cfr. ClOBANU: Preliminary Objections cit. pp. 128-130.. 
142. S. ROSENNE: The Law and Practice cit. p. 86. 
143. L. GROSS: "The International Court of Justice and the United Nations", 
120 R.C.A.D.I., 1967, p. 328. 
144. En este sentido, a propósito de la Sociedad de Naciones, T É N É K I D E S : 
"L'exception de litispendance devant les organismes internationaux", R.G.D.I.P., 
1929, p. 526; respecto a la CIJ y al Consejo, A. PELLET: "La glaive et la balance 
...", cit., p. 546. 
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ninguna disposición en la Carta ni en su Estatuto le imponen una limitación 
similar a la que se deriva del artículo 12 para la Asamblea Genera l 1 4 5 . 
La propia Corte explica la ausencia de litispendencia en estos términos: 
"Le Conseil a des attributions politiques; la Cour exerce des fonctions 
purement judiciaires. Les deux organes peuvent done s'acquitter de leurs 
fonctions distinctes mais complementaires á propos des mémes 
événements" 1 4 6. 
Por otro lado, hay que subrayar que ninguno de los dos órganos está 
facultado para interrumpir el procedimiento del otro órgano, retirando la 
controversia de su competencia. Esta era la tesis defendida por el juez Álvarez 
en su opinión disidente en el asunto de la Anglo-Iranian Oil Co. donde 
afirmaba: 
"Si une affaire soumisse á la Cour vient menacer la paix du monde, le 
Conseil de sécurité peut s'en saisir et mettre fin á la competence de la Cour. 
La competence du Conseil resulte de la nature de ['Organisation 
internationale créée par la Charte et des attributions du Conseil" 1 4 7 . 
Como ya ha quedado apuntado, ninguna disposición de la Carta ni del 
Estatuto de la Corte pueden servir de respaldo a tal postura. 
3.2.3. La doctrina de la res iudicata 
Uno de los principios generales de Derecho internacional, en el sentido 
del art. 38.1.c) es la doctrina de la res iudicata, según la cual las decisiones 
judiciales son obligatorias y definitivas. En principio, por lo tanto, la 
145. S. ROSENNE: The Law and Practice cit., p. 72. 
146. CU. Recueil 1984, p. 435, par. 95 in fine. Para explicar la ausencia de 
litispendencia entre la CIJ y el Consejo, la Corte reiteró el argumento que ya había 
aducido en el asunto de los rehenes, relativo a la ausencia de una disposición 
aplicable a la Corte similar al art. 12 de la Carta (CU. Recueil 1980, p. 22, 
par.40). 
147. CU. Recueil 1951, p. 134. Es también la postura que sustenta el pro-
fesor Delbez en Les principes généraux du contentieux international, pp. 43-44, 
cit. supra. 
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doctrina no sería aplicable ni a las opiniones consultivas de la C o r t e 1 4 8 ni a 
las decisiones de los órganos pol í t icos 1 4 9 . 
La cuestión de si la doctrina de la res iudicata se aplica entre los órga-
nos políticos y los órganos jurisdiccionales fue objeto de abundante debate 
doctrinal durante el periodo de la Sociedad de Naciones. La postura más 
adecuada a las disposiciones del Pacto y a la práctica de la Sociedad se 
resume en las siguientes palabras de Castberg: 
"le fait qu'un litige est reglé, pour ce qui concerne son cóté juridique, 
par un tribunal qui a competence obligatoire dans les différends d'ordre 
juridique, n'empéche pas que le litige puisse, en ce qui concerne son cóté 
non juridique, étre soulevé de nouveau par l'un des parties." 1 5 0 
En cuanto a la Carta, el artículo 36.1 señala: 
"El Consejo de Seguridad podrá, en cualquier estado en que se 
encuentre una controversia de la naturaleza de que trata el artículo 33 o de 
una situación de índole semejante, recomendar los procedimientos o 
métodos de ajuste que sean apropiados." 
148. En este sentido, la opinión individual del juez Bustamante en la opi-
nión consultiva concerniente al asunto del Camerún septentrional lo expresa con 
particular claridad: "il ressort ici une deuxiéme difference capitale entre l'avis 
consultatif et l'arret judiciaire, á savoir que le premier n'est nullement obligatoire 
pour les intéressés, l'opinion exprimé n'étant revétue que d'une autorité morale, 
tandis que le seconde oblige juridiquement les parties avec la force de la chose 
jugée." (CU Recueil 1963, p. 171). 
149. Cfr. la opinión disidente del juez Gros en el asunto de las consecuencias 
jurídicas para los Estados derivadas de la presencia de Sudáfrica en Namibia 
(Africa del Sudoeste), no obstante la resolución 276 (1970) del Consejo de 
Seguridad (C.I.J. Recueil 1971, pp. 22-23). El juez Gros criticó la decisión 
mayoritaria interpretando que la Corte se había considerado vinculada por la 
calificación del conflicto entre Sudáfrica y gran parte de los Estados miembros de 
la ONU como una situación: "En droit, la qualification "situation" par le Conseil 
de sécurité est sans effet pour la Cour. Sans contester que l'affaire de la Namibie 
soit et demeure pour le Conseil une situation, la Cour devait rechercher, pour 
decider de sa propre competence si, en dehors de ce qu'en a pensé le Conseil de 
sécurité, la demande d'avis du 29 juillet 1970 porte sur une question juridique 
actuellement pendante entre Etats ou non, au sens du Réglement de la Cour." 
(CU. Recueil 1971, p. 328). Desde esta postura, la Corte, cuando ejerce sus 
competencias a propósito de una controversia, no estaría vinculada por la 
calificación que de la misma haya podido hacer el Consejo de Seguridad. 
150. "La competence des tribunaux internationaux", Revue de droit Interna-
tional et de Legislation Comparée, 1925, p. 166. 
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Según el tenor literal del artículo, por lo tanto, nada impide que 
cualquiera de las partes en una controversia que ya ha sido objeto de una 
decisión de la Corte, plantee después esa controversia ante el Consejo de 
Seguridad. Como ya se ha señalado, los órganos políticos - e l Consejo de 
Seguridad, en el presente caso- actúan por razones de oportunidad y son estas 
razones las que les llevarán a aplicar o a no aplicar la doctrina de la res 
iudicata en cada caso concreto: la doctrina como tal carece de fuerza 
vinculante para el Consejo de Seguridad, que, por lo tanto podría adoptar 
medidas diferentes de las decididas por la C o r t e 1 5 1 . Hay que tener presente 
que las opiniones consultivas no son vinculantes y que las sentencias de la 
Corte vinculan sólo a las Partes en el litigio; en cuanto a las medidas 
provisionales, dista de haber un acuerdo sobre su valor jurídico pero, en 
cualquier caso, no vincularían al Consejo de Seguridad sino a las Partes. Por 
otro lado, el Consejo, a diferencia de la Corte, no debe fundamentar sus 
decisiones jurídicamente, y si las decisiones de la Corte siempre deben ser 
declaración y aplicación del Derecho vigente, cuando el Consejo actúa en el 
ámbito del mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, haciendo uso 
de los poderes que le confiere el Capítulo VII, puede adoptar medidas en 
contradicción con el derecho vigente entre las Par tes 1 5 2 . 
Un particular interés revisten, a los efectos del tema que es objeto de 
análisis, las facultades que el artículo 94.2 confiere al Consejo de Seguridad 
para garantizar la ejecución de las sentencias de la Corte. El art. 94.2 dispone: 
"Si una de las partes en un litigio dejare de cumplir las obligaciones 
que le imponga un fallo de la Corte, la otra parte podrá recurrir al Consejo 
de Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesario, hacer recomendaciones o 
dictar medidas con el objeto de que se lleve a efecto la ejecución del fallo". 
El establecimiento de un mecanismo dirigido a garantizar la ejecución 
del fallo es una de las consecuencias de la integración de la Corte en la Orga-
nización. No obstante, el artículo está formulado en términos facultativos, por 
lo que la intervención efectiva del Consejo no está garantizada. 
151. D. CIOBANU: Preliminary Objections cit., pp. 143-146. 
152 . A. PELLET: "Peut-on et doit-on contróler cit., pp. 302. 
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Los casos de incumplimiento de una sentencia de la Corte son muy 
escasos y, en esos supuestos, no es frecuente que las Partes afectadas acudan al 
Consejo invocando explícitamente al art. 9 4 . 2 1 5 3 . 
El incumplimiento de medidas provisionales es, sin embargo, más 
frecuente, pero el tenor literal del art. 94.2 no parece extensible a las órdenes 
acordando medidas provisionales ya que contempla únicamente los "fallos" 
de la Cor t e 1 5 4 . 
El carácter impreciso del artículo, y la ausencia de aplicación práctica 
del mismo no deja de suscitar controversias en cuanto a su significado. En 
este sentido, se suele dar por supuesto que las recomendaciones o medidas del 
Consejo, no deben ir en contra del carácter obligatorio y definitivo de la 
1 5 3 . Se puede afirmar que, en la actualidad no subsiste ninguna sentencia de 
la Corte incumplida. El ejemplo clásico, y más prolongado, lo constituía la nega-
tiva de Albania a efectuar el pago de daños e intereses acordados a Gran Bretaña 
en la sentencia del asunto del estrecho de Corfú. La sentencia en cuestión fue 
debidamente cumplida conforme a los términos de un acuerdo concluido entre las 
Partes en abril de 1992 (CU. Annuaire 1991-1992, p. 2 3 3 ) . Otras sentencias 
incumplidas, han sido las relativas a la competencia en materia de pesquerías, en 
este caso hay que señalar que las sentencias de la Corte quedaron rápidamente 
desfasadas como consecuencia de la evolución del Derecho internacional en esa 
materia. En cuanto a la sentencia sobre las actividades militares y paramilitares en 
y contra Nicaragua, este país desistió de la demanda interpuesta contra Estados 
Unidos para la ejecución del fallo (cfr. orden de la CIJ de 2 6 de septiembre de 
1 9 9 1 ) . 
154 . A. PILLEPICH: La Charte cit, comentario al artículo 94 , p. 1275 . La 
práctica parece confirmar esta interpretación, ya que el incumplimiento de las 
medidas provisionales por una de las Partes, en controversias que también estaban 
siendo o habían sido objeto de consideración por el Consejo, no ha ido seguido 
del recurso al Consejo de Seguridad con base en el art. 94 .2 Por ejemplo, la 
instancia introducida por Pakistán contra la India, finalizó sin que la CIJ tuviera 
que pronunciarse sobre el fondo ante el desistimiento del gobierno paquistaní 
(Procés de prisonniers de guerre pakistanais, ordonnance du 15 décembre 
1973, CU. Recueil 1973, p. 347) ; los dos asuntos relativos a la competencia en 
materia de pesquerías, en el que hay dos órdenes de la Corte indicando medidas 
provisionales en asuntos paralelos que enfrentaban a Gran Bretaña y R.F.A. con 
Islandia, que fueron incumplidas por ésta (cfr. Competence en matiére de 
pécheries (Royaume-Unie c. Islande), mesures conservatoires, ordonnance du 
17 aoüt 1972, C.I.J. Recueil 1972, p. 12; ídem (République Fedérale 
d'Allemagne 
c. Islande), p. 3 0 ; en los asuntos de los ensayos nucleares, tampoco Nueva 
Zelanda ni Australia recurrieron al Consejo de Seguridad invocando el 
incumplimiento de las medidas provisionales declaradas por la CI.J. ( Essais 
nucéaires (Australie c. France, mesures conservatoires, ordonnance du 22 juin 
1973, CU Recueil 1973, p. 99 ; Ídem (Nouvelle-Zélande c. France), p. 135). 
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sentencia 1 5 5 . En la misma línea de razonamiento, Condorelli considera que el 
artículo 94.2 confiere un amplio margen de discreción al Consejo para inter-
venir o no, pero si lo hace su intervención no puede tener por objeto hacer 
imposible o ilegal la ejecución de la sentencia 1 5 6 . 
3 .2 .1 . La inexistencia en la Carta de un mecanismo de control 
judicial de la actividad del Consejo 
El cumplimiento, por parte de los órganos políticos, de las dispo-
siciones de la Carta que establecen sus competencias es una condición 
esencial para el buen funcionamiento de la Organización. Siendo cada órgano 
el intérprete de su propia competencia no siempre se garantiza el respeto de la 
Carta. Por esta razón la doctrina ha planteado con frecuencia, desde el mo-
mento de la creación de la ONU, la necesidad de establecer un control judicial 
de la legalidad de los actos de los órganos de la Organización: en este sentido 
se pronuncia por ejemplo, Bindschedler que señala, respecto a las organiza-
ciones internacionales en general: 
"1'institution d'un controle est en principe desirable chaqué fois que 
['organisation est habilitée á prendre des decisions majoritaires affectant 
les droits et les obbligations des Éta ts" 1 5 7 . 
El Instituto de Derecho Internacional ha dedicado varias sesiones a la 
cuestión del posible control judicial de las decisiones de órganos interna-
cionales. Junto a la postura mayoritaria, favorable a la instauración de un 
control judicial, algunos autores manifestaron sus reservas sobre la incidencia 
que tal mecanismo podría tener desde el punto de vista del desarrollo normal 
y eficaz de las actividades de la organización 1 5 8 . La Resolución finalmente 
1 5 5 . PILLEPICH: La Charte..., cit., com. al artículo 94 , p. 1276. En la actualidad 
parece definitivamente superada la interpretación de Kelsen, según la cual el 
artículo 94.2 confiere al Consejo el poder de sustituir la decisiones de la Corte por 
sus propias recomendaciones de modo que la Corte quedaría bajo el control 
político del Consejo, cfr. "Settlement of Disputes by the Security Council", 
International Law Quarterly, 1948, pp. 2 1 1 - 2 1 2 . 
156 . L. CONDORELLI: "La Corte Internazionale di Giustizia cit., p. 9 1 1 . 
157 . B I N D S C H E D L E R : "Le réglement des différends relatifs au statut d'un 
organisme international", 124 R.C.A.D.I., 1968, p. 540 . 
158. En particular, las observaciones de E. Hambro, que señala el desinterés 
de los Estados respecto de tal posibilidad y el riesgo de que la intervención de la 
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adoptada en la sesión de Amsterdam se limita a señalar una serie de 
principios básicos y muy g e n é r i c o s 1 5 9 , frente a propuestas previas 
consideradas por la mayoría de los miembros como inadecuadas para la 
situación actual de desarrollo del Derecho internacional. Hay que destacar que 
incluso en el proyecto revisado de Resolución, más ambicioso y detallado 
que la resolución finalmente adoptada, el Relator había excluido expresamente 
de la posibilidad de control judicial las decisiones de los "grandes órganos 
políticos internacionales, tales como el Consejo de Seguridad" 1 6 0 . 
Para establecer un mecanismo de control judicial efectivo dentro del sis-
tema de Naciones Unidas, a llevar a cabo por la Corte, era necesaria la volun-
tad política de los Estados miembros. El Comité IV/2 de la Conferencia de 
San Francisco consideró que, en el momento de elaborar la Carta, la natu-
raleza de la Organización y de sus competencias no parecían invitar a incluir 
en la Carta una disposición para conferir a la Corte competencia para estable-
cer, con carácter vinculante, la correcta interpretación de la Carta: 
"Under unitary forms of national government the final determination of 
such a question may be vested in the highest court or in some other 
Corte Internacional de Justicia en un asunto con fuertes connotaciones políticas 
pudiera dañar el prestigio de la Corte y hacer peligrar su misma existencia. Cfr. el 
Proyecto de resolución y los comentarios presentados por el relator (y los comen-
tarios de los demás miembros del Instituto), W. WENGLER: "Recours judiciaire á 
instituer contre les decisions d'organes internationaux", 45 Annuaire de l 'Insti-
tuí de droit International, session d'Aix-en-Provence, 1954, t. I, pp. 265-309 
(observaciones de E. Hambro, pp. 209-301); W . WENGLER: "Recours judiciaire á 
instituer contre les decisions d'organes internationaux", 47, Annuaire de ¡'Ins-
tituí de droií Iníernaíional, session d'Amsterdam, 1957, t. I, pp. 5-33. 
159. Cfr. 47 Annuaire de l'Insíiíuí de droií Iníernaíional, session 
d'Amsterdam, 1957, t. II, pp. 274-327. 
160. Se adaptaba así al sentimiento unánime manifestado por los demás 
miembros de la 19a comisión , cfr. 45 Annuaire de l'Insíiíuí de droií Iníernaíional, 
session d'Aix-en-Provence, 1954, t. I, pp. 272, 276. El artículo 2 del Proyecto 
sometido a consideración establece: "Dans l'état actuel de l'organisation inter-
nationale, le controle judiciaire special ne devrait pas se rapporter aux decisions 
d'un organe international dont l'existence et le fonctionnement sont d'une 
importance spéciale pour le développement de l'ordre juridique internationale ou 
le maintien de l'ordre public dans la vie internationale, si l'institution d'un 
recours judiciaire contre les decisions de cet organe ou si la possibilité de conflits 
entre l'organe international et le tribunal contrólant devaient mettre en danger le 
prestige ou l'efficacité de l'organe ou du tribunal international. Dans ce cas, un 
tribunal international pourrait étre charge de l'examen des questions de droit 
soulevées par la decision proposée, avant que l'organe internationale prenne sa 
decision." (Ibidem, p. 266). 
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national authority. However, the nature of the Organization and of its 
operation would not seem to be such as to invite the inclusion in the 
Charter of any provision of this nature" 1 6 1 . 
Tal solución comportaba, y el Comité así lo señaló, la posibilidad de 
que varios órganos sustentaran interpretaciones divergentes de una misma 
disposición de la Carta. En ese supuesto, los órganos concernidos eran libres 
de acudir al procedimiento que juzgaran adecuado para resolver el problema, 
entre los cuales estaría la solicitud de una opinión consultiva por parte del 
Consejo o de la Asamblea General o, en el caso de Estados, la sumisión de la 
controversia sobre la interpretación de la Carta a la Corte. En cualquier caso, 
el Comité no juzgó conveniente enumerar en la Carta los diferentes medios 
pos ib les 1 6 2 . 
Transcurridos más de cincuenta años desde la adopción de tal solución, 
un importante sector de la doctrina afirma la necesidad de replantear la 
posibilidad de modificar la Carta para atribuir competencias de control a la 
Corte, teniendo en cuenta que la sociedad internacional ha experimentado 
cambios sustanciales que han repercutido, a su vez, en el funcionamiento de la 
Organización 1 6 3 . La situación puede haber cambiado de modo más o menos 
llamativo con la desaparición de la escisión Este-Oeste, pero cabe preguntarse 
si tales cambios han modificado sustancialmente el equilibrio de poder sobre 
el que descansa la O r g a n i z a c i ó n 1 6 4 . En este sentido, pese a que las 
circunstancias actuales son diferentes de las existentes en 1945 en muchos 
aspectos, la posibilidad de reformar la Carta para atribuir a la Corte facultades 
para controlar la acción del Consejo sigue pareciendo difícilmente realizable 
en la práctica. 
161. Doc. 933, IV/2/42(2), 13 UNCIÓ, p. 709. 
162. Doc. 933, IV/2/42(2), 13 UNCIÓ, p. 709-710 
163. M. BEDJAOUl: Nouvel ordre mondial..., cit., pp. 147-149. 
164. Según el propio Bedjaoui reconoce: "La construcción de la Carta 
descansa en la preeminencia dada a un directorio, el Consejo de Seguridad, es 
decir, en ultimo término a las cinco grandes potencias que poseen derecho de veto 
en él. No era posible confiar a Estados menos poderosos (incluso si son diez en el 
seno del Consejo al lado de los cinco grandes) la responsabilidad de mantener o 
restablecer la paz en el mundo." ( "La visión de las culturas no occidentales sobre 
la legitimidad del Derecho internacional contemporáneo", XI, Anuario de 
Derecho Internacional, 1995, pp. 23-62) . 
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II. LAS RELACIONES ENTRE PROCEDIMIENTOS SIMULTÁNEOS O 
SUCESIVOS DE AMBOS ÓRGANOS 
Como ya se ha señalado, no existe en el sistema de las Naciones Unidas 
un modelo de separación de poderes como el existente en los ordenamientos 
jurídicos internos. En este sentido se ha pronunciado la Corte en varias oca-
siones y ha afirmado que, en consecuencia, puede ejercer su propia función 
respecto de las controversias internacionales bajo su competencia, aunque 
tales controversias estén sometidas, simultáneamente, a otros medios de 
solución pacífica. A lo largo de sus años de existencia la Corte y el Consejo 
han ejercido sus funciones, en diversas ocasiones, de manera paralela y, al 
mismo tiempo, independiente. En un primer grupo de casos, estos 
procedimientos paralelos se desarrollaron de manera armónica, sin riesgo de 
que sus acciones pudieran entrar en conflicto. Otros asuntos han puesto de 
manifiesto la posibilidad de que las acciones de ambos órganos pudieran 
desembocar en decisiones contradictorias, especialmente cuando cada órgano 
ha actuado a instancias de partes dist intas 1 6 5 . En la actualidad se espera que la 
Corte dé un paso ad ic iona l 1 6 6 . Así parecen ponerlo de manifiesto varios 
asuntos sometidos a la Corte en los que se le pide que señale los límites 
jurídicos a la actividad de otros órganos, fundamentalmente del Consejo de 
Seguridad y que corrija un cierto desequilibrio entre los órganos principales, 
debido en parte a la inadecuación entre ciertos esquemas de la Carta y las 
realidades a c t u a l e s 1 6 7 . Estos asuntos suscitan numerosas cuestiones, por 
ejemplo la del posible control judicial de las resoluciones del Consejo, con 
las competencias de que la Corte dispone en la actualidad, o el efecto que 
determinadas calificaciones del Consejo pueden tener sobre la Corte. 
165. Cfr. A. P E L L E T : "Le glaive cit., pp. 543-545; J. S T A N C Z Y K : "The 
International Court of Justice on the Competence and Function of the Security 
Council (Related to Cases Brought Before It)", 15 Polish Yearbook of I.L. pp. 193-
216. 
166. W A T S O N : "Constitutionalism, Judicial Review and the World Court", 
34 Harvard I.L. Journal, 1993/1, pp. 44-45; B. GRAEFRATH: "Leave to the Court 
cit., pp.203-205; E. M C W H I N N E Y : Judge Manfred Lachs and judicial Law-
Making. Opinions on the International Court of Justice, 1967-1993, Martinus 
Nijhoff, Dordrecht, 1995, p. 82. 
167. En el asunto Lockerbie, varios jueces se refieren, en sus opiniones 
separadas, a la incidencia del fin de la guerra fría, y del equilibrio de fuerzas que 
instauraba, en la función y poderes del Consejo de seguridad y en la consiguiente 
necesidad de redefinir las relaciones entre Consejo y Corte. 
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1. Cooperación y complementariedad 
Dentro del primer grupo de asuntos, caracterizados por la cooperación 
funcional de Consejo y Corte, se pueden establecer, a su vez, diferentes cate-
gorías de situaciones que van desde la recomendación del Consejo de recurrir 
a la Corte, (posibilidad prevista en el artículo 36 de la Carta), hasta la dene-
gación de medidas provisionales por uno de los órganos atendiendo a la exis-
tencia de medidas de contenido similar y otras situaciones que se analizan a 
continuación. 
1.1. La recomendación del Consejo de Seguridad a las partes en una 
controversia para que la sometan ante la Corte Internacional de 
Justicia 
En el seno del Consejo de Seguridad se ha debatido en varias ocasiones 
la posibilidad de recomendar a las Partes en una controversia el recurso ante la 
C o r t e 1 6 8 . Por el momento, tales debates han desembocado en resoluciones 
recomendando expresamente a las Partes la sumisión de una cuestión a la 
Corte sólo en dos ocasiones. La primera fue la disputa entre Gran Bretaña y 
Albania referente a los incidentes del Canal de Corfú, y la Corte se pronunció 
sobre el fondo de la cuestión en su sentencia de 9 de abril de 1 9 4 9 1 6 9 . El 
segundo ejemplo fue la Resolución 395 del Consejo de Seguridad, de 25 de 
agosto de 1976, por la que se invitaba a los gobiernos de Grecia y Turquía a 
considerar la posibilidad de solucionar las diferencias pendientes entre ellos, 
incluida la concerniente a Chipre, mediante el recurso a medios judiciales, y 
en especial a la Corte. En este caso la invitación del Consejo no fue 
secundada. 
En el asunto del Estrecho de Corfú, el Consejo de Seguridad recomendó 
a ambos gobiernos, el 9 de abril, la sumisión de la controversia ante la CIJ, 
conforme a las disposiciones del Estatuto. El Reino Unido invocó esta 
recomendación del Consejo como base de la competencia de la Corte, en 
virtud del art. 36.1, interpretado a la luz del art. 25, e introdujo una demanda 
ante la Corte solicitando, entre otras cuestiones, la fijación de las reparaciones 
168. Cfr. SCOR, 2nd year, 189th meeting (20 August 1947), p. 2115; 3rd 
year, 363rd meeting (6 Oct. 1949), p. 19; 9th year, 679th meeting (10 Sept. 1954) 
par. 38-39( Citados en S. Bailey.The Procedure..., cit., pp. 284-285). 
169. Affaire du Detroit de Corfou, arret, C.I.J. Recueil 1949, p. 4. 
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e indemnizaciones debidas por Albania 1 7 0 . Albania, por el contrario, sostenía 
que el art. 25 se refiere únicamente a las decisiones del Consejo adoptadas en 
el marco del Cap. VII y no a las recomendaciones del Consejo en materia de 
solución pacífica de controversias, que carecían de valor vinculante y por tanto 
no podían servir de fundamento indirecto de la competencia de la Corte. La 
Corte se consideró competente para conocer la controversia, pero no por el 
motivo invocado por Gran Bretaña, sino por el reconocimiento expreso de 
Albania, que presentó a continuación una excepción de inadmisibilidad de la 
demanda británica. 
El caso reviste especial interés por la interpretación del artículo 36.1 
que, como señala la opinión individual colectiva, permite al Consejo de 
Seguridad recomendar a las partes la sumisión de una controversia ante la 
Corte, pero no introduce de manera subrepticia un nuevo supuesto de 
jurisdicción obligatoria 1 7 1 . Pero también porque la actitud del Consejo en el 
presente caso ya no volverá a repetirse, fuera del caso de Grecia y Turquía. En 
la deferencia de una controversia hacia la Corte se puede pretender ver un 
reconocimiento de sus dimensiones predominantemente jurídicas pero, 
indudablemente, la razón esencial de tal postura era la imposibilidad del 
Consejo para intervenir, como consecuencia del veto. 
170. Affaire du Detroit de Corfou, Exception préliminaire, 25 mars 1948, 
arret, C.I.J. Recueil 1948, p. 19. Antes de la sumisión de la controversia ante la 
CIJ, Gran Bretaña había propuesto al Consejo de Seguridad un proyecto de 
resolución que declarara que Albania había minado el Estrecho de Corfú sin 
notificarlo; el proyecto fue vetado por la Unión Soviética por lo que Gran Bretaña 
propuso que el Consejo de Seguridad recomendara a las Partes el recurso a la 
Corte. Esta segunda propuesta desembocó en la adopción de la Resolución 22 del 
Consejo, de 9 de abril de 1947. 
171. Affaire du Detroit de Corfou, Exception préliminaire, 25 mars 1948, 
arret,C.I.J. Recueil 1948, op. individuelle collective, Basdevant, Alvarez, 
Winiarski, Zoricic, De Visscher, Badawi, Krilov,p. 32. (En este sentido, cfr. "The 
Corfu Channel Case: The International Court of Justice Bids for Expanded 
Jurisdiction", The Yale Law Journal, vol. 58, 1948, pp. 187-194). 
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1.2. La inacción del Consejo ante la existencia de un procedimiento 
pendiente ante la Corte (comitas y discrecionalidad del Consejo 
de Seguridad) 
En el asunto de la Anglo-Iranian Oil Co. se plantean diversas cuestiones 
concernientes a las relaciones entre Consejo de Seguridad y Corte Interna-
cional de Justicia, tales como la posibilidad de recurrir al Consejo para 
obtener la ejecución de medidas provisionales decididas por la Corte o el 
efecto que una excepción preliminar a propósito de la competencia de la Corte 
puede tener, a su vez, sobre la competencia del Consejo para conocer el caso. 
Las medidas de nacionalización de la industria petrolífera adoptadas en 
Irán en 1951 motivaron el nacimiento de una controversia entre el gobierno de 
Irán y la Anglo-Iranian Oil Company Limited. Gran Bretaña, en ejercicio de 
su derecho de protección diplomática, sometió el litigio ante la Corte me-
diante demanda de 26 de mayo de 1951, dirigida contra el Gobierno imperial 
de Irán. Semanas más tarde el Gobierno de Gran Bretaña introdujo una nueva 
demanda solicitando a la Corte que indicara medidas provisionales. La Corte, 
efectivamente, indicó una serie de medidas dirigidas a ambas Partes, mediante 
orden de 5 de julio de 1951, explicitando que dichas medidas no prejuzgaban 
la competencia de la Corte para conocer el fondo del asunto 1 7 2 . Mientras Gran 
Bretaña interpretaba que estas medidas provisionales suponían un recono-
cimiento implícito de la legitimidad de su pretensión, el Gobierno de Irán 
afirmó que la Corte carecía de competencia para conocer el asunto y que, por 
consiguiente, tal orden sobre medidas provisionales era nula. El resto del 
personal de la Anglo-Iranian que aún permanecía en Irán fue expulsado, y fue 
entonces cuando Gran Bretaña planteó la controversia y el incumplimiento de 
la orden de la Corte, ante el Consejo de Seguridad calificándola como una 
"cuestión de extrema urgencia" 1 7 3 . Bailey sostiene que este recurso al Con-
172. Anglo-Iranian Oil Co., mesures conservatoires, ordonnance du 5 
juillet 1951, C.I.J. Recueil 1951, p. 89, 100. Según la jurisprudencia uniforme de 
la Corte, ésta puede adoptar medidas provisionales antes de pronunciarse sobre la 
competencia para conocer el fondo del asunto, basta con que exista una base de 
competencia validad prima facie. Desde este primer caso, la doctrina mayoritaria 
ha seguido la línea de razonamiento de la Corte (Cfr. M.O. Hudson para quien la 
Corte tiene competencia para adoptar medidas provisionales salvo casos de 
incompetencia manifiesta ("The Thirtieth Year of the World Court", 46 A.J.I.L., 
1952, p. 22) 
173. SCOR 6th year, Supp. Oct. -Dec. 1951, p. 1-5, S/2357, S/2358 y Revs. 
i y 2 
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sejo de Seguridad se funda, implícitamente, en el art. 94.2, es decir, que Gran 
Bretaña solicitaba una ejecución de las medidas provisionales de la C o r t e 1 7 4 . 
Como ya se ha señalado, tal interpretación no es compartida por una doctrina 
mayoritaria que, atendiendo al tenor literal del artículo 94.2 (que utiliza el 
término "fallo") considera que tal disposición sólo es aplicable a las 
sentencias. 
Persia rechazaba cualquier intervención del Consejo de Seguridad y de la 
Corte Internacional de Justicia, aduciendo que la nacionalización de la 
industria petrolera persa era una cuestión dependiente exclusivamente de la 
competencia interna de dicho país, postura plenamente respaldada por el repre-
sentante soviético en el Consejo. Conforme a la propuesta del representante de 
Francia, el Consejo de Seguridad decidió postponer los debates sobre la 
controversia entre Gran Bretaña y Persia hasta que la Corte Internacional de 
Justicia resolviera la cuestión de su competencia para conocer el c a s o 1 7 5 . 
La Corte, finalmente, consideró que ninguno de los títulos de compe-
tencia invocados por el Reino Unidos era válido y se declaró incompetente 
para conocer la controversia 1 7 6 . Ni el Consejo ni la Corte prestaron atención 
en este asunto a la eventual litispendencia entre sus procedimientos respec-
tivos, la cuestión había sido suscitada por Irán que invocaba, con carácter 
subsidiario, la litispendencia como un motivo de incompetencia de la Corte, 
solicitando : 
"Tres subsidiairement, 
Donner acte au Gouvernement de l'Iran de ce qu'il declare pour autant 
que de besoin faire usage de la faculté que lui reserve sa declaration, de 
demander la suspension de la procedure, le différend soumis á la Cour étant 
par ailleurs soumis au Conseil de sécurité et faisant l'objet de l'examen de 
celui-ci" 1 7 7 . 
174. S. BAILEY: The Procedure of the United Nations Security Council, cit., 
pp. 286-288. 
175. Teniendo en cuenta que la excepción basada en el artículo 2.7 de la 
Carta hacía referencia tanto a la competencia de la Corte como a la del Consejo, 
algunos miembros del Consejo se mostraban reticente a aceptar la competencia del 
Consejo antes de que la Corte se hubiera pronunicado sobre la cuestión, cfr. T. J. 
H. ELSEN: Litispendence p. 58. 
176. Anglo-Iranian Oil. Co., arret, C.I.J. Recueil 1952, p. 93 
177. C.I.J. Recueil 1952, p. 99. Las razones invocadas para poner fin a la 
litispendencia, son fundamentalmente de orden práctico: evitar que una misma 
cuestión sea debatida simultáneamente ante los dos órganos. Gran Bretaña rechazó 
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La actitud del Consejo en el presente caso se cita como un ejemplo de 
"cortesía" interorgánica dirigida a evitar que ambos órganos, dotados del po-
der de adoptar decisiones vinculantes, pudieran adoptar posturas incom-
p a t i b l e s 1 7 8 . En realidad, la postura del Consejo, más que una muestra de 
deferencia o cortesía interorgánica hay que atribuirla a su propia dificultad para 
resolver sobre su competencia frente a la excepción de foro domestico 
suscitada por Persia y a la previsible oposición de un veto por parte de la 
U R S S 1 7 9 . 
1.3. La denegación de medidas provisionales por la Corte ante la 
existencia de medidas adoptadas por el Consejo: ¿economía 
judicial injustificada? 
El asunto de la plataforma continental del Mar Egeo también se suele 
presentar como una manifestación de cooperación orgánica y de recíproca 
toma en consideración, por parte de ambos órganos, de sus actuaciones 
r e s p e c t i v a s 1 8 0 . El Consejo, en este caso, no recomendó directamente la 
sumisión de la controversia a la Corte pero, en su resolución 395, de 26 de 
agosto de 1976, invitó a las Partes a que tomaran en consideración la contri-
bución de los tribunales internacionales, y en particular de la Corte, a la 
solución de controversias de naturaleza jurídica. La Corte, por su parte, con-
sideró innecesario adoptar medidas provisionales que tuvieran por objeto 
impedir la agravación del conflicto atendiendo a que el Consejo ya había 
adoptado medidas de esa índole 1 8 1 . 
la aplicabilidad de la doctrina de la litispendencia argumentando que el objeto de 
la controversia sometida ante cada órgano no era el mismo. 
178. Cfr. A. PELLET: "Le glaive cit., p. 546; S. R O S E N N E : The Law and 
Practice cit., pp. 156-159. 
179. La URSS rechazaba una intervención del Consejo calificándola como un 
atentado contra la soberanía de Persia, China consideraba que la controversia no 
suponía una amenaza para la seguridad y la paz internacionales (Cfr. "The Anglo-
Persian Oil Dispute. Security Council to Await Decision on Jurisdiction", 
International Survey, oct. 1951, pp. 29-34, p. 33) 
180. C.I.J. Recueil 1976, p. 3..Cfr. B. Stern, La Charte cit., com. al artículo 
36, p. 625, L. G R O S S : "The Dispute Between Greece and Turkey concerning the 
Continental Shelf in the Aegean", 71 A.J.I.L, 1977, p. 31 ss. 
181. C.I.J. Recueil 1976, p. 12. 
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El 10 de agosto de 1976 Grecia introdujo ante la Corte Internacional de 
Justicia una demanda contra Turquía concerniente a la controversia sobre la 
delimitación de sus plataformas continentales respectivas. En la misma de-
manda introductiva de instancia Grecia solicitaba a la Corte que indicara una 
serie de medidas provis ionales 1 8 2 . Simultáneamente, Grecia se dirigió al 
Consejo de Seguridad solicitando una sesión urgente con el objeto de 
examinar la misma situación que había descrito en la demanda introductiva de 
instancia. El Consejo, tras examinar la cuestión en sus sesiones de 12, 13 y 
25 de agosto, adoptó por consenso la resolución 395 (1976), de 25 de agosto, 
instando a las Partes a reanudar las negociaciones, y a hacer todo lo posible 
para alcanzar una solución aceptable para ambas 1 8 3 . 
En este contexto, la Corte denegó la primera medida provisional soli-
citada por Grecia, aduciendo que las actividades de Turquía no eran suscep-
tibles de ocasionar un perjuicio irreparable a los derechos de G r e c i a 1 8 4 . En 
cuanto a la segunda medida solicitada, la Corte consideró innecesario analizar 
si estaba dotada de un poder inherente para indicar medidas provisionales 
tendentes a evitar una agravación de la controversia, al constatar que el Con-
sejo de Seguridad ya había adoptado medidas con tal fin, mediante la 
resolución 395 de 25 de agos to 1 8 5 . 
Un aspecto que debe ser subrayado es el diferente alcance de la compe-
tencia de uno y otro órgano para indicar y para denegar medidas 
provisionales. En el caso del Consejo de Seguridad, el artículo 40 le faculta 
para adoptar las medidas provisionales necesarias "a fin de evitar que la 
situación se agrave"; en el caso de la Corte, el artículo 41 de su Estatuto 
señala que podrá indicar medidas provisionales "para resguardar los derechos 
de cada una de las Partes". La Corte eludió el problema de si tal redacción 
tiene por efecto excluir su facultad para indicar medidas provisionales 
dirigidas a evitar que la situación se agrave. La cuestión, sin embargo, sí es 
analizada por el juez Jiménez de Aréchaga, quien destaca: 
"le pouvoir spécifíque dévolu á la Cour en vertu de l'art. 41 du Statut 
vise á proteger les droits qui font l'objet du procés; il ne consiste pas en 
un pouvoir de police en vue d'assurer le maintien de la paix internationale 
182. Plateau continental de la mer Egée, mesures conservatoires, 
ordonnance du 11 septembre 1976, C.I.J. Recueil 1976, pp. 3-5, par. 1-2. 
183. CU. Recueil 1976, p. 12, par. 37-38. 
184. CU. Recueil 1976, pp. 11-13. 
185. CU Recueil 1976, pp. 34-43. 
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ni en une competence genérale pour formuler des recommendations en 
matiére de réglement pacifique des différends."1 8 6 
Pero las diferencias entre el Consejo y la Corte a propósito de la adop-
ción de medidas provisionales también se presentan bajo otro aspecto, que es 
tratado por el juez Lachs. Este juez subraya que aunque la orden de la Corte 
es posterior a la resolución 395 Consejo de Seguridad no existe ningún impe-
dimento jurídico para que la Corte contribuya a la solución pacífica de una 
controversia cuando tal posibilidad se le presenta en cualquiera de las fases del 
procedimiento. Las declaraciones del Consejo no dispensaban a la Corte, en 
cuanto órgano judicial independiente, de expresar su propia opinión sobre la 
gravedad de la situación: 
"la Cour ... aurait pu apporter sa contribution utile encore qu'indirecte 
en aidant á frayer la voie au réglement amical d'un dangereux différend" 1 8 7. 
La idea subyacente en esta postura es que aunque un órgano político 
como el Consejo pueda, discrecionalmente, actuar o no a propósito de una 
controversia, la Corte no posee tal discrecionalidad, y en el caso de las me-
didas provisionales -cuya adopción por la Corte es, ciertamente, facultativa-
la Corte no debería dejar de contribuir a facilitar la solución de una 
controversia, aportando la interpretación y el enfoque jurídicos que le son 
p rop ios 1 8 8 . 
186. CU Recueil 1976, p. 14, par. 46. 
187. CU. Recueil 1976, op. ind. Lachs, pp. 19-20. Lachs desarrolla con 
amplitud su postura sobre la inexistencia en un principio de separación de pode-
res: la acción de los órganos principales de la ONU no es mutuamente excluyeme, 
al contrario, existe un interés común en resolver las controversias. En la sentencia 
sobre la competencia vuelve a insistir en la complementariedad, en el carácter no 
excluyeme de los diferentes medios de solución de controversias enunciados en el 
art. 33 (CU. Recueil 1976, pp. 19-20; CU. Recueil, 1978, pp. 50-53). 
188. Sobre el problema de la compatibilidad de la cooperación funcional con 
el Consejo y la salvaguarda de la integridad de la función judicial, vide las 
consideraciones del juez Tarazi en C.I.J. Recueil 1976, Op. Ind. Tarazi, p. 33. 
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1.4. Acciones paralelas de mjituo refuerzo: el asunto del personal 
diplomático y consular de Estados Unidos en Teheran 
El 4 de noviembre de 1979 un grupo formado por varios centenares de 
personas fuertemente armadas, ocupó la embajada de Estados Unidos en 
Teherán, quedando retenidos como rehenes el personal de la embajada y otras 
personas que se hallaban en los locales de la misión. El 9 de noviembre 
Estados Unidos solicitó al Consejo de Seguridad que examinara la situación, 
con carácter urgente, para lograr la inmediata puesta en libertad de los rehenes 
y el restablecimiento de la inviolabilidad del personal y de los locales 
d ip lomát icos 1 8 9 . El Consejo de Seguridad adoptó la resolución 457 (1979), 
de 4 de diciembre, por la que pedía a Irán que liberara inmediatamente el 
personal de la Embajada, que garantizase su protección y que le permitiera 
abandonar el país; la resolución instaba igualmente a ambos gobiernos a que 
adoptaran las medidas necesarias para resolver por medios pacíficos otras 
cuestiones pendientes, pedía al Secretario General que prestara sus buenos 
oficios para la aplicación inmediata de la resolución y decidía mantener la 
cuestión bajo su competencia. 
El 29 de noviembre Estados Unidos presentó ante la Corte una demanda 
introductiva de instancia contra Irán, y solicitó a la Corte que indicara me-
didas provisionales. Merece destacarse la postura mantenida por Estados 
Unidos en el presente caso, a propósito de la posibilidad de ejercicio 
simultáneo por parte de ambos órganos de sus respectivas competencias. Ante 
la pregunta formulada por el presidente de la Corte sobre la relevancia que 
pudiera tener la Resolución 457 (1979) del Consejo sobre el procedimiento 
ante la C o r t e 1 9 0 en fase de adopción de medidas provisionales, el 
representante de dicho país afirmó la compatibilidad entre las acciones 
paralelas de ambos órganos, argumentando: 
" the Security Council is a political organ wich has responsability for 
seeking solutions to international problems through political means. By 
contrast, this Court is a judicial body with the responsability to employ 
judicial methods in order to resolve those problems which lie within its 
jurisdiction. There is absolutely nothing in the United Nations Charter or 
189. Para una exposición de los hechos, cfr. Affaire relative au personnel 
diplomatique et consulaire des États-Unis a Teherán, arret, C.I.J. Recueil 1980, 
pp. 9-16, par. 11-29. 
190. C.I.J. Mémoires, Personnel diplomatique etr consulaire des Etats-
Unis á Teherán, p. 19. 
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in this Court's Statute to suggest that action by the Security Council 
excludes action by the Court, even if the two actions might in some 
respects be parallel. By contrast article 12 of the United Nations Charter 
provides that, while the Security Council is exercising its functions 
respecting a dispute, the General Assembly shall not make any 
recommendation on that dispute, but the Charter places no corresponding 
restriction to the Court" 1 9 1 . 
El 15 de diciembre, la Corte adoptó por unanimidad una orden indi-
cando una serie de medidas provisionales, entre otras que se procediera a la 
liberación inmediata de los rehenes. El 31 de diciembre, el Consejo adoptó la 
resolución 461 (1979) que, prácticamente, se limitaba a reiterar el contenido 
de su resolución anterior. 
En la sentencia sobre el fondo, ante la incomparecencia de Irán, la Corte 
debía examinar de oficio la cuestión de su competencia, según exige el 
artículo 53 del Estatuto. La Corte tenía que analizar si existía alguna irregu-
laridad en el ejercicio simultáneo de las competencias respectivas por parte de 
ambos ó rganos 1 9 2 o, más ampliamente, las repercusiones que pudiera tener el 
hecho de que el asunto de los rehenes estuviera sometido simultáneamente a 
varios órganos. Al hacerlo, la Corte destacó varios aspectos: en primer lugar, 
que la cuestión de los rehenes continuaba "activamente" sometida a la compe-
tencia del Consejo de Seguridad el 15 de diciembre de 1979, fecha de la 
adopción de las medidas provisionales de la Corte; en segundo lugar que, en 
ese contexto, la resolución 461(1979) de 31 de diciembre, lejos de valorar 
negativamente la adopción de medidas provisionales por la CIJ, las tomaba 
en consideración en el preámbulo, deplorando la persistencia de la retención 
de los rehenes en contra de lo establecido en dicha orden. Del lenguaje de la 
resolución, la Corte concluyó: 
191. C.I.J. Mémoires, Personnel diplomatique etr consulaire des États-
Unis á Teherán, M. Owen, p. 29. 
192. Junto a estos motivos de orden más bien procedimental, la CIJ también 
hubo de hacer frente a otros argumentos de orden material, aducidos por el deman-
dado: por un lado, que la denominada cuestión de los rehenes en la embajada 
americana en Teherán era indisociable de una controversia global que enfrentaba a 
Irán y Estados Unidos; por otro, que lo relativo a la revolución islámica de Irán 
era un asunto sometido a la soberanía nacional de dicho estado (cfr. supra, en la 
nota 101, el pronunciamiento de la Corte relativo a la distinción entre controver-
sias políticas y jurídicas, y P. Bretton, "L'affaire des "otages" américains devant 
la C.I.J.", Journal D.I., pp. 800-803). 
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"il ne semble étre venu á l'esprit d'aucun membre du Conseil qu'il y 
eüt ou nüt y avoir rien d'irrégulier dans l'exercice simultané par la Cour et 
par le Conseil de sécurité de leurs fonctions respectives. [...] Alors que 
l'article 12 de la Charte interdit espressément á l'Assemblée genérale de 
faire une recommendation au sujet d 'un différend ou d'une situation á 
l'égard desquels le Conseil remplit ses fonctions, ni la Charte ni le Statut 
apportent de restriction semblable á l'exercice des fonctions de la Cour. 
Les raisons en sont evidentes: c'est á la Cour, organe judiciaire principale 
des Nations Unies, qu'il appartient de résoudre toute question juridique 
pouvant opposer des parties á un différend; et la resolution de ees 
questions juridiques par la Cour peut jouer un role important et parfois 
determinant dans le réglement du différend. C'est d 'ail leurs ce que 
reconnaít l'article 36, paragraphe 3, de la Charte ..." 1 9 3 . 
Es la primera vez que la Corte analiza y rechaza la doctrina de la litis-
pendencia entre la Corte y el Consejo de Seguridad, retomando, básicamente, 
la tesis expuesta por el representante estadounidense. En el presente caso 
ambos órganos actuaban a instancias de un mismo Estado, Estados Unidos, y 
sin riego de colisión. El ejercicio simultáneo de sus competencias respectivas 
a propósito de una misma controversia es contemplado como algo plenamente 
regular por parte de ambos órganos. Sin embargo, queda aún por determinar 
si esto sería así también en el caso de que el Consejo se situara en el marco 
del Capítulo VII. La Corte no hace distinción entre la acción del Consejo en 
virtud de uno y otro capítulo, pero las acciones del Consejo a propósito de 
esta controversia permanecían dentro del Capítulo VI, como lo demuestra la 
posición mantenida por la URSS durante los debates en el Conse jo 1 9 4 . En la 
resolución 461(1979) de 31 de diciembre el Consejo había decidido reunirse 
el 7 de enero de 1980 "para examinar la situación y, en caso de incum-
plimiento de la presente resolución, adoptar medidas eficaces conforme a los 
artículos 39 y 41 de la Carta", por lo tanto, contemplaba expresamente la 
posibilidad de actuar en virtud del Capítulo VII, pero la URSS vetó un 
proyecto de resolución estadounidense, proponiendo la adopción de sanciones 
económicas contra Irán en virtud del artículo 4 1 1 9 5 . El juez Schwebel abordó 
193. Personnel diplomatique et consulaire des Etats-Unis a Teherán, arrét, 
CU Recueil 1980, p. 21-22, par. 40. 
194. Durante los debates del Consejo, el representante de la URSS rechazó 
que la controversia pudiera representar una amenaza contra la paz y la seguridad 
internacionales y que, por lo tanto, el Consejo pudiera adoptar medidas en virtud 
del Capítulo VII (cfr. 34 U.N S.C.O.R. (2184 th meeting), p. 4 (Doc. S6PV. 2184). 
195. Cfr. T. H. J. ELSEN: Litispendence .... cit., p. 63. Este autor tampoco se 
pronuncia explícitamente sobre la cuestión porque se limita a dejar constancia de 
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este problema explícitamente, en su opinión disidente a la sentencia de 27 de 
junio de 1986, sobre las actividades militares y paramilitares en y contra 
Nicaragua (fondo). Destacó, por un lado, que ni las disposiciones de la Carta, 
ni su interpretación en la práctica estatal, podían servir de fundamento para 
excluir de la competencia de la Corte las controversias bajo el ámbito del 
Capítulo V I I 1 9 6 . Por otro lado, refiriéndose a la sentencia de la Corte en el 
asunto del personal diplomático, Schwebel subrayó que el Consejo había 
contemplado expresamente la posibilidad de adoptar medidas en el marco del 
capítulo VII y señaló: 
"... at the time of the Court's Judgement ... the use of force against the 
hostages was continuing, and the threat to the peace -the Chapter VII 
situation- to wich their detention gave rise was continuing. 
... I believe that the United States Diplomatic and Consular Staff in 
Tehran case demonstrates that the Court can adjudge the legal aspects of a 
case the subject matter of wich at the same time is under the active 
consideration of the Security Council under Chapter VII of the Charter" 1 9 7 . 
Tras las órdenes sobre medidas provisionales adoptadas por la Corte el 8 
de abril de y el 13 de septiembre de 1993, la actitud de la Corte ya no ofrece 
lugar a dudas sobre este particular y permite afirmar que la actuación del 
Consejo en el marco del Capítulo VII no impide a la Corte conocer y decidir 
sobre un caso. La primera orden no lo señala expresamente, pero fue emitida 
cuando ya existían varias resoluciones vinculantes del Consejo. En la segunda 
orden, la Corte hace referencia expresa a varias resoluciones del Consejo de 
Seguridad, adoptadas en virtud del Capítulo VII, sin ver en tal circunstancia 
un obstáculo al ejercicio de su función, y deja constancia igualmente del 
hecho de que el Consejo de Seguridad en su resolución 819 (1993), de 16 de 
abril, había tomado nota de la orden de la Corte de 8 de abril de 1993, sin ver 
nada irregular o negativo en el hecho de que la Corte estuviera conociendo 
que la Corte "se declara competente para conocer una controversia a propósito de 
la que se afirma que representa una amenaza para la paz". 
196. CU. Recueil 1986, op. dis. Schwebel, pp. 288-290, par. 56-60. Este 
juez, además, pone de relieve que la acción concurrente de Consejo y de la Corte a 
propósito de una misma controversia se inicia, precisamente, a instancias de 
Estados Unidos, en el asunto de los rehenes, lo que se aviene mal a su postura en 
el caso de las actividades militares y paramilitares, según la cual las controversias 
en las que existe uso de la fuerza armada recaen fuera de la competencia de la Corte 
(CU. Recueil 1986, op. dis. Schwebel, par. 64, 66-68). 
197. CU. Recueil 1986, op. dis. Schwebel, p. 293, par. 65-66.. 
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una controversia en conexión con la cual el Consejo había adoptado 
resoluciones en el marco del Capítulo V I I 1 9 8 . También de las órdenes sobre 
medidas provisionales en los asuntos Lockerbie se puede deducir que la 
competencia de la Corte no resulta afectada por el hecho de que el Consejo de 
Seguridad haya intervenido en un asunto en virtud del Capítulo VII: la Corte 
no se consideró incompetente, denegó las medidas provisionales solicitadas 
atendiendo a la incompatibilidad de su objeto con la Resolución 748 del 
C o n s e j o 1 9 9 . La sentencia de 27 de febrero de 1998, sobre las excepciones 
preliminares presentadas por los demandados en los asunto Lockerbie, no 
aporta elementos nuevos. Las excepciones de incompetencia basadas en la 
existencia de las resoluciones 748 (1992) y 883 (1993) del Consejo de 
Seguridad fueron rechazadas porque tales resoluciones eran posteriores a la 
introducción de la demanda: 
"... conformément á une jurisprudence constante, si la Cour était 
compétente á cette date, elle l'est demeurée; l'intervention ultérieure des 
resolutions susvisées ne saurait affecter une competence deja établie . . . " 2 0 0 
2. Riesgo de conflicto entre las actuaciones de ambos órganos 
La posibilidad de conflicto entre ambos órganos deriva de dos datos 
esenciales a los que ya se ha hecho referencia: por un lado, de la ausencia de 
una relación jerárquica y de la inexistencia de mecanismos para resolver even-
tuales conflictos entre Consejo de Seguridad y Corte Internacional de Justicia; 
por otro, de que ambos órganos están facultados para adoptar actos 
198 . CU Recueil 1993, Ordonnance du 13 septembre 1993, par. 54-56. 
199. CU. Recueil 1992, p. 15, par.40-41. Vide la distinción que realiza 
Bedjaoui en su opinión disidente entre ejercicio efectivo por la Corte de su poder 
de indicar medidas provisionales, que no resultaría afectado por la Res. 748, y los 
efectos de dichas medidas provisionales, que sí resultarían anulados (CIJ Recueil 
1992, op. dis. Bedjaoui, pp.46-47, par.27-30). 
200. Affaire relative á des questions d'interpretation de la Convention de 
Montreal de 1971 resultant de l'incident aérien de Lockerbie (Jamahiriya árabe 
libyenne c. Royaume Uní), arrét, exceprions préliminaires, 27 février 1998, par. 
38. Un pronunciamiento idéntico contiene la segunda sentencia, frente a Estados 
Unidos, en el párrafo 37. Con las pequeñas diferencias exigidas por la distinta 
formulación de las excepciones preliminares de cada demandado, ambas sentencias 
son prácticamente idénticas, las referencias ulteriores se remitirán sólo a la primera, 
en la que figura como demandado el Reino Unido. 
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vinculantes para sus destinatarios, actos que se basan en elementos, criterios e 
interpretaciones que no tienen por qué coincidir 2 0 1 . 
Con las matizaciones que las diferentes condiciones de cada caso impo-
nen, es posible identificar un eje argumental común en las posturas de los 
Estados demandados en los asuntos Lockerbie y en el asunto de las activi-
dades militares y paramilitares en y contra Nicaragua (Estados Unidos y 
Reino Unido en el primer caso, y Estados Unidos, en el segundo). La tesis 
sostenida por dichos Estados se reconducía, esencialmente, a la afirmación de 
que las cuestiones relacionadas con el mantenimiento de la paz y seguridad 
internacionales son de la exclusiva competencia del Consejo y que, por lo 
tanto, la Corte tendría la obligación de deferir al Consejo los asuntos de esta 
índole. La jurisprudencia previa de la Corte contenía ya un nutrido cuerpo de 
pronunciamientos, fragmentarios, que permitían rechazar dicha tesis. En el 
asunto de las actividades militares, como se verá, los principios señalados 
hasta el momento resultaron suficientes; en los asuntos Lockerbie, por el 
contrario, la Corte tuvo que enunciar un argumento adicional. 
2.1. La sumisión de una controversia ante la Corte debido a la 
inacción del Consejo de Seguridad 
Las sentencias de la CIJ relativas al asunto de las actividades militares y 
paramilitares en y contra Nicaragua 2 0 2 , tanto la sentencia sobre el f o n d o 2 0 3 
201. Así lo señala la propia Corte en diferentes ocasiones, cfr. p. ej, 
Personnel diplomatique et consulaire des Etas-Unis á Teherán, arrét, C,I,J, 
Recueil 1980, p. 21-22, par. 40; Activités militaires et paramilitaires au 
Nicaragua et contre celui-ci (Nicaragua c. Etats-Unis d'Amérique), competence 
et recevabilité, arrét, C.I.J. Recueil 1984, p. 435, par. 95. Conflicto, en sentido 
estricto, sólo cabe entre decisiones vinculantes de ambos órganos, aunque 
Ciobanu ha señalado que la contradicción entre una sentencia y una resolución 
recomendatoria, colocaría a los Estados partes en una delicada posición pues, o 
bien uno de ellos no cumple la sentencia de la Corte -y entonces deja de cumplir 
una obligación que ha asumido en virtud del Estatuto, por lo tanto de la Carta- o 
bien, en caso de cumplir la sentencia, estarían actuando en contra del la resolución 
del órgano político, lo que podría conllevar, a su vez, una condena por parte de 
dicho órgano (D. CIOBANU: Preliminary Objections..., cit. p. 156-159.) 
202 . La sentencia sobre el fondo ha sido objeto de valoraciones contra-
puestas y de una abundante literatura, especialmente estadounidense. Junto a las 
cuestiones enormemente delicadas que la Corte debía abordar, la conducta de 
Estados Unidos también contribuyó a crear unas condiciones peculiares: tras la 
sentencia de 26 de noviembre de 1984, por la que la Corte se declaraba 
competente, Estados Unidos no compareció en la fase sobre el fondo, se negó a 
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como, sobre todo, la relativa a la competencia de la Corte y admisibilidad de 
la demanda 2 0 4 , presentan un doble interés en lo que concierne a la actuación 
paralela de la Corte y del Consejo de Seguridad. Por un lado, se plantea si la 
actuación del Consejo de Seguridad en virtud del Capítulo VII tiene por 
efecto excluir la competencia de la Corte para tratar ese mismo asun to 2 0 5 . Por 
otro lado, se plantea el problema de inejecución de una sentencia - la sentencia 
sobre el fondo- como consecuencia del veto interpuesto precisamente por una 
de las partes en la controversia. Nicaragua había acusado a Estados Unidos de 
uso directo e indirecto de la fuerza y de otras violaciones del Derecho interna-
cional, como el bloqueo económico de la nación, el sobrevuelo de Nicaragua 
por aeronaves militares de Estados Unidos, etc; las acusaciones se fundamen-
taban en la Carta de las Naciones Unidas, en varios tratados y, finalmente, en 
normas de derecho internacional general. 
2.1.1. ¿Controversias "adscritas ratione materiae al Capítulo VII"?: 
las competencias de la Corte y del Consejo 
Estados Unidos alegó cinco motivos de inadmisibilidad de la demanda 
nicaragüense. Los invocados en segundo y tercer lugar se reconducen, en esen-
cia, a la afirmación de que las demandas planteadas por Nicaragua solicitan a 
la Corte que realice calificaciones propias del Capítulo VII, ámbito en que la 
competencia correspondería exclusivamente al Consejo de Seguridad. Dentro 
de la argumentación estadounidense se pueden distinguir varios aspectos. 
cumplir la sentencia y vetó en dos ocasiones las acciones de Nicaragua ante el 
Consejo de Seguridad por las que, amparándose en el art. 94. 2, pretendía obtener 
el cumplimiento de la sentencia. 
203. Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-c/' 
(Nicaragua c. États-Unis d'Amérique), fond, arret, C.I.J. Recueil 1986, p 14. 
204. Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci 
(Nicaragua c. États-Unis d'Amérique), competence et recevabilité, arret, C.l.J. 
Recueil 1984, p. 392. 
205 . Como se recordará, en el asunto de los rehenes el Consejo no llegó a 
invocar ninguna disposición del Capítulo VII como fundamento de su acción, por 
lo que tampoco la Corte se pronunció explícitamente sobre el problema. En el 
asunto relativo a las actividades militares y paramilitares en y contra Nicaragua la 
cuestión fue analizada en la sentencia sobre la competencia de la Corte y admisi-
bilidad de la demanda. 
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A. La introducción de una instancia ante la Corte, como 
"apelación" frente al veto del Consejo de Seguridad. 
El 4 de abril de 1984 Nicaragua sometió un proyecto de resolución al 
Consejo de seguridad que fue vetado por Estados Unidos. Cinco días 
después, Nicaragua introdujo la instancia ante la Corte, con una demanda 
cuyo contenido se correspondía, en gran medida, con el del proyecto de 
resolución vetado. Partiendo de estos datos Estados Unidos sostuvo que la 
demanda nicaragüense equivalía a apelar ante la Corte contra una decisión 
desfavorable del Consejo, puesto que solicitaba de la Corte una sentencia 
sustancialmente idéntica, en cuanto a las cuestiones principales, a la 
resolución rechazada en el seno de Consejo 2 0 6 . La Corte sin embargo, rechazó 
que la instancia pudiera interpretarse como una apelación frente a una decisión 
desfavorable del Consejo: 
"II n'est pas demandé á la Cour de dire que le Conseil de sécurité a 
commis une erreur, ni que la maniere de voter des membres du Conseil ait 
été en rien contraire au droit. La Cour est priée de se prononcer sur certains 
aspects juridiques d'une question qui a été aussi examinee par le Conseil, 
ce qui est parfaitement conforme á sa situation d'organe judiciaire 
principale des Nations Unies" 2 0 7 . 
B. Las controversias concernientes al Capítulo VII y la competencia 
de la Corte 
Estados Unidos también argumentó que las calificaciones solicitadas por 
la demanda de Nicaragua entraban dentro de la competencia del Consejo de 
Seguridad de acuerdo con la Carta, cuyas disposiciones "relativas al uso de la 
fuerza armada no admiten en ningún caso la posibilidad de una solución judi-
cial, opuesta a los medios políticos de solución." 2 0 8 Hay que destacar que el 
206. Cfr. CU. Recueil 1984, pp. 432-433, par. 91 
207. CU. Recueil 1984, p. 436, par. 98. 
208. Ibidem, p. 431-432, par. 89, y pp. 432-433, par. 91-92, donde reproduce 
una argumentación similar a propósito del "derecho de legítima defensa" del 
artículo 51, cuya apreciación también correspondería en exclusiva al Consejo de 
Seguridad. Sobre este particular, la argumentación de Nicaragua subrayaba que el 
artículo 24 de la Carta confiere al Consejo una responsabilidad primordial, pero 
no exclusiva; en cuanto a la argumentación centrada en que las acciones en virtud 
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Consejo de Seguridad no había adoptado ninguna actuación en el marco del 
Capítulo VII a causa, precisamente, del veto americano. Para Estados Unidos, 
lo que excluiría la competencia de la Corte no es tanto la acción efectiva del 
Consejo como el hecho de que una materia sea susceptible de entrar en el 
Capítulo VII: con esta postura, la parálisis del Consejo por el veto compor-
taría, en realidad, la paralización de la Organización. La Corte rechazó los 
argumentos de Estados Unidos que pretendían ver en la Carta una clara 
demarcación entre las competencias de los dos órganos concernidos: 
"L'argumentation développée par les États-Unis au sujet des 
attibutions du Conseil de sécurité et de la Cour tend á trasposer au plan 
international des notions internes de separation des pouvoirs, alors que 
ees notions ne s'appliquent pas aux relations entre institutions 
internationales chargées de régler des différends". 
En el asunto de los rehenes, la Corte ya había señalado que no había 
nada irregular en el desarrollo de procedimientos paralelos ante el Consejo de 
Seguridad y la Corte a propósito de un mismo a s u n t o 2 0 9 . Estados Unidos 
pretendió singularizar el presente caso adscribiéndolo al Capítulo VII, pero la 
Corte no entró en el análisis de la cuestión tras constatar que el Consejo de 
Seguridad no había actuado en el marco del Capítulo V I I 2 1 0 . La Corte, por lo 
tanto, no entró en el fondo del problema, pero subrayó que el artículo 24 no 
atribuye una responsabilidad exclusiva al Consejo de Seguridad en el ámbito 
del mantenimiento de la paz y seguridad internacionales: 
"Ce n'est done pas une responsabilité exclusive que la Charte confére 
á cette fin au Conseil de sécurité. Certes l'article 12 départage nettement 
les functions de l'Assemblée genérale et du Conseil de sécurité en 
précisant que, á l'égard d'un différend ou d'une situation quelconque, la 
premiere ne doit faire aucune recommandation sur ce différend ou sur cette 
situation, á moins que le Conseil de sécurité ne le lui demande, mais 
aucune disposition semblable ne figure dans la Charte sur le Conseil de 
sécurité et la Cour. Le Conseil a des attributions politiques; la Cour exerce 
des fonctions purement judiciaires. Les deux organes peuvent done 
del Capítulo VII excluyen la competencia de la Corte, Nicaragua destacó, en primer 
lugar, que no había ninguna acción del Consejo en virtud de dicho Capítulo, y en 
segundo lugar que, incluso tras una constatación conforme al artículo 39, no había 
necesariamente una incompatibilidad entre las acciones de ambos órganos. 
209. CU Recueil 1980, p. 21, par. 40 
210. CU Recueil 1984, p. 434, par. 94. 
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s'acquitter de leurs fonctions distinctes mais complementantes á propos 
des mémes événements"21 
Nuevamente no hay respuesta explícita respecto de la compatibilidad 
entre la acción de ambos órganos cuando el Consejo se sitúa en el marco del 
Capítulo VII; no obstante, la precisión de la Corte sobre el alcance del 
artículo 24 parece dar a entender que incluso en ese supuesto la Corte podría 
desempeñar su función que es diferente a la del Consejo y, al mismo tiempo, 
complementaria 2 1 2 . 
2.1.2. El veto a la acción del Consejo en virtud del art. 94.2 por una 
de las partes en la sentencia 
Como ya se ha señalado, Estados Unidos no cumplió la sentencia de la 
Corte y vetó los dos intentos de Nicaragua ante el Consejo, dirigidos a ob-
tener la ejecución de la sentencia 2 1 3 . La situación así creada -e l veto de una 
211. CU. Recueil 1984, p. 435, par. 95. Esta misma afirmación la había 
realizado en la opinión consultiva sobre el asunto de ciertos gastos de las 
Naciones Unidas, aunque en beneficio, en aquella ocasión, de la Asamblea 
General (cfr. Certaines Dépenses des Nations Unies (article 17, paragrphe 2, de 
la Charte), Avis consultad/du 20 juillet 1962: CU. Recueil 1962, p. 163. 
212. Cfr. Activités militaires et paramilitaires, plaidories, CR 84/15, p. 30-
32; en este sentido, también A. PELLET: "Le glaive et la balance ..." cit., p. 550. 
213. Esta ha sido la primera -y por el momento- la única ocasión en que un 
Estado ha recurrido al Consejo invocando el artículo 94.2 en relación con una 
sentencia. Hay que señalar, no obstante, que el proyecto de resolución vetado en 
las dos ocasiones, aunque reproducía los términos del artículo 94.2 no lo men-
cionaba expresamente. El primer veto fue el 31 de julio de 1986 (cfr. S/PV.2704, 31 
de julio de 1986, p. 54-55). El segundo tuvo lugar tras varios días de debate de la 
cuestión el 28 de octubre de 1986, vide U.N. SCOR (2718th mtg.) p. 51; U.N. 
Doc. SC/4880 , S/PV. 2718, 28 oct. 1986, p. 51. La práctica estatal registra otros 
dos supuestos, pero en relación con órdenes de la Corte que indican medidas 
provisionales; uno es el asunto de la Anglo-Iranian, en el que mediante carta de 
28 de septiembre de 1951 el Reino Unido planteó ante el Consejo de Seguridad, 
como materia de extrema urgencia el incumplimiento por parte de Irán de las 
medidas provisionales indicadas por la Corte en la orden de 5 de julio de 1951 
(S/2357). Mediante carta de 16 de abril de 1993, el representante de Bosnia-
Herzegovina solicitó la intervención del Consejo de Seguridad para garantizar el 
cumplimiento de la orden de la Corte de 8 de abril sobre medidas provisionales, 
invocando el artículo 94.2 (S/25616). Cfr. A. PILLEPICH: La Charte des Nations 
Unies (2e. ed.), 1991, com. art. 94, p. 1283; A. TANZI: "Problems of Enforcement of 
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solicitud basada en el artículo 94.2- reviste un particular interés al proceder el 
veto de la Parte incumplidora, que es miembro permanente del Consejo de 
Seguridad. El ejercicio de un veto de estas características es formalmente 
correcto al amparo del art. 2 7 2 1 4 . Highet, no obstante, destaca que el art. 94.1 
de la Carta establece que las sentencias son vinculantes para las Partes y que 
se podría cuestionar la validez de un veto que comportase la violación de una 
obligación derivada de otras disposiciones de la Carta, en particular del art. 
94.1: si la Carta debe ser interpretada y aplicada en su conjunto, pese a la 
posibilidad técnica de ejercitar un veto en clara violación de la sustancia de 
otra disposición de la Carta, tal veto debiera considerarse n u l o 2 1 5 . El análisis 
de Highet pone de relieve la debilidad de las garantías que el artículo 94.2 
aporta al cumplimiento de las sentencias de la Corte, pero como él mismo 
subraya es la propia Carta la que posibilita tal situación. 
2.2. El recurso ante uno de los dos órganos con la finalidad de 
condicionar el ejercicio de las competencias del otro órgano 
El asunto Lockerbie estrena la etapa de reactivación del Consejo de 
Seguridad iniciada con el fin de la guerra fría y es la primera ocasión en que 
cada órgano actúa a instancia de una de las partes en la controversia. Hasta 
este momento, el recurso en paralelo a ambos órganos provenía de la misma 
parte, que actuaba así con la finalidad de obtener decisiones que se reforzaran 
mutuamente o de suplir la inacción de un Consejo de Seguridad paralizado 
por el ejercicio del veto. En la situación existente hasta 1992 la concurrencia 
positiva de Corte y Consejo a propósito de un mismo asunto nunca había 
tenido lugar bajo un signo de posible contradicción 2 1 6 . Por esta razón, el 
Decisions of the International Court of Justice and the Law of the United 
Nations", 6 European Journal I.L., 1995/4, pp. 552-554 . 
2 1 4 . Cfr. en este sentido, A. TANZI: "Problems of Enforcement of Decisions 
cit., p. 5 5 1 ; O. SCHACHTER: "The Enforcement of International Judicial and 
Arbitral Decisions", A.J.l.L, 1960, p. 2 3 . 
2 1 5 . K. HIGHET: "Between a Rock and a Hard Place- The United States, the 
International Court and the Nicaragua Case", The International Lawyer, vol. 2 1 , 
1987/4 , pp. 1094. 
2 1 6 . American Society of International Law/Nederlandse Verening voor 
International Recht, Contemporary International Law Issues: Opportunities at a 
Time of Momentous Change, Proceedings of the Second Joint Conference held in 
The Hague, July 22-24 , 1993, Martinus Nijhoff Pub., Dordrecht, cfr. en particular, 
T. Gill, pp. 283 -286 . 
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principio básico sentado en la jurisprudencia de la Corte se limitaba a afirmar 
que, en cuanto órgano judicial puede desempeñar su competencia contenciosa 
con independencia de que el Consejo esté tratando la misma cuestión o una 
cuestión íntimamente conexa, añadiendo en ocasiones que la solución jurídica 
de la Corte puede resultar útil al Consejo para decidir la solución política 
adecuada 2 1 7 . Queda por resolver si el órgano que actúa en segundo lugar está 
vinculado de algún modo a la decisión del primero, o si por el contrario 
puede orientarse en un sentido diferente y, en este último supuesto, qué 
decisión prevalecería. 
Son problemas que adquieren una dimensión real en los asuntos 
Lockerbie, controversia que enfrenta a Libia contra los Estados Unidos y Gran 
Bretaña, objeto de dos procesos paralelos ante la Corte. El 21 de diciembre de 
1988 tuvo lugar un atentado contra una aeronave estadounidense que explotó 
sobre la localidad escocesa de Lockerbie, provocando la muerte de pasaje y 
tripulación. Las investigaciones emprendidas por las autoridades de Estados 
Unidos y Gran Bretaña, condujeron a inculpar a dos agentes del gobierno 
libio. Mediante una declaración común de 27 de noviembre de 1991, ambos 
Estados solicitaron al gobierno libio la entrega de ambos sospechosos. A 
petición de ambos Estados el Consejo de Seguridad adoptó el 21 de enero de 
1992 la resolución 731 (1992), meramente recomendatoria, que no explicitaba 
el capítulo en virtud del cual actuaba, por la que exhortaba a Libia a que res-
pondiera de modo pleno y efectivo a las demandas dirigidas por los gobiernos 
británico y estadounidense. Libia, en su respuesta, ofrecía la posibilidad de 
recurrir al arbitraje o de extraditar a los dos sospechosos a un estado neutral 
para ser enjuiciados allí; finalmente, introdujo el 3 de marzo una demanda 
ante la Corte contra cada uno de los dos Estados, acompañadas de sendas 
solicitudes de medidas provisionales. El 31 de marzo, nuevamente a instancia 
de Gran Bretaña y Estados Unidos, el Consejo adoptó la resolución 748 
(1992), esta vez en el marco del Capítulo VII y con fuerza vinculante, 
217. Cfr. CU Recueil 1980, p. 21; CU Recueil 1984, pp. 435-6. Durante la 
época de la guerra fría, en la que el Consejo de seguridad estuvo frecuentemente 
paralizado por el veto de las grandes potencias, el eventual conflicto entre ambos 
órganos, posible en teoría, era altamente improbable en la práctica. Por esta razón, 
este principio básico bastaba para resolver adecuadamente las situaciones plan-
teadas. De haberse considerado incompetente para ejercer su misión por el solo 
hecho de que un asunto estaba incluido en el orden del día del Consejo, habría 
provocado una especie de "conflicto negativo de competencias" (en expresión de 
Condorelli, "La Corte intemazionale cit., p. 905) y no un conflicto positivo. 
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exigiendo a Libia la entrega de los sospechosos 2 1 8 . Se creaba así un contexto 
nuevo, en el que la Corte decidió denegar las medidas provisionales 
solicitadas por Libia. Llamada a pronunciarse sobre su competencia y sobre la 
admisibilidad de la demanda libia, la Corte rechazó todas las excepciones 
preliminares; la excepción referente a la incidencia de las resoluciones 
vinculantes del Consejo sobre el litigio se remitió a la fase sobre el fondo por 
entender que no tenía un carácter exclusivamente preliminar 2 1 9 . 
Los asuntos Lockerbie suscitan varios problemas: por un lado, el de las 
normas que rigen las relaciones entre la Corte y el Consejo en situaciones de 
potencial conflicto entre sus acciones respectivas; por otro lado, el de si la 
Corte puede examinar la validez de una resolución del Consejo, cuando uno 
de los Estados partes en la controversia impugna dicha resolución (esta cues-
tión será analizada en el apartado siguiente). Todo ello en una fase preliminar, 
como es la de la solicitud de medidas provisionales y, posteriormente, la de 
examen de las excepciones preliminares. 
218. Carrillo Salcedo destaca la importancia jurídica y política de la resolu-
ción 748 (1992), porque en ella se vincula la obligación de prevenir, sancionar y 
reprimir las actividades de terrorismo internacional con la obligación de los 
Estados de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza en virtud del 
artículo 2.4 de la Carta. Aunque, como también pone de manifiesto el autor 
mencionado, hubiera sido deseable una previa investigación de los hechos en 
virtud del artículo 34 de la Carta, para no actuar exclusivamente sobre la base de 
las alegaciones de los tres Estados patrocinadores de la Resolución (cfr. "El 
Consejo de Seguridad y el mantenimiento de la paz: aspectos recientes", Cursos de 
Derecho Internacional de Vitoria-Gasteiz 1992, Servicio Editorial Universidad 
del País Vasco, Bilbao, 1993, pp. 19-37, p. 33). Para un amplio sector doctrinal, la 
acción del Consejo en los asuntos Lockerbie subvierte la finalidad del Cap. VII, 
previsto para combatir actos reales de agresión o situaciones de amenaza y que-
brantamiento de la paz, y lo transforma en un mecanismo de legislación ad casum 
para satisfacer los intereses de determinados estados (Cfr. M. WELLER: "Crisis for 
the New World Order", New Law Journal, 1992/5, p. 592). 
219. Affaire relative á des questions d'interpretation et d'application de la 
Convention de Montreal de 1971 resultant de I'incident aérien de Lockerbie 
(Jamahiriya arabe libyenne c. Royaume-Uni), arret, exceptions préliminaires, 
27 février 1998, par. 46-51. En las órdenes de 14 de abril de 1992 sobre medidas 
provisionales la Corte realizó algunas consideraciones que parecen un anticipo de 
la decisión sobre el fondo (cfr. par. 39), en las sentencias sobre las excepciones 
preliminares se eludió totalmente todo aspecto "no exclusivamente preliminar" de 
la cuestión. 
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2.2.1. ¿Solicitud "abusiva" de medidas provisionales? 
En la demanda introductiva de instancia, Libia había invocado como 
fundamento de la competencia de la Corte el artículo 36.1 del Estatuto de la 
Corte y el artículo 14.1 de la Convención de Montreal de 23 de septiembre de 
1971, sobre la represión de actos ilícitos dirigidos contra la seguridad de la 
aviación civil. Libia solicitó a la Corte que indicara las siguientes medidas 
provisionales: 
"a) interdire au Royaume -Uni d'engager aucune action contre la 
Libye visant á contraindre ou obliger celle-ci á remettre les personnes 
accusées á une autorité judiciaire, quelle qu'elle soit, extérieure á la Libye; 
b) veiller á eviter toute mesure qui porterait atteinte de quelque facón 
aux droits de la Libye en ce qui concerne la procedure judiciaire faisant 
l'objet de la requéte libyenne" 2 2 0 . 
La omisión de toda referencia a una eventual actuación del Consejo de 
Seguridad no oculta que ese era, precisamente, el objetivo prioritario de las 
medidas provisionales solicitadas por Libia; de hecho, durante la fase oral sí 
lo señaló explícitamente, tal y como recoge la Corte en la orden sobre medi-
das provisionales: 
"la Libye a soutenu que des mesures conservatoires devaient étre 
indiquées d'urgence afín d'obtenir que le Royaume-Uni s'abstienne de 
tout acte susceptible d'avoir un effet préjudiciable sur la decision de la 
Cour en l'espéce et, plus précisément qu'il s'abstienne de prendre aucune 
initiative dans le cadre du Conseil de sécurité pour porter atteinte au droit 
d'exercer sa juridiction que la Libye demande á la Cour de reconnaitre" 2 2 1. 
El 31 de marzo, tres días después de la conclusión de la fase oral, el 
Consejo de Seguridad adoptó la Resolución 748 (1992), como ya se ha seña-
lado, en el marco del Capítulo VIL La Corte ofreció un plazo adicional a las 
partes para que presentaran observaciones escritas sobre los eventuales efectos 
220. ídem, mesures conservatoires, ordonnance du 14 avril 1992, C.I.J. 
Recueil 1992, p. 8, par. 11. El contenido de ambas órdenes es idéntico, por esta 
razón todas las menciones van referidas a esta primera orden, aunque son exten-
sibles, salvo precisión en contrario, a la orden adoptada para la controversia entre 
Libia y Estados Unidos. 
221. CU Recueil 1992, p. 12-13, par. 31. 
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de dicha resolución en los procedimientos pendientes ante la Corte. Según 
Libia, el riesgo de contradicción entre la resolución y las medidas provisio-
nales solicitadas a la Corte no determinaría la inadmisibilidad de la demanda 
libia, por dos razones: en primer lugar, porque jurídicamente no existe con-
flicto ni jerarquía entre la Corte y el Consejo; en segundo lugar, porque la 
resolución del Consejo debía ser considerada contraria al Derecho interna-
cional porque el Consejo había ejercido "el poder de calificación que abre la 
vía al uso del Capítulo VII como pretexto para no aplicar la Convención de 
Montreal" 2 2 2 . 
Estados Unidos y Gran reiteraron la alegación, realizada en fases previas, 
de que el recurso de Libia ante la Corte resultaba equiparable a una apelación 
frente a una decisión del Consejo de Seguridad y de que la solicitud de medi-
das provisionales tenía por objeto principal obstaculizar al Consejo de Segu-
ridad en el ejercicio de sus funciones propias. En lo referente a la situación 
creada por la resolución 748 (1992) del Consejo, ambos Estados argumen-
taron que "en virtud del sistema de la Carta (especialmente de los artículos 25 
y 103)" las obligaciones derivadas de tal resolución prevalecían, en caso de 
conflicto, sobre las derivadas de cualquier otro acuerdo internacional 2 2 3 . 
Se puede constatar que las Partes se acusan recíprocamente de intentar 
desvirtuar las funciones de cada órgano con el fin de obstaculizar al otro en el 
ejercicio de sus competencias conforme a la Carta. La Corte no abordó este 
aspecto de la cuestión porque sus conclusiones respecto a la incidencia de la 
resolución 748 sobre su facultad de indicar tales medidas lo hacían inne-
cesario. En cualquier caso, incluso si no hubiera intervenido la resolución 
748, no parece probable que la Corte hubiera indicado las medidas provisio-
nales tal y como las solicitaba Libia, porque la Corte no puede indicar al 
Consejo de Seguridad que deje de actuar a propósito de un asunto determi-
nado ni tampoco puede exigir a los Estados enfrentados en una controversia 
que se abstengan de acudir al Consejo de Seguridad. 
En cuanto a los argumentos de los demandados, la pretendida equipa-
ración entre el recurso a la Corte como una apelación frente a una acción 
desfavorable del Consejo 2 2 4 , carece totalmente de fundamento, como la Corte 
ya había tenido ocasión de afirmar en el asunto de la actividades militares y 
222. CU. Recueil 1992, p. 14, par. 35-36. 
223 . Ibidem, p. 14, par. 37. 
224. Es un argumento desarrollado por R. Higgings a lo largo de la fase oral, 
cfr. CR 92/3/Trad., jueves 26 de marzo, pp. 65-66. 
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paramilitares en y contra Nicaragua 2 2 5 . Carece igualmente de fundamento la 
pretensión de que la Corte debería abstenerse de indicar medidas provisionales 
en una controversia que está siendo analizada por el Consejo de Seguridad, en 
un contexto político más amp l io 2 2 6 . La Corte puede indicar medidas provi-
sionales en controversias sometidas a la Consejo de Seguridad, y de hecho las 
ha indicado en varias ocas iones 2 2 7 . Pero las medidas que la Corte puede 
indicar deben ir dirigidas a garantizar los derechos que están cubiertos por el 
título jurídico que constituye prima facie el fundamento de la competencia de 
la Corte, en el presente caso la Convención de Montreal de 1971. Al analizar 
si las circunstancias exigen la adopción de medidas provisionales la Corte no 
puede dejar de tomar en consideración las medidas adoptadas por el Consejo, 
lo que no obsta para que ella adopte por su parte las medidas que estime 
pertinentes. Ya se ha señalado que en el asunto de la plataforma continental 
del Mar Egeo la Corte decidió no indicar medidas provisionales considerando 
que la finalidad perseguida por las mismas ya había quedado debidamente pre-
servada por la acción del Consejo de Seguridad, y se han señalado igualmente 
las críticas formuladas a tal inacción. En el presente caso hay que destacar que 
la mayoría de las opiniones disidentes lo son porque estiman que la Corte 
debería haber contribuido a la solución de la controversia ejerciendo la 
facultad que le confiere el art. 75 de su Reglamento para adoptar medidas 
provisionales diferentes de las solicitadas por las Par tes 2 2 8 . 
2.2.2. El riesgo de conflicto entre las decisiones vinculantes de 
ambos órganos 
Según una jurisprudencia constante de la Corte, el hecho de que un mis-
mo litigio sea objeto de examen por otro órgano de las Naciones Unidas no 
impide que el tribunal pueda conocerlo s imultáneamente 2 2 9 . En el asunto 
225. Cfr. CU. Recueil 1984, p. 436, par. 98. 
226. Cfr. CR 92/3/Trad., jueves 26 de marzo, pp. 66-73. 
227. Por ejemplo, Personnel diplomatique et consulaire des Etats-Unis a 
Teherán, mesures concervatoires, ordonnance du 15 décembre 1979, C.I.J. 
Recueil 1979; Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre 
celui-ci (Nicaragua c. Etats-Unis d'Amérique), mesures conservatoires, ordon-
nance du 10 mai 1984, CU. Recueil 1984, p. 169. 
228. Cfr. por ejemplo, C.I.J. Recueil 1992, op. dis. de Weeramantry, p. 70 
229. Cfr. Personnel diplomatique et consulaire des Etats-Unis á Teherán, 
C.I.J. Recueil 1980, p. 22, par. 40; Activités militaires et paramilitaires au 
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Lockerbie, la Corte intenta responder # las cuestiones planteadas afirmando un 
nuevo principio: cuando deba pronunciarse sobre un asunto a propósito del 
cual el Consejo ya ha adoptado medidas vinculantes, la Corte conserva su 
competencia pero, conforme a la interpretación conjunta de los artículos 25 y 
103 de la Carta, debe hacer prevalecer las obligaciones impuestas por una 
decisión del Consejo sobre las obligaciones en conflicto derivadas de otros 
Tra tados 2 3 0 . 
Formalmente, la Corte debía resolver un conflicto entre las obligaciones 
derivadas para Libia de la resolución 748 y las derivadas de la Convención de 
Montreal, pero si se hubiera pronunciado en el sentido pedido por el deman-
dante, su decisión habría entrado en conflicto con la resolución del 
C o n s e j o 2 3 1 . Mientras las resoluciones del Consejo tenían un carácter 
recomendatorio no se planteaba ningún problema a propósito de su incidencia 
en la instancia pendiente ante la C o r t e 2 3 2 ; al situarse en el marco del Capítulo 
VII, con la resolución 748, sí se suscita dicho problema porque el Consejo de 
Nicaragua et contre celui-ci (Nicaragua c, Etats-Unis d'Amérique), mesures 
conservatoires, C.I.J. Recueil ¡984, p. 185-186 y, del mismo asunto, competence 
et recevabilité, C.I.J. Recueil 1984, p. 433-436. 
230. Affaire relative á des questions d'interpretation et d'application de la 
Convention de Montreal de 1971 resultant de I 'incident aérien de Lockerbie, 
(Jamahiriya árabe libyenne c. C.I.J Recueil 1992, p. 15, par. 39-40. Según una 
interpretación minoritaria la solicitud de entrega formulada por los dos países, y 
por lo tanto también la Resolución 748, son plenamente compatibles con el 
sistema de la Convención de Montreal. Según esta interpretación, la Convención 
(art. 5.2) confiere un título prioritario para el ejercicio de la jurisdicción penal a 
los Estados en cuyo territorio se ha cometido el delito y de inmatriculación del 
aeronave -en el presente caso, Reino Unido y Estados Unidos, respectivamente-, 
sólo en caso de no conceder la extradición corresponde al Estado en cuyo terri-
torio se encuentran los presuntos autores la obligación de ejercer la jurisdicción 
penal contra los mismos (art. 5.3). Por otro lado, aunque el artículo 8 de la 
Convención no establece una obligación de extradición, esa obligación puede 
existir en virtud de otro Tratado, directa o indirectamente, como sería el caso 
presente, en el que derivaría de una decisión vinculante del Consejo, adoptada 
con base en el art. 41 de la Carta (Cfr. G. GAJA: "Quale conflitto fra obblighi negli 
affari relativi all'incidente aereo di Lockerbie?, Rivista D.I., 1992, pp. 374-376). 
Según Gaja, existía un riesgo de incompatibilidad entre el contenido de las 
eventuales medidas provisionales de la Corte y la resolución del Consejo, pero no 
un conflicto de obligaciones en sentido estricto ya que, para este autor, las 
medidas provisionales de la Corte carecen de fuerza vinculante. 
231. De la opinión disidente del juez Shahabuddeen se desprende que este 
aspecto del litigio, sin ser el motivo jurídico de la decisión de la Corte, tuvo un 
peso decisivo (CIJ Recueil 1992, op. dis. Shahabuddeen, p. 29). 
232. CIJ Recueil I992,p. 15, par. 40. 
497 
PILAR POZO SERRANO 
Seguridad había creado obligaciones jurídicas para los Estados que la Corte 
no podía ignorar 2 3 3 . 
En caso de que la Corte hubiera adoptado medidas provisionales antes 
de la adopción de la resolución 748, la situación hubiera sido la inversa y hu-
biera sido necesario dilucidar qué incidencia tienen las decisiones de la Corte 
sobre el Consejo de Seguridad. Una primera dificultad, en cuyo análisis no se 
va a entrar, es suscitada por la propia naturaleza de las medidas provisionales, 
cuya obligatoriedad es objeto de diferentes apreciaciones por parte de la 
doc t r ina 2 3 4 . Prescindiendo de ese aspecto, el núcleo del problema reside en 
determinar si la libertad de acción del Consejo quedaría limitada por la exis-
tencia de una decisión vinculante de la Corte, que hubiera creado obligaciones 
233. Según Gaja la Corte tiene la obligación de "considerar como valor 
prioritario el mantenimiento de la paz y de la seguridad internacionales y de 
tutelar el libre desarrollo de la actividad del Consejo de seguridad, subordinando 
a tal fin sus eventuales medidas provisionales"; por esta razón, la Corte habría 
denegado las medidas provisionales solicitadas por Libia para evitar incluso la 
apariencia de estar obstaculizando las medidas decididas por el Consejo en la 
resolución 748. Este autor interpreta la referencia de la Corte al art. 103 como 
manifestación de la reluctancia de la Corte a declarar situaciones jurídicas cuya 
existencia hubiera podido tener relevancia en las deliberaciones del Consejo. 
234. No tienen carácter vinculante las decisiones de la Corte indicando 
medidas provisionales para Villani, "In tema di indicaziones di misure cautelan 
da parte della Corte internazionale di giustizia", en Rivista di D.I., 1974, p. 657 y 
ss; L. GROSS: "Some Observations on Provisional Measures" en International 
Law at a Time of Perplexity... cit., pp. 307-323; sí tienen carácter vinculante para 
G. FlTZMAURICE: The Law and Procedure of the International Court of Justice, 
Vol. 2, 1986, p. 548; H. Mosler, comentario al artículo 94 en The Charter of the 
United Nations. A Commentary (B. Simma, ed.), Orford Clarendon Press, 1994, pp. 
1003-1007. En cuanto al valor de las medidas provisionales lo máximo que ha 
afirmado la Corte es que las partes deben tomar seriamente en consideración las 
medidas provisionales señaladas: cfr. Activités militaires et paramilitaires au 
Nicaragua et contre celui-ci (Nicaragua c. Etats-Unis dAmérique), arrét CU. 
Recueil 1986, p. 144, par. 289; en el mismo sentido, Ordonnance du 13 septembre 
1993, par. 58. En este último asunto las opiniones individuales de varios jueces 
señalan que la decisión de no adoptar nuevas medidas y de reafirmar las medidas 
provisionales ya adoptadas es indiciaría del reconocimiento de un carácter 
obligatorio a las medidas provisionales. Vide especialmente las opiniones 
individuales de los jueces M. Shahabuddeen, C. G. Weeramantry y B. Ajibola. La 
cuestión admite interpretaciones contrarias como se pone de relieve en las 
opiniones individuales de los jueces M. Shahabuddeen y C. G. Weeramantry: el 
primero prefiere dejar la cuestión abierta y acudir a otras vías de razonamiento, el 
segundo, afirma decididamente el carácter vinculante de las medidas decididas en 
virtud del art. 41 del Estatuto de la CIJ, en cuanto manifestaciones de un poder 
judicial. 
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determinadas para las Partes. Sobre este punto la doctrina mantiene posturas 
diversas. 
Según Schachter, los Capítulos V, VI y VII de la Carta, que regulan la 
misión y poderes del Consejo de Seguridad, en ningún momento exigen que 
éste se conforme a las decisiones de la Corte. Para el Consejo, no obstante, 
sería difícil ignorar por completo una decisión de la Corte. Las decisiones 
judiciales, por lo tanto, podrían constituir una limitación práctica o una 
complicación para el Consejo, aunque no limitarían formalmente su capacidad 
de adoptar una decisión vinculante en el marco del Capítulo VIL Como 
subraya el autor, esta situación es altamente improbable: por un lado, dada la 
agilidad con la que el Consejo adopta sus decisiones es difícil que deba hacer 
frente a una decisión judicial previa; por otro lado, si tal hipótesis se diera, lo 
lógico sería que el Consejo evitara imponer obligaciones contrarias a las 
señaladas por la Corte. No obstante, si lo hiciera, al actuar en virtud del 
Capítulo VII de la Carta, los Estados deberían conformarse a la decisión del 
C o n s e j o 2 3 5 . Para Schachter, la existencia de decisiones de las que derivan 
imposiciones para las Partes incompatibles entre sí no representa un problema 
insoluble: según este autor, prevalece siempre la acción del Consejo en virtud 
del Capítulo VII, pero esto - y este es un aspecto interesante de su postura-
no debe llevar a que los Estados desistan de someter a la Corte aquellos casos 
en los que exista una base válida de competencia ni a que la Corte deje de 
pronunciarse sobre los aspectos jurídicos de una controversia de esta índole. 
El Consejo puede conformarse o no a la decisión judicial, pero en cualquier 
caso, las Partes tienen derecho a una decisión judicial que clarifique la 
situación de los derechos y obligaciones de las Partes en conflicto 2 3 6 . 
Condorelli, por el contrario, ha destacado que el artículo 25 no es jerár-
quicamente superior al artículo 94.1: una resolución del Consejo no puede 
eximir a los Estados de su obligación de cumplir una decisión de la Corte, 
porque la interpretación conjunta del artículo 103 y del 25 puede hacer preva-
lecer las obligaciones derivadas de las resoluciones del Consejo sobre las esta-
blecidas por otros Tratados, pero no sobre las que derivan de otras disposi-
ciones de la Car ta 2 3 7 . 
Desde otra perspectiva, hay que tener en cuenta que la situación política 
no es la misma una vez pronunciada la sentencia o la opinión consultiva: el 
2 3 5 . Osear SCHACHTER: "Disputes Involving cit., p. 232 . 
2 3 6 . Osear SCHACHTER: "Disputes Involving cit., p. 2 3 3 . 
2 3 7 . CONDORELLI: "La Corte Internazionale cit., p. 910-911 
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Estado parte en una controversia que puede invocar en su apoyo una sentencia 
de la Corte, se encuentra en mejor posición que antes. Porque la existencia de 
una decisión motivada, dotada de una cierta autoridad, crea una situación jurí-
dica y política diferente a la que existe cuando se enfrentan meras afirmaciones 
de las P a r t e s 2 3 8 . Esto explicaría la resistencia del Consejo de Seguridad a 
solicitar opiniones consultivas de la Corte, y también su resistencia, en caso 
de actuaciones paralelas, a aplazar la adopción de una decisión hasta que la 
Corte se pronuncie sobre su dimensión ju r íd ica 2 3 9 . El Consejo no está obli-
gado formalmente a conformarse a las decisiones de la Corte pero, de ordi-
nario, evitará situarse en abierta contradicción con las mismas: por la crisis 
institucional que se podría crear, por el desprestigio y la falta de credibilidad 
que podrían sufrir el Consejo y la Organización misma, y porque, probable-
mente, sería más difícil reunir la mayoría necesaria en el Consejo para adoptar 
una decisión que contradice expresamente una decisión de la Corte. Desde la 
perspectiva inversa, la Corte parece no poder colocarse en una situación de 
conflicto con el Consejo de Seguridad una vez que éste ya ha adoptado una 
Resolución imponiendo obligaciones a los Estados, así se desprende de las 
órdenes sobre medidas provisionales en los asuntos Lockerbie: 
"Considérant que la Libye et le Royaume-Uni, en tant que Membres de 
reorganisation des Nations Unies, sont dans l'obligation d'accepter et 
d'apliquer les decisions du Conseil de sécurité conformément á Particle 
25 de la Charte; que la Cour ... estime que prima facie cette obligation 
s'étend á la decision contenue dans la resolution 748 (1992); et que, 
conformément á Particle 103 de la Charte, les obligations des Parties á cet 
égard prevalent sur leurs obligations en vertu de tout autre accord 
international, y compris la Convention de Montreal; 
... quelle qu'ait été la situation avant l'adoption de cette resolution, 
les droits que la Libye dit tenir de la convention de Montreal ne peuvent á 
present étre consideres comme des droits qu'il conviendrait proteger par 
l'indication des mesures conservatoires" 2 4 0. 
238. Declaración del Presidente de la CIJ, R. Jennings, en la Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo celebrada en Río de 
Janeiro, 3-14 de junio de 1992, CU. Annuaire 1991-1992, n° 46, p. 232. 
239. Algunos miembros del Consejo de Seguridad, en la sesión de 31 de 
mayo de 1992, en la que se adoptó la resolución 748 (1992) señalaron que sería 
más apropiado esperar el pronunciamiento de la Corte, cfr. el representante de Cabo 
Verde (Doc. S/PV. 3063, p. 46) de Zimbawe (Doc. S/PV. 3063, p. 52), y de la India 
(Doc. S/PV. 3063, p. 57). 
240. CU Recueil 1992, p. 15, par. 39. Gowland-Debbas afirma que el Con-
sejo de Seguridad puede privar a Libia de sus derechos convencionales en virtud 
del art. 41 y no del art. 103 según señala la Corte; los demás Estados quedarían 
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La Corte, al analizar las cuestiones que han sido válidamente sometidas 
a su competencia, no puede dejar de cumplir su misión por el hecho de que 
su decisión pueda tener consecuencias políticas, pero las características de la 
acción del Consejo deben ser especialmente tenidas en cuenta por la Corte, 
desde varios puntos de vista. En primer lugar, porque en cuanto órgano 
principal de la Organización le incumbe "cooperar en la realización de los 
fines de la Organización y esforzarse en dar efecto a las decisiones de los otros 
órganos principales y de no conducir a resultados que las hicieran 
inoperantes" 2 4 1 . En segundo lugar, la Corte al ejercer sus competencias debe 
aplicar el derecho internacional, y las resoluciones vinculantes del Consejo 
forman parte de ese d e r e c h o 2 4 2 . Este último aspecto tiene importantes 
repercusiones, atendiendo a las numerosas "calificaciones jurídicas" realizadas 
por el Consejo en los últimos afios. La imposición de sanciones en virtud del 
Cap. VII va precedida de la determinación de una situación a las que se refiere 
el art. 39. Con cierta frecuencia, lo que constituye una "amenaza para la paz" a 
juicio del Consejo es la violación de una obligación internacional por parte de 
un Estado, es decir la existencia de un hecho internacionalmente ilícito cuya 
consecuencia jurídica fundamental es desencadenar la responsabilidad 
internacional del Estado infractor. En palabras de Bedjaoui: 
"La calificación jurídica de una situación por el Consejo de Seguridad 
acarrea en principio una condena jurídica cuando esta situación es el 
resultado de una acción contraria al Derecho internacional" 2 4 3. 
exonerados, en virtud del art. 103, esta vez sí, de cumplir sus obligaciones 
convencionales incompatibles con el art. 2 5 , "The Relationship between the 
International Court of Justice and the Security Council in the Light of the 
Lockerbie Case", 88 A.J.l.L. 1994, p. 643-677 . 
2 4 1 . S. ROSENNE: The Law and Practice .... cit., p. 70. Según Weeramantry, si 
el Consejo examina una situación que repercute directamente sobre el asunto 
planteado ante la Corte, ésta debe examinar si sus decisiones pueden entrar en 
conflicto con las medidas adoptadas o que están siendo consideradas por el Con-
sejo y cuando las circunstancias lo permiten debe intentar reforzar la acción del 
Consejo, aunque no hasta el extremo de dejar de emitir su juicio independiente 
sobre las cuestiones jurídicas (C.I.J. Recueil 1992, op. dis. Weeramantry, p. 58 ) 
2 4 2 . En este sentido, cfr. CU. Recueil 1992, op. ind. Lachs, p. 26. 
2 4 3 . "La visión de las culturas no occidentales sobre la legitimidad del 
Derecho internacional contemporáneo", XI Anuario de Derecho Internacional, 
1995, p. 54. 
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En estos supuestos, se ha señalado que las "calificaciones jurídicas" del 
Consejo deben ser declarativas del Derecho Internacional 2 4 4 . El problema que 
se plantea es si la Corte, en caso de estar llamada a decidir sobre esa misma 
controversia, queda vinculada por las calificaciones previas del Consejo al 
pronunciarse sobre la eventual violación del Derecho Internacional y sobre la 
atribución de responsabilidad internacional. La profesora Abellán ha señalado: 
"la posibilidad de contradicción entre una decisión del Consejo de 
Seguridad y una situación anterior amparada por el Derecho Internacional, 
plantea el riesgo adicional de situar al Tribunal Internacional de Justicia 
ante la tesitura de optar entre su función, como órgano judicial principal de 
las Naciones Unidas, de asegurar la legalidad dentro del sistema de la 
Carta, o la de aplicar el Derecho Internacional en tanto que derecho uni-
versal, y como máximo órgano judicial de la Comunidad Internacional. 
Situación que conduciría a enfrentar el interés de la independencia de la 
función judicial con el interés del funcionamiento del sistema de seguridad 
colectiva; resultado que entiendo no es querido ni está previsto en la 
Carta. Como tampoco lo está que la competencia de ambos órganos princi-
pales de las Naciones Unidas pueda entrar en conflicto a propósito del 
mantenimiento de la paz y seguridad internacional, y menos que tal 
colisión tenga como consecuencia la no aplicación del Derecho Interna-
cional" 2 4 5 . 
Tanto en las órdenes sobre medidas provisionales 2 4 6 , como en la sen-
tencia sobre las excepciones preliminares 2 4 7 , la Corte ha justificado la ausen-
cia de pronunciamiento sobre los efectos jurídicos de la Resolución 748 
(1992) aduciendo el carácter preliminar de los procedimientos, y remitiendo a 
la fase sobre el fondo del asunto 2 4 8 . En cualquier caso, la interpretación que la 
Corte realiza de los artículos 25 y 103 en las órdenes sobre medidas provisio-
2 4 4 . En este sentido, V. GOWLAND-DEBBAS: "The Relationship between the 
ICJ and the SC in the Light of the Lockerbie Case", cit., p. 6 7 3 . 
2 4 5 . V. ABELLÁN HONRUBIA: "La ampliación del concepto de mantenimiento 
de la paz y seguridad internacional por el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas cit, p. 19. 
2 4 6 . CU. Recueil 1992, p. 15, par. 39-40 . 
2 4 7 . CU. Recueil 1998, exceptions préliminaires, arret 27 septembre 1998, 
(Jamahiriya árabe libyenne c. Royaume-Uni), par. 5 0 y 53 .3 . 
2 4 8 . De este modo la Corte aporta una solución al tenor literal de la cuestión 
problema, pero subsiste el problema de fondo, el de la eventual ilicitud de 
la Resolución en cuestión (cfr. Reisman, "The Constitutional Crisis cit. pp. 
8 6 - 9 4 ) . 
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nales en los asuntos Lockerbie, hace difícil pensar en un pronunciamiento 
judicial contrario a la resolución del Consejo 2 4 9 . 
3. Posibilidad de un control judicial de las actuaciones del Consejo de 
Seguridad 
Existen varios casos, tanto en vía contenciosa como consultiva, en los 
que la cuestión planteada a la Corte guarda una conexión más o menos directa 
con la validez de algunas resoluciones del Consejo de Seguridad, 
suscitándose el problema de si la Corte podía realizar una valoración de esa 
naturaleza. 
En algunos casos, fundamentalmente en el marco de la función consul-
tiva, la Corte ha centrado parte de sus razonamientos jurídicos en su propia 
competencia para analizar la validez de una resolución. Es el caso de las opi-
niones consultivas en el asunto de Ciertos gastos de las Naciones U n i d a s 2 5 0 y 
de la opinión consultiva en el asunto de Nam ib i a 2 5 1 . En ambos casos fue 
cuestionada la competencia de la Corte para apreciar la validez de las reso-
luciones del Consejo de Seguridad - y de la Asamblea General- con argu-
mentos que giraban en torno a la formulación de la demanda y también a la 
relación entre la CIJ y los órganos políticos principales de la ONU. Como se 
verá, la Corte tuvo que recurrir a los principios que rigen el ejercicio de la 
función consultiva para determinar los límites de su misión y el alcance de su 
competencia. 
Otros dos casos han sido planteados en el marco de la función conten-
ciosa, y aún se hallan pendientes de la decisión de la Corte sobre el fondo del 
a s u n t o 2 5 2 . Fuera del ámbito de la Corte, también se ha planteado un 
249. En este sentido, cfr. el Prólogo de J. A. CARRILLO SALCEDO, a Terrorismo 
y respuesta de fuerza en el marco del Derecho Internacional, (C. Ramón 
Chornet), Tirant lo Blanch, Valencia, p. 16. 
250. Certaines dépenses des Nations Unies (article 17, paragraphe 2, de la 
Charte), Avis consultatif du 20 juillet 1962: CU. Recueil 1962, p. 151. 
251. Consequences juridiques pour les Etats de la presence continue de 
l'Afrique du Sud en Namibie (Sud-Ouest africain) nonobstant la resolution 276 
(1970) du Conseil de sécurité, avis consultatif, CU Recueil 1971, p. 16. 
252. Se trata de los asuntos concernientes a las cuestiones de interpretación 
y aplicación de la convención de Montreal de 1971 derivadas del incidente aéreo 
de Lockerbie y del asunto relativo a la aplicación de la Convención para la 
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problema de control judicial de las resoluciones del Consejo de Seguridad en 
el caso del Tribunal Penal para la antigua Yugoslavia, en la sentencia de la 
sala de apelación sobre la competencia del Tr ibunal 2 5 3 . 
3.1. Los pronunciamientos de la Corte en sede consultiva 
A tenor del art. 96 de la Carta, el Consejo de Seguridad -también la 
Asamblea General- puede solicitar a la CIJ una opinión consultiva sobre 
"cualquier cuestión jurídica", por lo tanto podría plantear a la Corte el 
problema de la validez de una resolución 2 5 4 . Hasta la fecha, sin embargo, el 
Consejo no ha hecho uso de tal posibilidad, aunque uno de los aspectos 
fundamentales en el único asunto planteado a la Corte por el Consejo de 
Seguridad, concernían precisamente a la validez de determinadas resoluciones 
del Conse jo 2 5 5 . El tema también se ha suscitado con ocasión de opiniones 
consultivas solicitadas por la Asamblea General, aunque la cuestión planteada 
a la Corte no hiciera mención expresa del problema 2 5 6 . 
prevención y castigo del genocidio, que enfrenta a Bosnia-Herzegovina con la 
R.F. de Yugoslavia, y en relación con el cual la Corte ha adoptado dos órdenes 
relativas a medidas provisionales (cfr. Application de la convention pour la 
prevention et la repression du crime de genocide, mesures conservatoires, 
ordonnance du 8 avril 1993, C.I.J. Recueil 1993, p. 3; idem ordonnance du 13 
septembre 1993, C.I.J. Recueil 1993, p. 325) y una sentencia sobre su competencia 
para conocer el caso (Application de la convention pour la prevention et la 
repression du crime de genocide, exceptions préliminaires, arrét 11 juillet 
1996). 
253. International Criminal Tribunal for the Former Yugoslavia: Decision 
in Prosecutor v. Dusko Tadic (Establishment of the International Tribunal), 35 
I.L.M. 32 (1996), pp. 36-48, par. 1-48. 
254. Esta posibilidad es expresamente contempalda en los trabajos prepara-
torios de la Conferencia de san Francisco, 13 U.N.C.I.O. pp. 709-710. 
255. Consequences juridiques pour les Etats de la presence continue de 
l'Afrique du Sud en Namibie (Sud-Ouest africain) nonobstant la resolution 276 
(1970) du Conseil de sécurité, avis consultatif C.I.J. Recueil 1971, p. 16. 
256. Cfr. fundamentalmente, Certaines dépenses des Nations Unies (article 
17, paragraphe 2, de la Charte), avis consultatif, C.I.J. Recueil 1962, p. 151. 
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3.1.1. La Corte no tiene poderes de control judicial respecto de las 
resoluciones del Consejo de Seguridad... 
A lo largo de la historia de la ONU, diferentes Estados han presentado 
propuestas al Consejo de Seguridad para que solicitara una opinión consultiva 
de la C.I.J. sobre un determinado a sun to 2 5 7 . Por el momento, el Consejo de 
Seguridad únicamente ha hecho uso de la facultad que le confiere el art. 96.1 
en una ocasión, en relación con la situación existente en Namibia. 
Con anterioridad, los debates efectuados en el Consejo a propósito de la 
cuestión indonesia, no permitieron finalmente solicitar una opinión consul-
tiva, pero resultan ilustrativos de la postura del Consejo. La cuestión fue 
examinada por el Consejo a lo largo de las sesiones 194 y 195 celebradas el 
25 de agosto de 1947; un proyecto de resolución belga ( S/517) proponía 
solicitar una opinión consultiva a la Corte sobre el problema de si el Consejo 
era competente para conocer la cuestión indonesia 2 5 8 . Las reacciones de los 
delegados de los distintos países fueron muy dispares: el representante de 
Francia, en apoyo de la propuesta, adujo que una opinión consultiva en esta 
materia sería de extrema utilidad en el intento de construir un sistema de 
reglas referentes a los límites de la competencia del Consejo 2 5 9 . Varios países 
destacaron que la solicitud de una opinión consultiva no podía obstaculizar ni 
entorpecer la acción del Conse jo 2 6 0 . En cuanto a las consecuencias de la opi-
nión consultiva, la delegación China resaltó que una vez pronunciada sería 
difícil de ignorar: aunque desde un punto de vista jurídico no existiera 
obligación formal de aceptar la opinión, desde un punto de vista moral sería 
grave que el Consejo no la tomase en consideración 2 6 1 . Finalmente, el pro-
257. Cfr. p. ej. SCOR, 1 st year, 1st series, 9 th meeting (6 Feb. 1946), pp. 156-
60; 2nd year. 194 meeting (24 August 1947), p. 2193; 3rd year, 334 th meeting 
(13 July 1948), pp. 52-53; 17th year, 992nd meeting (14 Mar. 1962), par. 11-122 
(S . BAILEY: The Procedure of the United Nations Security Council , cit. p. 479, n. 
101) 
258. Repertoire de la pratique du Conseil de sécurité, 1945-51; ST/PSCA/1 
Dep. des Affaires politiques et des affaires du Conseil de Sécurité, New York, 
1954, S/517, pp. 244-251. 
259. Repertoire de la pratique cit, 195 e. séance, France, pp. 2214-2215 
260. Repertoire de la pratique..., cit., Estados Unidos, 194e séance, p. 2201; 
Chine, 195e séance, p. 2217-2218, Francia, ibidem, p. 2215, Reino Unido, ibidem, 
p. 2218. 
261. Por otro lado, frente a los que consideraban que la adopción del Pro-
yecto belga podría constituir un precedente útil, el representante australiano 
relativizó su alcance en la medida en que en cada caso ante el Consejo los hechos 
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yecto de resolución, enmendado según una propuesta del Reino Unido, soli-
citaba a la Corte que se pronunciara sobre la competencia del Consejo en 
relación con la cuestión indonesia, buscando, por lo tanto, una respuesta 
detallada y no meramente afirmativa o negat iva 2 6 2 pero no fue aprobado. 
En el asunto de ciertos gastos de las Naciones Unidas, la opinión con-
sultiva solicitada por la Asamblea General tenía por objeto que la Corte 
determinase si los gastos de financiación de las operaciones para el mante-
nimiento de la paz establecidas por la ONU en el Oriente Medio (FUNU), en 
1956 y en el Congo (ONUC), en 1960, gastos autorizados por unas 
resoluciones de la Asamblea General, constituían gastos de la organización. 
En su respuesta, la Corte subrayó la inexistencia en el sistema de la Orga-
nización de un mecanismo para controlar judicialmente la validez de los actos 
normativos de los órganos: 
"Dans les systémes juridiques des États on trouve souvent une pro-
cedure pour determiner la validité d'un acte législatif ou gouvernemental, 
mais on ne rencontre dans la structure des Nations Unies aucune procedure 
analogue. Certaines propositions présentées pendant la redaction de la 
Charte et qui visaient á remettre á la Cour internationale de Justice 
l'autorité supreme d'interpréter la Charte, n'ont pas été adoptées; l'avis 
que la Cour s'appréte á donner ici est un avis consultatif..."263. 
En cuanto a la opinión consultiva sobre el asunto de Namibia, el Con-
sejo de Seguridad, por la Res. 284 (1970), de 29 de julio, decidió solicitar al 
TU una opinión consultiva sobre la cuestión siguiente: 
"¿Quelles sont les consequences juridiques pour les Etats de la 
presence continue de l'Afrique du Sud en Namibie, nonobstant la 
resolution 276(1970) du Conseil de sécurité?" 2 6 4 . 
y circunstancias son diferentes, cfr. Repertoire de la pratique cit., 195e séance, 
Australia, pp. 2215-2217. 
262. Repertoire de la pratique cit., Reino Unido, 194e séance, p. 2210. 
263. CIJ Recueil 1962, p. 168. 
264. El Consejo había afirmado en la resolución 276(1970) de 30 de enero, 
que la presencia continuada de las autoridades de Africa del Sur en Namibia era 
ilegal, y que todos los actos realizados por el gobierno sudafricano "en nombre de 
Namibia o respecto a ella" realizados después de la decisión de la Asamblea 
General de poner fin al mandato de la República Sudafricana sobre Namibia (27 de 
octubre de 1966) eran igualmente ilegales y nulos. 
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A lo largo de la sesión los representantes de los diferentes gobiernos 
manifestaron opiniones diversas en cuanto al alcance de la cuestión sometida a 
la Corte. El representante de Nepal, puso de relieve que la cuestión sometida 
a la Corte estaba claramente delimitada y no facultaba para pronunciarse sobre 
la legalidad o la validez de las resoluciones del Consejo (ni de la Asamblea 
Gene ra l ) 2 6 5 . Según el representante de la URSS la solución al problema de 
Namibia debía proceder del Consejo de Seguridad, desde esta perspectiva, la 
solicitud de una opinión consultiva no haría sino entorpecer el arreglo 
definitivo. No había una invitación directa a que la Corte se pronunciara sobre 
la validez de la resolución, sin embargo la mera solicitud de la opinión con-
sultiva ponía de manifiesto que su validez se había visto controvertida. La 
Corte, efectivamente, consideró que para responder correctamente a la cuestión 
que le había sido planteada era necesario examinar, en primer lugar, la validez 
de las resoluciones cuestionadas. Para proceder a tal examen debía resolver, 
con carácter previo, el problema de su competencia, aplicando los principios 
jurídicos que rigen su funcionamiento como órgano judicial principal de 
Naciones Unidas en el marco de la función consultiva. 
Al tratar sobre la posibilidad de analizar la validez de la resolución del 
Consejo de Seguridad concernida, la Corte se situó en la misma línea que en 
el asunto de ciertos gastos, al afirmar: 
"II est evident que la Cour n'a pas le pouvoir de controle judiciaire ni 
d'appel en ce qui concerne les decisions prises par les organes des 
Nations Unies dont il s'agit.Ce n'est pas sur la validité de la resolution 
2145 (XXI) de l'Assemblée genérale ou des resolutions connexes du 
Conseil de sécurité ni sur leur conformité avec la Charte que porte la 
demande d'avis consultatif' 2 6 6. 
Es indudable que la Corte Internacional de Justicia no es equiparable a 
un Tribunal constitucional ni a los tribunales que coronan la estructura judi-
cial de algunos países, con competencias para decidir sobre la validez de 
determinados actos legislativos y administrativos, con la posibilidad de 
declarar su nulidad y privarles de todo efecto jurídico. La Corte no tiene poder 
de control judicial porque sus decisiones no despliegan los efectos propios de 
265. Repertoire de la pratique du Conseil de sécurité. Supplement 1969-
1971, Nations Unies, New York, 1970. ST/PSCA/1/ Add. 6 , 1550e séance, par. 
81-83. Una postura similar adoptaron, entre otros, los representantes de Sierra 
Leona (Ibidem, par. 50-52), Burundi (Ibidem, par. 149-151). 
266. CU Recueil 1971, p. 45. 
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los órganos que efectivamente tienen ese poder, pero sí que puede analizar los 
efectos jurídicos de las resoluciones implicadas cuando sea necesario para 
responder adecuadamente a la cuestión planteada, así se deriva de las dos 
opiniones citadas, tal y como se analiza a continuación. 
3.1.2. ... pero la Corte puede examinar la validez de las resoluciones 
del Consejo a los efectos de pronunciarse sobre sus conse-
cuencias jurídicas 
En el asunto de ciertos gastos, la Corte examinó efectivamente las 
diversas resoluciones que consideró pertinentes para responder a la cuestión 
planteada, tanto de la Asamblea General como del Consejo de Seguridad. Hay 
que destacar que, en los debates previos a la solicitud de la opinión consul-
tiva, Francia propuso una enmienda con la finalidad de interrogar expresa-
mente a la Corte sobre la validez de las resoluciones de autorización de los 
gastos, pero dicha enmienda no prosperó. Sobre este particular, la Corte sub-
rayó que el rechazo de la enmienda francesa no le impedía examinar la confor-
midad de tales resoluciones con la Carta si lo estimaba oportuno: 
"la Cour doit avoir la pleine liberté d'examiner tous les elements 
pertinents dont elle dispose pour se faire une opinion sur une question qui 
lui est posee en vue d'un avis consultatif' 2 6 7. 
De hecho, el análisis de la Corte superó con creces las expectativas de la 
propuesta francesa pues consideró que para responder debidamente tenía que 
examinar no sólo la validez de las resoluciones en virtud de las cuales la 
Asamblea General había autorizado los gastos sino también la de las resolu-
ciones de base, en ejecución de las cuales se habían puesto en marcha dichas 
operaciones. Estas últimas comprendían tanto resoluciones de la Asamblea 
General como del Consejo de Seguridad 2 6 8 . 
Este último aspecto requiere un comentario adicional. El art. 96.1 de la 
Carta también concede a la Asamblea General la competencia para requerir una 
opinión consultiva "sobre cualquier cuestión jurídica"; algunos autores han 
2 6 7 . CU. Recueil ¡962, p. 157. 
2 6 8 . Cfr. H. THIERRY: "Les resolutions des organes internationaux dasn la 
jurisprudence de la Cour Internationale de Justice", t. 167, R.C.A.D.I., 1980-11, pp. 
3 9 4 - 4 0 0 . 
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señalado que, por lo tanto, podría someter a la Corte una cuestión concernien-
te a la eventual irregularidad de una resolución del Consejo de Seguridad 2 6 9 . 
Sin embargo, el art. 12 permite interpretar que la Asamblea General no podría 
valerse de esta facultad para plantear ante la Corte cuestiones directamente 
referidas a la actuación del Consejo de Seguridad 2 7 0 . En este sentido hay que 
precisar que si bien algunas opiniones consultivas pronunciadas por la CIJ a 
requerimiento de la Asamblea General contienen referencias a diversas actua-
ciones del Consejo de Seguridad, tales referencias se justifican por su estrecha 
conexión con el objeto de la demanda y quedan circunscritas al ámbito del 
razonamiento de la Corte, sin alcanzar nunca el dispositivo; nunca han 
constituido el objeto directo de la cuestión formulada 2 7 1 . 
En el asunto Namibia, tras afumar que no disfruta de un poder de control 
judicial sobre las resoluciones adoptadas por otros órganos de Naciones 
Unidas -Consejo de Seguridad y Asamblea General- dotados de la facultad de 
interpretar las disposiciones de la Carta que les afectan, la Corte añadió: 
"Cependant, dans l'exercise de sa fonction judiciaire et puisque des 
objections ont été formules, la Cour examinera ees objections dans son 
exposé de motifs, avant de se prononcer sur les consequences juridiques 
découlant de ees resolutions" 2 7 2. 
La primera afirmación parece incompatible con cualquier intento de re-
visar la validez jurídica de una resolución de los órganos mencionados, pero 
la aparente contradicción no parece suponer ningún obstáculo para que la 
Corte examine la validez de las resoluciones pertinentes ya que tal examen no 
es equiparable a un control o revisión judicial en sentido estricto. En primer 
lugar, porque sólo se realiza en el razonamiento, como apunta la Corte, pero 
2 6 9 . Cfr. por ejemplo, L. CAFLISCH: IS the International Court Entitled to 
Review Security Council Resolutions Adopted under Chapter VII of the United 
Nations Charter?, en Legal Questions Arising..., cit, p. 658 . 
2 7 0 . En este sentido, M. BEDJAOUI: Nouvel ordre mondialcit., p. 94 . 
2 7 1 . Conditions de la admission d'un Etat comme Membre des Nations 
Unies, (article 4 de la Charte), avis consultatif, 1948, C.I.J. Recueil 1947-1948, 
p. 5 7 ; Competence de l'Assemblée genérale pour I'admission d'un Etat aux 
Nations Unies, avis consultatif C.I.J. Recueil 1950, p. 4; Certains dépenses des 
Nations Unies (article 17, paragraphe 2, de la Charte), avis consultatif, C.I.J. 
Recueil 1962, p. 151 ; Sahara occidental, avis consultatif, C.I.J. Recueil 1975, 
p. 12. 
2 7 2 . C.I.J. Recueil 1971, p. 4 5 , par. 89.. 
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no el dispositivo de la opin ión 2 7 3 ; en segundo lugar, porque tal examen sólo 
se realiza cuando sea necesario, y en la medida necesaria, para responder 
convenientemente a la cuestión planteada 2 7 4 ; en tercer lugar, porque -como 
ponía de relieve la Corte en la opinión consultiva sobre ciertos gastos- la 
opinión de la Corte es consultiva, carece de fuerza vinculante incluso para el 
órgano que la solici ta 2 7 5 . 
Una vez emitida la opinión consultiva el 21 de junio de 1971, fue 
objeto de análisis por el Consejo a lo largo de diferentes sesiones. De las 
intervenciones de las diversas delegaciones se desprende que la mayoría de 
ellas, aunque suscribía la parte dispositiva de la opinión, consideraba que la 
Corte se había pronunciado sobre cuestiones que no eran esenciales en 
relación con la pregunta planteada por el Consejo como la amplia 
interpretación de los art. 24 y 25 de la Carta y los problemas que dicha 
interpretación comportaba en relación con el sistema institucional diseñado 
por la C a r t a 2 7 6 . Finalmente, en atención a las posiciones adoptadas por 
algunas delegaciones, el Consejo adoptó la Res. 301 ( 1 9 7 1 ) 2 7 7 en la que, aun 
273. Lógicamente si un órgano plantea directamente la cuestión de la validez 
de uno de sus actos no habría obstáculo alguno para que cualquier observación al 
respecto figurara en el dispositivo. 
274. CIJ Recueil 1971, p. 45. 
275. CIJ Recueil 1962, p. 168. 
276. 1593 séance, par. 33-45. El representante de Africa del Sur había 
manifestado el rechazo terminante de su gobierno frente a la opinión consultiva; 
en particular, consideraba especialmente inaceptable una interpretación del art. 25 
que implicaba que toda decisión del Consejo podía tener carácter vinculantes si 
tal era la intención del Consejo, con independencia del Capítulo en que se ins-
cribiese su acción (1584 séance, par. 55-140, representante de África del Sur). 
Francia y Gran Bretaña, en contra del razonamiento avanzado por la CIJ, sostu-
vieron que el Consejo de Seguridad sólo podía adoptar decisiones vinculantes 
actuando en el marco del Capítulo VII, previa constatación de la existencia de una 
amenaza contra la paz según el art. 39 (1588 séance, par. 15-19, Francia; par. 49-
61, Gran Bretaña). 
277. Adoptada sobre la base de un proyecto presentado por Somalia 
-S/10372, Doc. Off. 26 année, Suppl. oct-dec. 1971, p. 28-29 - modificado 
(S/10372/Rev. 1). Vide 1595 séance, Somalie, par. 6-9. Liberia fue una de las pocas 
delegaciones que apoyó plenamente la opinón emitida por la Corte , valorada 
positivamente como interpretación clara de los límites de la actuación del 
Consejo. Según esta delegación, la interpretación amplia de los art. 24 y 25 de la 
Carta contenida en la opinión [según la cual el Consejo se halla investido de 
poderes generales y no sólo de los poderes específicos a los que se refiere el art. 
24.2, siempre y cuando se conformen a los "fines y propósitos de las Naciones 
Unidas"] era la que mejor se acomodaba con los debates de la UNCIÓ —en la que 
fracasaron todas las tentativas para restringir los poderes del Consejo de 
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refiriéndose en varios párrafos a la opinión, no la asume en su totalidad: 
únicamente se refiere al par. 133, es decir, el dispositivo, que se ceñía a la 
cuestión planteada por el Consejo 2 7 8 . 
En definitiva, no es posible ejercer control judicial en sentido estricto 
mediante opiniones consultivas ya que, aunque estimaran carente de validez 
una resolución, no poseen fuerza jurídica vinculante: no podrían anularla y la 
resolución seguiría desplegando sus efectos. No obstante, aunque la autoridad 
de una decisión de la Corte que constatase la invalidez de una resolución no 
bastaría para determinar su nulidad, ciertamente, la colocaría es una difícil 
s i tuación 2 7 9 . 
3.1.3. Los criterios utilizados por la Corte para analizar la validez 
de las resoluciones del Consejo 
De los análisis de la Corte a propósito de la validez de diferentes reso-
luciones sometidas a su consideración, se deducen varios principios. En 
primer lugar, que las resoluciones de los órganos de Naciones Unidas gozan 
de una presunción general de validez, que admite prueba en contrario. En 
palabras de la Corte: 
Seguridad , así como las que se proponían restringir el art. 25 a las decisiones 
adoptadas en virtud de los Cap. VI, VII y VII— y a la práctica seguida por los 
órganos de las Naciones Unidas [y cita el Rep. de la pratique suivie par les 
organes des Nations Unies, Suppl. n°l, vol. 1, p. 271, donde se señala que el art. 
25 "ne contient aucune delimitation precise de la portee des questions auxquelles 
il s'applique" y que el Consejo de Seguridad "n'a jamais défini l'étendue de 
l'obligation qui incombe aux membres de l'Organisationen vertu de l'art. 
25].(Répertoire de la pratique du Conseil de sécurité. Supplement 1969-1971, 
Nations Unies, New York, 1970. ST/PSCA/1/ Add. 6 , Liberia, 1594 séance, par, 
19-42). 
278. En la resolución, el Consejo de Seguridad: "5. Toma nota con bene-
plácito de la opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia de 21 de 
junio de 1971; 6. Está de acuerdo con la opinión de la Corte, según se expresa en 
el párrafo 133 de la opinión consultiva..." 
279. Según H. Thierry, en un caso semejante, la resolución se vería privada de 
todo valor si no en derecho sí de hecho, cfr. "Les resolutions des organes 
internationaux cit. p. 400. 
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"Toute resolution émanant d'un organe des Nations Unies réguliére-
ment constitué, prise conformément á son réglement et déclarée adoptée par 
son president, doit étre présumée valable" 2 8 0 . 
La razón probablemente haya que buscarla en el principio ya señalado, 
según el cual, en el sistema de Naciones Unidas, en principio, corresponde a 
cada órgano determinar su propia competencia 2 8 1 . Junto a esta razón principal 
se podría añadir la de exigencia de seguridad ju r íd ica 2 8 2 . Por otro lado, hay 
que destacar que siempre que ha analizado la validez de las resoluciones de un 
determinado órgano, la Corte ha señalado que procedía a dicho examen como 
consecuencia de las objeciones sucitadas contra las mismas por algunos 
Es t ados 2 8 3 , de lo que se deduce que la CIJ no cuestionaría por propia inicia-
tiva la validez de las decisiones adoptadas por otros órganos, aunque se reser-
va el derecho de estudiar las objeciones aducidas por los Es tados 2 8 4 . 
En segundo lugar, como subrayó la Corte en el asunto de ciertos gastos, 
el requisito principal de validez de una resolución es su conformidad con los 
fines y principios de la Organización, tal y como vienen enunciados en la 
Carta: 
"... lorsque l'Organisation prend des mesures dont on peut dire á juste 
titre qu'elles sont appropriées á l'accomplissement des buts declares des 
Nations Unies, il est á présumer que cette action ne dépasse pas les pou-
voirs de l'Organisation" 2 8 5. 
2 8 0 . CU Recueil 1971, p. 22 . 
2 8 1 . CIJ Recueil 1962, p. 168. 
2 8 2 . La opinión individual del juez Morelli en el asunto de Ciertos gastos 
de las Naciones Unidas contiene interesantes observaciones sobre este particular. 
Este juez sostiene que, en ausencia de un mecanismo internacional de control de 
validez de los actos jurídicos de los órganos, similares a los de los derechos 
internos, la validez de las resoluciones podría verse cuestionada en todo 
momento. 
2 8 3 . CU Recueil 1971, p. 22 , y p. 4 5 . 
2 8 4 . En este sentido, H. THIERRY: "Les resolutions des organes interna-
tionaux cit. p. 424 . 
2 8 5 . CIJ Recueil 1962, p. 168. Según H. Thierry, esta postura se muestra en 
plena coherencia con la teoría jurisprudencial de las competencias implícitas 
(cfr. "Les resolutions des organes internationaux cit. p. 415 ) . La doctrina de 
las competencias implícitas representa, por otro lado, una dificultad adicional para 
apreciar el límites de las competencias de un órgano, en la medida en que tales 
competencias no se limitan a los poderes expresamente contemplados en la Carta 
(Cfr. CU. Recueil 1949, p. 182. La doctrina de las competencias implícitas, como 
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Por último, queda un tercer punto. La opinión consultiva en el asunto 
de ciertos gastos de las Naciones Unidas, da a entender, que una acción 
adoptada conforme a los fines de la Organización, aunque haya sido adoptada 
por un órgano no habilitado para ello, puede ser válida si únicamente va en 
contra de la economía interna de la Organización 2 8 6 . La doctrina se divide en 
este aspecto: algunos autores interpretan que los vicios de procedimiento no 
constituyen un motivo de invalidez de la resolución v ic iada 2 8 7 ; otros autores 
han conferido un alcance relativo a dichas afirmaciones, poniendo de relieve 
que otros pronunciamientos parecen exigir, por el contrario, que las 
resoluciones hayan sido adoptadas conforme a las normas que rigen la 
competencia y procedimiento del órgano en cuest ión 2 8 8 . 
3.2. Los pronunciamientos de la Corte en sede contenciosa 
La cuestión a dilucidar es en qué medida el marco que definen la Carta y 
el Estatuto para el ejercicio de la función judicial le permiten examinar la 
legalidad de los actos del Consejo (sólo en este sentido consideramos que la 
Corte tiene competenciar para "revisar" o "controlar" la actividad del Con-
señala la Corte, ya había sido aplicada por su predecesora, la C.P.J.I. a la O.I.T. en 
su Avis consultatif n" 13, du 23 juillet 1926, serie B, n° 13, p. 18). 
286. La Corte lo dice con estas palabras: "S'il est admis que Taction en 
question releve des fonctions de l'Organisation, mais qu'on allegue qu'elle a été 
entreprise ou menee d'une maniere non conforme á la repartition des fonctions 
entre les divers organes ... on aborde ... l'économie interne de l'Organisation. Si 
Faction a été entreprise par un organe qui n'y était pas habilité, il s'agit d'une 
irrégularité concernant cette économie interne, mais il ne ressort pas nécessaire-
ment que la dépense encourue n'était pas une dépense de l'Organisation." 
(CIJ Recueil 1962, p. 168). Cfr. E. Lauterpacht, "The Legal Effects of Ilegal Acts of 
International Organizations", Cambridge Essays in International Law. Essays in 
Honour of Lord McNair, Stevens & Sons, London, 1965, p. 11; R. Y. JENNINGS: 
"Nullity and Effectiveness in International Law", Ibidem, p. 82, citados por 
M. Bedjaoui en Nouvel ordre mondialcit., pp. 34-35. 
287. M. BEDJAOUI: Nouvel ordre mondial cit., pp. 34-35; D. BOWETT: 
"The Impact of the Security Council Resolutions cit., p. 94. 
288. Así se deriva de una serie de pronunciamientos en los que la Corte 
confirmó la validez de las resoluciones cuestionadas tras apreciar la inexistencia 
de los vicios de forma aducidos contra las mismas, en asuntos como Ciertos gastos 
de las Naciones Unidas, cfr. CIJ Recueil 1962, p. 171; CIJ Recueil 1971, p. 22 y 
p. 47, par. 97. En este sentido, H. THIERRY: "Les resolutions des organes interna-
tionaux p. 417. 
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sejo) y, en su caso, con qué efectos. En la función consultiva ha sido posible 
deducir una postura de la C o r t e 2 8 9 . En los apartados que siguen se analizan 
dos controversias en las que también se suscita, con diferentes perfiles, la 
cuestión del control. 
3.2.1. La interpretación conjunta de los artículos 25 y 103 de la 
Carta y la primada de las resoluciones del Consejo 
Como ya se ha señalado, en los asuntos Lockerbie la Corte tenía que 
abordar en fase de medidas provisionales una serie de espinosas cuestiones, 
entre ellas, la de su competencia para controlar la legalidad de una decisión 
del Consejo de Seguridad. El demandante alegaba que la resolución 748 
(1992) del Consejo de Seguridad, al exigir a Libia la entrega de los sospe-
chosos, excedía las facultades conferidas por la Carta, podía ocasionarle un 
perjuicio irreparable y violaba o amenazaba con violar el disfrute de los 
derechos conferidos a Libia por la Convención de Montreal. 
La Corte tras destacar que en la fase de las medidas provisionales, no 
podía pronunciarse sobre la cuestión de fondo 2 9 0 , subrayó que todos los Esta-
dos parte en la controversia, en cuanto miembros de Naciones Unidas, tenían 
la obligación de aceptar y aplicar las decisiones del Consejo de Seguridad, en 
virtud del artículo 25 de la Carta y que "prima facie esta obligación se 
extendía a la decisión contenida en la resolución 748 (1992)" 2 9 1 , por lo que, 
de acuerdo con el artículo 103, las obligaciones derivadas de dicha resolución 
para las Partes prevalecían sobre sus obligaciones derivadas de cualquier otro 
acuerdo internacional, incluida la Convención de Montreal 2 9 2 . En cuanto a las 
289 . De las opiniones consultivas analizadas se puede concluir que la Corte 
considera que no tiene poder de revisión o control judicial en sentido estricto, lo 
que no ha impedido que la Corte, en el marco de su competencia consultiva, ana-
lizara la validez de varias resoluciones cuando habían sido cuestionadas. Hay que 
destacar que dicho análisis siempre ha concluido respaldando la validez de las 
resoluciones impugnadas. 
290. CU. Recueil 1992, p. 14, par. 38. 
291. C.I.J. Recueil 1992, p. 15, par. 39. 
292. El artículo 103 no establece que "la Carta" prevalecerá, habla de las 
"obligaciones en virtud de la Carta", lo que incluye, según destaca R. Bernhardt, 
tanto las obligaciones que derivan directa e inmediatamente de la Carta (por 
ejemplo, la solución pacífica de controversias y la prohibición de recurrir al uso 
de la fuerza), como las decisiones vinculantes de los órganos de las Naciones 
Unidas, habilitados por la Carta para adoptar acots con fuerza vinculante (Cfr. The 
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consecuencias de tal afirmación sobre las medidas provisionales solicitadas 
por Libia: 
"á ce stace, la Cour n'a done á se prononcer définitivement sur l'effet 
juridique de la resolution 748 (1992) du Conseil de sécurité, elle estime 
cependant que, quelle qu'ait été la situation avant l'adoption de cette 
resolution, les droits que la Libye dit teñir de la Convention de Montreal 
ne peuvent á present étre consideres comme des droits qu'il conviendrait 
de proteger par l'indication de mesures conservatoires; 
... une indication des mesures démandées par la Libye serait de nature á 
porter atteinte aux droits que la resolution 748 (1992) du Conseil de 
sécurité semble prima facie avoir conférés au Royaume Un í " 2 9 3 . 
En las sentencias de 27 de febrero, relativas a las excepciones preli-
minares, la Corte remitió nuevamente al examen de la cuestión de fondo tras 
afirmar que no tenía un "carácter exclusivamente preliminar" la excepción de 
los demandados según la cual las resoluciones 748 (1992) y 883 (1993) del 
Consejo de Seguridad habrían privado de objeto a las demandas libias. En 
esta ocasión, sin embargo, la Corte mostró una enorme cautela en cuanto a 
los efectos de la interpretación conjunta de los artículos 25 y 103 de la Carta, 
aspecto central de sus órdenes sobre medidas provisionales y que, como reco-
noce ahora la Corte, son más propios de un pronunciamiento sobre el fondo: 
"le prononcé d'un non-lieu postulerait nécessairement: d'une part une 
decision établissant que les droits revendiqués par la Libye aux termes de 
la Convention de Montreal sont incompatibles avec les obligations 
découlant pour elle des resolutions du Conseil de sécurité; et d'autre part 
une decision faisant prévaloir ees obligations sur ees droits par le jeu des 
articles 25 et 103 de la Charte... 
Si la Cour devait statuer sur cette exception, elle statuerait done 
immanquablement sur le fond" 2 9 4 . 
Charier of the United Nations. A Commentary, (Bruno Simma, Ed.), Oxford 
University Press, 1994, Com. artículo 103, R. Bernhardt, pp. 1120-1121). 
293. C.I.J. Recueil 1992, p. 15, par. 40, 41. 
294. C.I.J. Recueil 1998, arret 27 fevrier 1998,(Jamahiriya arabe libyenne 
c. Rayaume-Uni), exceptions préliminaires, par. 50. En la parte dispositiva, la 
votación sobre este punto (par. 53.3) refleja una división considerable de la Corte: 
diez jueces votaron a favor del carácter no exclusivamente preliminar de la 
excepción y seis votaron en contra. Vide en particular las opiniones disidentes de 
los jueces Schwebel y Jennings, que desarrollan con cierta extensión su postura 
en cuanto a las relaciones entre las competencias del Consejo y de la Corte y, en 
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Las sentencias sobre las excepciones preliminares en los asuntos 
Lockerbie no contienen pronunciamientos que contribuyan al análisis del 
ejercicio paralelo de competencias por parte de la Corte y del Consejo. La 
Corte rechazó las excepciones presentadas por los demandados por su carácter 
no exclusivamente preliminar, o por hacer referencias a elementos - l as 
resoluciones del Consejo- posteriores a la introducción de la demanda libia: 
"conformément á une jurisprudence constante, si la Cour était 
compétente á cette date elle l'est demeurée; 1'intervention ultérieure des 
resolutions susvisées en saurait affecter une competence déjá établie , . . " 2 9 5 . 
Las órdenes sobre medidas provisionales, por el contrario, encierran va-
rios elementos de interés, aunque con la limitación inherente a su naturaleza, 
que excluye la posibilidad de pronunciamientos definitivos sobre el fondo. 
Con la fórmula utilizada en las órdenes, la Corte respeta la situación creada 
por una resolución vinculante del Consejo de Seguridad, sin dejar de consi-
derarse competente para seguir conociendo el fondo del asunto y de asumir, 
implícitamente, su competencia para "pronunciarse definitivamente sobre los 
efectos jurídicos" de la Resolución 748 en esa fase ulterior del proceso. 
La Corte debe aplicar el Derecho Internacional y, como señala el juez 
Lachs, las decisiones vinculantes del Consejo de Seguridad son una parte 
particular, en cuanto a la imposibilidad de un control de la legalidad de las 
decisiones del Consejo de Seguridad por parte de la Corte. 
295. Idem, par. 38. Ciñéndonos a las excepciones que guardan conexión con 
la actuación del Consejo, los demandados habían sostenido que las resoluciones 
748 (1992) y 883 (1993) del Consejo de Seguridad tenían por efecto suplantar los 
derechos reivindicados por Libia sobre la base de la Convención de Montreal 
(par. 37); la Corte no entró a analizar el efecto de las resoluciones sobre la 
Convención y se limitó a rechazar la excepción argumentando que las resoluciones 
del Consejo eran posteriores a la introducción de la demanda. Esta fue también la 
razón del rechazo de la primera excepción de inadmisibilidad, según la cual las 
resoluciones del'Consejo prevalecerían, de acuerdo con los artículos 25 y 103 de 
la Carta, sobre la Convención de Montreal (par.41). En conexión con esta excep-
ción de inadmisibilidad, ambos demandados planteaban que, aunque posteriores, 
las resoluciones del Consejo habrían dejado sin objeto la demanda libia, posibi-
lidad admitida por una jurisprudencia constante (par. 46). La excepción fue 
igualmente rechazada, esta vez en razón de su carácter no exclusivamente preli-
minar, en el sentido del artículo 79 del Reglamento de la Corte (par. 43-45). 
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integrante del m i s m o 2 9 6 . En cuanto a la presunción de la validez de la Reso-
lución 748, la Corte ha señalado en reiteradas ocasiones que las resoluciones 
de los órganos de Naciones Unidas disfrutan de una presunción general de 
validez, que admite prueba en contrario 2 9 7 . En fase de medidas provisionales, 
aunque Libia impugnara la resolución en cuestión, debía presumirse su 
validez prima facie. 
Algunos autores destacan que, al denegar las medidas provisionales 
atendiendo a la validez prima facie de la resolución 748, la Corte reconoce la 
existencia de amplios poderes discrecionales del Consejo, pero dejando 
abierta la posibilidad de analizar la validez de la resolución en la fase sobre el 
f o n d o 2 9 8 . Para otros autores, la referencia al valor vinculante prima facie 
significa que en la fase sobre el fondo la Corte tendrá que analizar los efectos 
jurídicos de la resolución, pero no que pueda pronunciarse sobre su 
va l i dez 2 9 9 . Conforti ha destacado que, en relación con la resolución 748, la 
2 9 6 . C.I.J. Recueil 1992, op. ind. Lachs, p. 26 -27 . En particular, el juez 
Lachs puntualiza que la decisión de la Corte no debe interpretarse como una 
abdicación de sus competencias: por un lado, atendiendo a la situación creada por 
la resolución 748 , no podía indicar medidas provisionales útiles -al menos así lo 
consideró la mayoría-; por otro, en esa fase del procedimiento la Corte debía 
limitarse a aceptar la validez prima facie de la Resolución, sin analizarla. 
2 9 7 . Consequences juridiques pour les Etats de la presence continue de 
l'Afrique du Sud en Namibie (Sud-Ouest africain) nonobstant la resolution 276 
(1970) du Conseil de Sécurité, CU. Recueil 1971, p.22, par. 20 . 
2 9 8 . En este sentido, T. FRANCK: "The 'Powers of Appreciation': Who Is 
the Ultimate Guardian of the United Nations Legality", 86 A.J.I.L., 1992, p. 5 2 1 ; 
TOMUSCHAT: "The Lockerbie Case before the International Court of Justice", 4 8 
Review (International Commision of Jurists), 1992 , pp. 4 6 - 4 8 . McWhinney se 
refiere a la "autolimitación" o a la "contención" de la Corte en el ejercicio de sus 
competencias, al eludir asumir de manera inequívoca la facultad de revisar la 
validez de la actuación del Consejo, y señala que el aparente "retroceso" de la 
Corte debe ser valorado con perspectiva, dentro del proceso, más a largo plazo, de 
asunción por la CIJ de una función de control de "constitucionalidad" de las 
acciones de otros órganos de la Organización (Judge Manfred Lachs and judicial 
Law-Making..., cit., p. 29) . 
2 9 9 . En este sentido, Sciso: "Puó la Corte internazionale di giustizia 
rilevare l'invaliditá di una decisione di Consiglio di sicurezza?"7?!v/sto di D.I., 
1992, p. 374. ; GAJA: "Reflexions sur le role du Conseil de sécurité cit., pp. 
3 1 4 - 3 1 7 ; L. CAFLISCH: "IS the International Court of Justice Entitled to Review 
..." cit., p. 6 4 3 . Para Sciso, la competencia de la Corte al analizar el fondo del 
asunto consistiría en decidir si, afirmada la existencia de un derecho de Libia 
conforme a la Convención de Montreal, de no extraditar y juzgar, el gobierno libio 
puede invocar tal derecho frente a Estados Unidos y Reino Unido mientras exista 
la resolución 7 4 8 del Consejo de seguridad, que impone a Libia la entrega y a los 
Estados miembros la obligación de adoptar medidas coercitivas frente a Libia, 
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cuestión de fondo no es si la resolución del Consejo que impone a Libia la 
obligación de extraditar a los sospechosos es contraria a la Convención de 
Montreal, o incluso a un principio de derecho consuetudinario, porque el 
derecho internacional no constituiría, para dicho autor, un límite per se a la 
acción del Conse jo 3 0 0 : la cuestión real es si la consideración de la negativa 
libia a extraditar a los sospechosos puede considerarse como una amenaza 
contra la paz, según el sentimiento común de los Es tados 3 0 1 . 
En cuanto a las opiniones separadas de los jueces, son varios los que 
destacan que el Consejo de Seguridad no disfruta de poderes ilimitados al 
actuar en el marco del Capítulo V I I 3 0 2 , al mismo tiempo señalan con claridad 
que la existencia de tales límites y la competencia para determinarlos son 
cuestiones diferentes 3 0 3 . Todos coinciden, salvo El-Kosheri 3 0 4 , en que en fase 
teniendo en cuenta que, en virtud del artículo 103 de la Carta "[e]n caso de 
conflicto entre las obligaciones contraídas por los Miembros de las Naciones 
Unidas en virtud de la presente Carta y sus obligaciones contraídas en virtud de 
cualquier otro Tratado internacional, prevalecerán las obligaciones impuestas por 
la presente Carta." 
3 0 0 . En este sentido, el juez Oda señala en su declaración: "conformément au 
droit positif établi par la Charte des Nations Unies, une resolution du Conseil de 
sécurité peut avoir force obligatoire, sans égard á la question de savoir si elle est 
en harmonie avec le droit international émanant d'autres sources. Certes ríen 
n'oblige le Conseil de sécurité, agissant dans le cadre de son mandat, á proceder á 
une evaluation complete des regles et circonstances éventuellement pertinentes 
avant de prendre les decisions qu'il juge nécessaires" (C.I.J. Recueil 1992, p. 17) 
3 0 1 . CONFORTI: "Le pouvoir discrétionnaire du Conseil de Sécurité ...", cit., 
p. 60 . 
3 0 2 . En este sentido, la declaración de Ni, CU Recueil 1992, p. 2 0 - 2 2 ; op. 
dis. BEDJAOUI: pp. 45 -46 ; op. dis. WEERAMANTRY: pp. 6 0 - 6 1 ; op. dis. B. AJÍ-BOLA: 
pp. 88 , 92 ; EL KOSHERI: pp. 101-102 
3 0 3 . El juez Shahabuddeen reconduce el auténtico núcleo de la controversia 
a las siguientes cuestiones: "La question qui surgit maintenant du fait de la 
contestation par la Libye de la validité de la resolution 7 4 8 ( 1 9 9 2 ) est celle de 
savoir si une decision du Conseil de sécurité peut l'emporter sur les droits qui 
ont juridiquement les États et, en ce cas, s'il existe quelque restriction au pouvoir 
du Conseil de sécurité d'apliquer á une situation une qualification qui permette 
d'adopter une decision entraínant de telles consequences. Les pouvoirs depre-
ciation du Conseil ont-ils des limites? Etant donné l'équilibre de forces sur 
lequel repose la structure de l'Organisation des Nations Unies ... peut-on con-
cevoir qu'il y ait un point au-delá duquel l'on peut légitimement s'interroger, en 
droit, sur la competence du Conseil de sécurité de produire de tels effets préémi-
nents? S'il y a de telles limites, quelles sont-elles? Quel organe, sinon le Conseil 
de sécurité, est-il competent pour dire en quoi elles consistent?"(C./.J. Recueil 
1992, op. ind. Shahabuddeen, p. 32) . Tras plantear tales cuestiones, el juez formula 
unas observaciones que también resultan de gran interés. Por un lado, señala, una 
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de medidas provisionales la Corte no puede pronunciarse sobre la validez de 
la resolución, su validez debe presumirse. En cuanto a la posibilidad de 
analizar la legalidad de las resoluciones del Consejo en la fase sobre el fondo 
del asunto, varios jueces la admiten explícitamente, y otros no la excluyen. 
El juez Weeramantry parece excluir, inicialmente, toda posibilidad de 
control respecto de las actuaciones del Consejo en el marco del capítulo VII al 
señalar que cuando el Consejo actúa en virtud del Capítulo VII disfruta de un 
margen de apreciación política en el que la Corte no puede entrar: 
"lorsque il s'agit de constater l'existence d'une menace contre la paix, 
d'une rupture de la paix ou d'une acte d'aggression, le Conseil jouit 
d'une totale liberté d'appréciation. II semble que c'est le Conseil, et lui 
seul, qui est juge de l'existence d'un état de choses qui entrame la mise en 
application du chapitre V I L Cette decision est prise par le Conseil de 
sécurité en faisant intervenir son propre jugement et dans l'exercise du 
pouvoir totalement discrétionnaire qui lui est conféré par l'article 
3 9 . . . " 3 0 5 . 
A continuación, sin embargo, parece admitir una cierta facultad de revi-
sión, al referirse a las decisiones "válidas" del Consejo, y al matizar que su 
competencia sólo quedaría excluida prima facie: 
"Ainsi, une question qui fait l'objet d'une decision valable du 
Conseil de sécurité en vertu du chapitre VII n'est pas, prima facie, de 
celles dont la Cour puisse valablement connaitre" 3 0 6 . 
El juez Oda señala en su declaración que, en realidad, los derechos cuya 
protección solicita Libia son "derechos soberanos del derecho internacional 
respuesta negativa, es decir que considerara que no existen límites a la apreciación 
del Consejo de Seguridad, aunque crearía una situación extraña "no es necesaria-
mente insostenible jurídicamente."Por otro lado, pone de relieve que la existencia 
de límites a la acción del Consejo de Seguridad y la competencia de la Corte para 
verificar su efectivo respeto son problemas de distinto orden: admitir que el poder 
de apreciación del Consejo tenga límites no determina que la Corte tenga 
facultades para entrar en ese terreno. En el mismo sentido se pronuncia el juez 
Schwebel en su opinión disidente a las sentencias de 2 7 de febrero de 1998 sobre 
las excepciones preliminares. 
3 0 4 . CU. Recueil 1992, op. dis. EL-KOSHERI: p. 107, par.47 
3 0 5 . CU. Recueil 1992, op. dis. WEERAMANTRY: p. 66 . 
3 0 6 . Ibidem. 
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general", no amparados por la Convención de Montreal, que es la base de 
competencia invocada por L ib i a 3 0 7 . Apoyándose en la declaración de Oda, el 
profesor T. Franck sugiere que si la base de la competencia de la Corte no 
hubiera sido tan estrecha 3 0 8 , en lugar del mero carácter abusivo de una deman-
da de extradición Libia hubiera podido invocar que la demanda coercitiva de 
extradición de un nacional viola sus derechos soberanos en virtud del Derecho 
internacional general. Según Franck, la controversia, planteada en estos 
términos, hubiera sido radicalmente diferente pues la interpretación de los 
artículos 25 y 103 no permitiría "derogar" los derechos derivados del Derecho 
Internacional Genera l 3 0 9 . Ya se ha tenido ocasión de analizar que el alcance 
del artículo 103 es objeto de interpretaciones divergentes por parte de la doc-
trina, en particular, los profesores Condorelli y Pellet han sostenido que las 
previsiones del artículo 103 también serían operativas respecto del derecho 
internacional genera l 3 1 0 . En cualquier caso, no era la situación presente y, por 
lo tanto, la Corte no deberá pronunciarse al respecto 3 1 1 . 
307. CU. Recueil 1992, declaración Oda, pp. 18-19. 
308. Por ejemplo, si Libia hubiera aceptado la competencia obligatoria en 
virtud del art. 36.2 y hubiera introducido la demanda con base en el derecho 
internacional general y no en la Convención de Montreal. 
309. T. FRANCK: "The 'Powers of Appreciation' cit. p. 522. También 
Bowett defiende que el artículo 103 de la Carta únicamente crea una primacía de 
las obligaciones derivadas de la carta sobre otras obligaciones de naturaleza 
convencional, pero no sobre las derivadas de las normas de Derecho Internacional 
General ("The Impact of Security Council cit., p. 92). 
310. L. CONDORELLI: "La Corte internazionale di giustizia ...", cit., p. 912; 
A. PELLET: "Peut-on et doit-on contróler cit., pp. 236-238. 
311. Con anterioridad a los asuntos Lockerbie, la Corte, sólo se ha referido al 
artículo 103 en una ocasión, en el asunto de las actividades militares y parami-
litares contra Nicaragua, en que se subraya expresamente la primacía de la Carta, 
respecto de otros acuerdos regionales o multilaterales: "La Cour ne pense pas que 
le processus de Contadora, quel que soit son intérét, puisse étre consideré comme 
constituant á proprement parler un "accord regional" aux fins du Chapitre VIII de 
la Charte des Nations Unies. II importe aussi de ne pas perdre de vue que tous les 
accords régionaux, bilateraux et méme multilateraux, que les Parties á la présente 
affaire peuvent avoir conclus au sujet du réglement des différends ou de la 
juridiction de la Cour internationale de Justice, sont toujours subordonnés aux 
dispositions de l'article 103 de la Charte" (CU. Recueil 1984, p. 430, par. 87). 
Aunque se trata de un párrafo difícil de entender y la referencia al artículo 103 en 
este contexto es problemática, atendiendo al fundamento voluntario de la 
competencia de la Corte ( Cfr. The Charter of the United Nations..., cit., Com. 
artículo 103, R. BERNHARDT: pp. 1123-1125). 
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Es interesante destacar un último aspecto de los asuntos Lockerbie. Las 
opiniones separadas de dos j u e c e s 3 1 2 señalan que el principio aut dedere aut 
puniré es un aspecto importante de la soberanía estatal, consolidado como 
principio de derecho internacional consuetudinario y según ciertos juristas, un 
principio general de ius cogens313. La cuestión del ius cogens, en el asunto 
Lockerbie, es someramente apuntada en estas dos opiniones separadas, pero 
en el asunto relativo a la interpretación de la Convención sobre el Genocidio, 
se plantea de modo más agudo el posible conflicto entre una resolución del 
Consejo de Seguridad y una norma de ius cogens, cuestión analizada con 
cierta profundidad por el juez Lauterpacht en su opinión separada, y de la que 
se ocupa el apartado siguiente. 
3.2.2. La Corte ante una posible contradicción entre resoluciones del 
Consejo de Seguridad y una norma de ius cogens 
La República de Bosnia-Herzegovina depositó el 20 de marzo de 1993 
una demanda introductiva de instancia contra Yugoslavia. En ella se afirmaba 
la responsabilidad internacional de Yugoslavia por actos de genocidio prac-
ticados en territorio bosnio, en contravención de la Convención sobre la pre-
vención y la represión del crimen del genocidio (en lo sucesivo Convención 
sobre el Genocidio) -en cuyo art. IX fundamentaba Bosnia-Herzegovina la 
competencia del Tribunal- y de otras normas de Derecho Internacional 3 1 4 . 
Algunos puntos de la demanda introductiva suscitan el problema de la 
competencia de la Corte para pronunciarse sobre la interpretación y, por vía de 
consecuencia, sobre la legalidad de una resolución del Consejo de 
3 1 2 . Questions d'interpretation et d 'application de la Convention de 
Montreal de 1971 resultant de l'incident aérien de Lockerbie (Jamahiriya árabe 
libyenne c. Royaume Uni), mesures conservatoires, ordonnance du 14 avril 
1992, C.I.J. Recueil 1992, op. dis. de WEERAMANTRY: p. 69 ; en el mismo sentido, 
AJIBOLA, p. 82 . 
3 1 3 . Cfr. M . CHERIF BASSIOUNI: International Extradition: U.S. Law and 
Practice, 1987, p. 22 , cit. por Weeramantry, en p. 69 . 
3 1 4 . En particular, los puntos b) aj) de la demanda se refieren a los Tratados 
y normas consuetudinarias aplicables en período de conflicto armado, a la Decla-
ración Universal de los derechos humanos, al principio de prohibición del recurso 
a la amenaza y al uso de la fuerza, al respeto de la soberanía y al principio de no 
intervención en los asuntos internos del Estado. 
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S e g u r i d a d 3 1 5 , en particular, los apartados m) n) y o) piden a la Corte que 
declare: 
"m) que la resolution 713 (1991) du Conseil de sécurité imposant un 
embargo sur les livraisons d'armes á Pex-Yougoslavie doit étre interpretée 
d'une maniere telle qu'elle ne porte pas atteinte au droit naturel de 
legitime defense, individuelle et collective de la Bosnie-Herzégovine en 
vertu des dispositions de l'article 51 de la Charte des Nations Unies et 
des regles du droit international coutumier; 
n) que toutes les resolutions ultérieures du Conseil de sécurité qui se 
référent á la resolution 713 (1991) ou la réaffirment doivent étre inter-
prétées d'une maniere telle qu'elles ne portent pas atteinte au droit naturel 
de legitime defense, individuelle et collective de la Bosnie-Herzégovine en 
vertu des dispositions de l'article 51 de la Charte des Nations Unies et 
des regles du droit international coutumier; 
o) que la resolution 713 (1991) du Conseil de sécurité et toutes les 
resolutions ultérieures qui s'y référent ou la réaffirment ne doivent pas étre 
interprétées comme imposant un embargo sur les livraisons d'armes á la 
Bosnie-Herzégovine, comme l'exigent les dispositions du paragraphe 1 de 
l'article 24 et de l'article 51 de la Charte des Nations Unies et conformé-
ment au principes coutumier ultra vires " 3 1 6 . 
En la memoria presentada el 15 de abril de 1994, Bosnia-Herzegovina 
recortó considerablemente sus reclamaciones, reiterando sólo aquellas funda-
mentadas en la Convención sobre le Genocidio y suprimiendo, por consi-
315. Sobre este tema cfr. M. BEDJAOUL Nouvel ordre mondial cit; 
A . PELLET: "Peut-on et doit-on contróler cit. pp. 221-238; L. CONDORELLI: 
"La Corte Intemazionale di Giustizia ..." cit., pp. 897-921. 
316. Ordonnance du 8 Avril 1993, CU. Recueil, 1993, p. 6, par. 2. La tesis 
sostenida por Bosnia-Herzegovina es que la aplicación del embargo de armas a 
dicho Estado vulneraría su derecho de legítima defensa, recogido en el art. 51 de la 
Carta: si la Resolución 713 del Consejo de Seguridad, decretando el embargo de 
armas sobre Yugoslavia, es aplicable a Bosnia dicha resolución sería contraria a 
los fines y principios de las Naciones Unidas, y por tanto una resolución ultra 
vires respecto al art. 24 de la Carta. Bosnia-Herzegovina sostuvo que la Reso-
lución 713 del Consejo de Seguridad no era aplicable al territorio de Bosnia-
Herzegovina por varias razones, entre ellas: en primer lugar, que la resolución 
había sido adoptada en un momento en que el status internacional del estado 
predecesor, la antigua República Federal Socialista de Yugoslavia, no planteaba 
problemas; en segundo lugar, que la resolución establecía el embargo en relación 
con una área designada con el nombre de "Yugoslavia", cuyos límites actuales no 
incluyen el territorio bosnio. El argumento no carece de lógica, pero pierde su 
fuerza desde el momento en que existen numerosas resoluciones que reafirman el 
embargo con posterioridad al nacimiento de los nuevos Estados, circunstancia 
que no podía ignorar el Consejo de Seguridad. 
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guíente, las que hacían referencia a las resoluciones del Consejo de Seguridad, 
aunque reservándose la posibilidad de replantearlas en determinadas circuns-
tanc ias 3 1 7 . Tras los acuerdos de París de 14 de diciembbre de 1995 y también 
como consecuencia del levantamiento del embargo por la resolución 1021 
(1996) del Consejo de Seguridad, este aspecto de la controversia ha quedado 
sin objeto. 
Junto con la demanda introductiva, Bosnia-Herzegovina presentó una 
demanda en la que solicitaba a la Corte que indicara con carácter urgente una 
serie de medidas provisionales. Se trataba, en particular, de que Yugoslavia 
renunciara inmediatamente a todo acto de genocidio o de apoyo a las acti-
vidades militares y paramilitares dirigidas contra el pueblo de Bosnia y de 
que se reconociera el derecho de Bosnia de solicitar y recibir asistencia 
inmediata -incluida la de tipo militar- de otros Es tados 3 1 8 . En estas últimas 
demandas de Bosnia se puede ver una impugnación, velada, de la licitud del 
embargo de armas aplicado por el Consejo, especialmente al solicitar : 
"4. Dans les circonstances actuelles, le Gouvernement de la Bosnie-
Herzegovine a le droit de demander et de recevoir l'aide d'autres États afín 
de se défendre et de défendre son peuple, y compris en se procurant 
immédiatement des armes, des matériels et des fournitures militaires" 3 1 9. 
En la orden de 8 de abril, la Corte eludió abordar el problema "real" y 
se limitó a denegar las medidas solicitadas por Bosnia-Herzegovina concer-
nientes al derecho de legítima defensa, señalando que no quedaban cubiertas 
por el art. IX de la Convención sobre el genocidio. El carácter consensual de 
317. Bosnia-Herzegovina procedía así "partiendo del postulado formal de 
que Yugoslavia había aceptado la competencia de la Corte en virtud de la 
Convención sobre el Genocidio", en consecuencia, se reservó el derecho de invo-
car las otras bases de competencia señaladas en la demanda y de formular nue-
vamente las otras conclusiones presentadas con anterioridad en caso de que 
Yugoslavia cuestionara su aceptación de la competencia de la Corte en aplicación 
de dicha Convención (Cfr. Affaire relative á I 'application de la Convention pour 
la prevention et la repression du crime de genocide, exceptions préliminaires, 
arrét 11 juillet 1996, CU. Recueil 1996, par. 8, 14. 
318. Affaire relative á I'application de la Convention pour la prevention 
et la repression du crime de genocide, Ordonnance du 8 avril 1993, 
C.I.J. Recueil 1993, p. 7-8, par. 3. También Yugoslavia solicitó a la Corte la 
indicación de medidas provisionales, el 1 de abril de 1993 (Ordonnance du 8 avril 
1993, CU Recueil 1993, pp. 9-10, par.9) 
319. Ordonnance du 8 avril 1993, CU Recueil, 1993, p. 8, par. 9. 
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la competencia de la CIJ y la naturaleza de las medidas provisionales com-
portan que, determinado el título de competencia prima facie de la C o r t e 3 2 0 , 
las medidas provisionales únicamente pueden proteger aquellos derechos 
susceptibles de constituir el objeto de una sentencia sobre el fondo basada en 
dicho título de competencia 3 2 1 . En la primera orden, la de 8 de abril de 1993, 
la Corte hubo de proceder con base en un único título de competencia: el art. 
IX de la Convención sobre Genocidio. En consecuencia, las medidas 
provisionales quedaban limitadas a los derechos incluidos en el ámbito de 
aplicación de dicha Convención 3 2 2 . 
Bosnia-Herzegovina presentó el 27 de julio una segunda demanda en 
solicitud de medidas provisionales, y Yugoslavia lo haría el 10 de agosto. 
Uno de los problemas jurídicos que planteaban estas segundas demandas era 
el de su admisibilidad: en virtud de los art. 75.4 y 76 del Reglamento de la 
Corte, ésta puede volver sobre una decisión en materia de medidas provi-
sionales en los supuestos señalados en los mismos y con una condición 
común a ambos artículos: la modificación de la situación como consecuencia 
de un cambio de circunstancias. Las nuevas demandas no podía acogerse a 
ninguno de los dos preceptos, pero la Corte consideró, con una generosa 
320. La adopción de medidas provisionales no exige una constatación defi-
nitiva por parte de la Corte de que posee competencia sobre el fondo del asunto, 
basta que las disposiciones invocadas por el demandante o las del Estatuto 
constituyan prima facie una base sobre la que podría fundamentarse en su 
momento la competencia de la Corte. En este sentido, ver, p. ej. Anglo-Iranian oil 
company (Royaume-Uni c. Iran), mesures conservatoires, ordonnance 5 juillet 
1951, Recueil 1951, p. 89 (asunto en el que al pronunciarse definitivamente sobre 
las excepciones preliminares, la CIJ se declaró incompetente); Personnel diplo-
matique et consulaire des Etats-Unis á Teherán, (Etats-Unis c. Iran), mesures 
conservatoires, ordonnance du 15 décembre 1975, CU. Recueil 1979, p. 13, par. 
15; Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-
cifNicaragua c. Etats-Unis), mesures conservatoires, ordonnance du 10 mai 
1984, CU Recueil 1984, p. 169. 
321. Ordonnance du 8 Avril 1993, CU Recueil, 1993, p 14, par. 20. 
322. CIJ Recueil 1993, par. 26, 32. En la demanda introductiva de instancia 
Bosnia-Herzegovina se había reservado el derecho de modificar, revisar y com-
pletar los títulos de competencia invocados en la misma. Haciendo uso de ese 
derecho la segunda demanda en indicación de medidas provisionales de Bosnia-
Herzegovina invocó nuevos títulos de competencia no incluidos en la demanda 
introductoria ni en el procedimiento relativo a la primera demanda. La Corte (que 
"no debe negarse a priori a examinar tales bases suplementarias de competencia") 
los rechazó y también rechazó otra base adicional de ampliación de su competencia 
material, la constituida por el principio del forum prorrogatum, suscitado de 
oficio por la propia Corte. 
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analogía, que el reexamen de la primera providencia se justificaba en razón de 
la modificación de las circunstancias como consecuencia de "la evolución de 
la situación en Bosnia-Herzegovina" 3 2 3 . Los nuevos títulos de competencia 
invocados por Bosnia-Herzegovina en relación con la segunda demanda, fue-
ron rechazados por la Corte: su competencia para adoptar medidas provi-
sionales seguía teniendo como único fundamento el art. IX de la Convenión 
del Genocidio, con las consecuencias ya señaladas. La Corte, considerando 
que las circunstancias no exigían la indicación de nuevas medidas provisio-
nales sino el cumplimiento de las que ya señaladas, reafirmó las diferentes 
medidas indicadas en la orden de 8 de abril de 1 9 9 3 3 2 4 . Hay varios aspectos 
que destacar. 
A. Los límites de la competencia de la Corte ratione materiae y 
ratione personae 
En la segunda solicitud de medidas provisionales Bosnia había refor-
mulado algunas de sus demandas de modo que presentaran cierto vínculo con 
la Convención sobre el genocidio, reconocida por la Corte como fundamento 
prima facie de su competencia. Por esta razón la Corte sí se detuvo, en la or-
den de 13 de septiembre de 1993, en algunos de los problemas suscitados por 
las medidas sol ici tadas 3 2 5 . En particular, Bosnia había requerido a la Corte 
que indicara: 
323. Los jueces Ajibola y Lauterpacht desarrollan su conformidad con la 
decisión en este punto haciendo referencia expresa a un precedente: la admisión de 
la segunda demanda nicaragüense en indicación de medidas provisionales en 
relación con el asunto de las Actividades militares, en razón del incumplimiento 
por Estados Unidos de las medidas indicadas por la CIJ en la providencia de 10 de 
mayo de 1984. 
324. Ordonnance du 13 septembre 1993, C.I.J. Recueil, 1993, par. 61. 
L. Daniele interpreta la orden de 13 de septiembre como reveladora de un reco-
nocimiento implícito del valor obligatorio de las medidas provisionales, conside-
rando la denegación de las nuevas medidas como una "sanción" por el incumpli-
miento de las anteriores (Cfr. L. Daniele, "L'apport de la deuxiéme ordonnance de 
la CIJ sur les mesures conservatoires dans l'affaire Bosnie-Herzegovine contre 
Yougoslavie (Serbie et Montenegro)", R.G.D.I.P, 1994-4, p. 947, y las opiniones 
separadas de los jueces Shahabudeen (p. 365); Weeramantry (p. 374); Ajibola 
(p. 397)). 
325. Cfr. Ordonnance du 13 septembre 1993, C.I.J. Recueil, 1993, par. 
40-41; L. BOISSON DE GIAZOURNES: "Les ordonnances en indication de mesures 
conservatoires dans l'affaire relative á l'application de la Convention pour la 
prevention et la repression du crime de genocide", AFDI, 1993,pp. 534-536. 
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"4. Le Gouvernement de la Bosnie-Herzégovine doit avoir les moyens 
de «prevenir» la commission d'actes de genocide contre son propre 
peuple comme le requiert 1'article premier de la Convention sur le 
genocide. 
9. Pour s'acquitter de leurs obligations en vertu de la convention sur 
le genocide dans les circonstances actuelles, toutes les parties contrac-
tantes á cette convention doivent avoir la faculté de procurer des armes, 
des matériels et des fournitures militaires au Gouvernement de la Bosnie-
Herzégovine, á sa demande, et de mettre á sa disposition des forces armées 
(soldats, marins, aviateurs)" 3 2 6. 
La Corte señaló que tales medidas desvirtuaban la naturaleza de las me-
didas provisionales y excedían las competencias de que la Corte dispone en 
virtud del art. 41 de su Estatuto, por varias razones. En primer lugar, en cuan-
to a las medidas solicitadas en el número 4 (también el 6 y el 8), porque 
cuando el demandante reclama el acceso a los medios para evitar el genocidio 
parece pretender que la Corte considere los efectos del embargo de armas 
impuesto por la resolución 713 (1991) del Consejo de Seguridad, como 
reconoció explícitamente a lo largo de sus alegatos escritos y orales. La Corte 
no entró a considerar los efectos que la resolución del Consejo pudiera tener 
sobre los actos de genocidio denunciados y afirmó que no podía indicar una 
medida como la solicitada, para "clarificar la situación jurídica frente a la 
Comunidad internacional en su conjunto, y en particular frente a los miem-
bros del Consejo de Seguridad de las Naciones U n i d a s " 3 2 7 . En segundo 
lugar, la Corte consideró que las medidas solicitadas en el número 9 (también 
los números 5, 6, 7 y 10), eran incompatibles con el valor relativo de sus 
decisiones: 
"...le demandeur a expliqué qu'il ne demande pas une ordonnance qui 
lierait un Etat autre que les Parties, mais demande une clarification de ses 
droits, dont il pourra ensuite "se prévaloir au Conseil de sécurité et á 
l'Assemblée genérale et ailleurs' , . . " 3 2 8 . 
326. Ordonnance du 13 septembre 1993, C.I.J. Recueil 1993, par.6. 
327. Ordonnance du 13 septembre 1993, C.I.J. Recueil 1993, par. 41. 
328. Ordonnance du 13 septembre 1993, CU. Recueil, 1993, par. 40. La 
razón esgrimida para no analizar la eventual colisión entre la resolución del 
Consejo cuestionada y una norma de ius cogens (la necesidad de restrigir todo 
pronunciamiento inter partes) basta por sí sola para descartar un ulterior análisis 
del problema, a diferencia de los asuntos Lockerbie, en los que la Corte dejó 
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De este modo, la Corte subrayaba que, en el marco de un litigio entre 
demandante y demandado, no puede pronunciarse en abstracto ni sobre 
obligaciones o derechos de terceros que no son partes en el procedimiento. No 
obstante, en atención a la particular gravedad del crimen de genocidio, tal vez 
hubiera podido profundizar más sin transgredir los límites de su función 
judicial. La prohibición del genocidio es una de las pocas normas de derecho 
internacional a las que parece reconocerse de manera indubitada el rango de 
ius cogens. La propia Corte retoma los términos de la Resolución 96 (I) de la 
Asamblea General, de 11 de septiembre de 1946 sobre "el crimen de Geno-
cidio" para afirmar que este crimen "conmociona la conciencia humana, 
inflige graves pérdidas a la humanidad ... y es contrario a la ley moral y al 
espíritu y fines de las Naciones U n i d a s " 3 2 9 . Si, como sostiene Bosnia-
Herzegovina, la resolución 713 del Consejo de Seguridad, provoca un 
desequilibrio en la posesión de armas por las partes - e n detrimento de 
Bosnia-Herzegovina- y este desequilibrio facilita, en mayor o menor medida, 
los actos de genocidio, habría que plantearse si una resolución cuyos efectos 
son contrarios al ius cogens, no podría devenir n u l a 3 3 0 . 
B . Las relaciones entre las resoluciones del Consejo y el ius cogens: 
un ámbito no cubierto por el artículo 103. 
La actuación del Consejo de Seguridad, incluso en virtud del Capítulo 
VII, está sometida a unos límites jurídicos, que no siempre pueden ser super-
visados por la Corte, ya que su capacidad de control en este ámbito es muy 
limitada y, en particular, no abarca la discrecionalidad del Consejo para deter-
minar la existencia de una amenaza para la paz, un quebrantamiento de la paz 
o un acto de agresión 3 3 1 . En el ejercicio de su función la Corte interpretó que, 
abierta la posibilidad de entrar en al cuestión de la validez de la resolución del 
Consejo en la fase sobre el fondo. 
3 2 9 . Ordonnance 8 avhl 1993, CU. Recueil, 1993, p. 2 3 , par. 49 . 
3 3 0 . Ordonnance 13 septembre 1993, op. ind. E. Lauterpacht, p. 4 3 9 par. 
9 7 - 1 0 7 . 
3 3 1 . Cfr. Ordonnance 13 septembre 1993, op. ind. E. Lauterpacht, par. 99 . Se 
admite con carácter general que la Corte no puede entrar en materias de apreciación 
política: cfr. T. M . FRANCK: "The Political and the Judicial Empires ..." cit. 
pp. 6 3 0 - 6 3 1 ; D . BOWETT: "The Impact of Security Council cit. p. 94 . En este 
sentido, la Corte no podría revisar una calificación conforme al artículo 3 9 
(cfr. sobre la naturaleza política de este tipo de decisiones, H. FREUDENSCHUSS: 
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en virtud de los artículos 103 y 25 de la Carta de la Carta, las decisiones de 
Consejo de Seguridad prevalecían sobre las obligaciones de las partes deri-
vadas de otros acuerdos internacionales 3 3 2 . Pero el principio sentado en los 
asuntos Lockerbie no resulta operativo en este caso si se admite que la 
prohibición de genocidio posee el rango de ius cogens: 
"la solution que Particle 103 de la Charte offre au Conseil de sécurité 
en cas de conflit entre une de ses decisions et une obligation conven-
tionnelle en vigueur du point de vue de la simple hiérarchie des normes en 
peut pas aller jusqu'au point oü une resolution du Conseil de sécurité 
entrerait en conflit avec le ius cogens" 3 3 3 . 
Un problema adicional sería cómo hacer efectiva una conclusión de esa 
naturaleza, que evidenciara la contradicción entre una resolución del Consejo 
y una norma de ius cogens, en el marco de una controversia entre Estados. En 
la opinión individual de Lauterpacht se apunta que, respetando el carácter 
inter partes del procedimiento, hubiera sido posible dar satisfacción parcial a 
la demanda del número 4 restringiendo el alcance del pronunciamiento a 
demandante y demandado en los siguientes términos 
"as between the Applicant and the Respondent the continuing 
validity of the embargo in its bearing on the Applicant has become a matter 
of doubt requiring further consideration by the Security Council" 3 3 4 . 
"Article 39 of the United Nations Charter Revisited: Threats to the Peace and 
Recent Practice of the United Nations Security Council", Austrian J. Publ. Intl. 
Law, 1993, p. 36), ni entrar en la discrecionalidad del Consejo para adoptar 
cualquiera de las medidas del Capítulo VII, ni sustituir el juicio de oportunidad 
del Consejo por su propio juicio "político". 
332. CU Recueil 1992, p. 15, par. 39. 
333. Ordonnance 13 septembre 1993, Op. ind. Lauterpacht, p. 440, par. 100. 
Como apunta Lauterpacht, no parece probable que el Consejo adopte delibe-
radamente una resolución en abierta contradicción con una norma de ius cogens, 
pero sí podría suceder que los efectos de una resolución entraran en conflicto con 
las exigencias de una norma de ese rango. 
334. Ordonnance 13 septembre 1993, Op. ind. Lauterpacht, par. 107. En las 
conclusiones señala: "126. B. The Court should further have declared that, as 
between the Applicant and the Respondent, the imbalance in the supply of 
weaponry as a result of the embargo established by the Security Council 
resolution 713 and the grave disadvantage under wich the Respondet has thus 
been placed has a sufficient causal connection with the continuance of genocide in 
Bosnia-Herzegovina to raise the question of its compatibility with ius cogens and 
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Hay que destacar, no obstante, .que en alguna ocasión la Corte ha indi-
cado medidas provisionales que afirman en abstracto algunos principios de 
derecho, sin dirigirse específicamente a las Partes, por ejemplo en la orden de 
10 de mayo de 1984 sobre medidas provisionales, en el asunto de las activi-
dades militares y paramilitares en Nicaragua, por catorce votos a favor y uno 
en contra la Corte indicó: 
" 2 . Que le droit á la souveraineté et á l'indépendance politique que 
posséde la République du Nicaragua, comme toute autre État de la region 
et du monde, soit pleinement respecté et ne soit compromis d'aucune 
maniere par des activités militaires et paramilitaires qui sont interdites par 
les principes de droit international, notamment par le principe que les 
Etats s'abstiennent, dans leurs relations internationales, de recourir á la 
menace ou á l'emploi de la force contre l'intégrité territoriale ou 
l'indépendance politique de tout État, et par le principe relatif au devoir 
de ne pas intervenir dans les affaires relevant de la competence nationale 
d'un Etat, consacrés par la Charte des Nations Unies et la Charte de 
l'Organisation des États américains" 3 3 5 . 
3.3. Un "control" con los límites propios de la competencia de la 
Corte 
La CIJ ha afirmado claramente que no tiene competencias en materia de 
apelación, revisión o control 3 3 6 . Esta afirmación no ha impedido que la Corte 
analizara efectivamente algunas resoluciones del Consejo de Seguridad: el pro-
blema es determinar los límites y efectos de ese análisis y la respuesta es dis-
tinta según el tipo de competencia que la Corte desempeñe. 
thus place in doubt its continuing vallidity in a manners calling for further 
consideration by the Security Council". 
3 3 5 . Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-
ci(Nicaragua c. Etats-Unis), mesures conservatoires, ordonnance du 10 mai 
1984, C.I.J. Recueil 1984, p. 187, par. 41 .B .2 . (Cfr. el comentario de L. GROSS: 
"Some Observations on Provisional Measures"cit., pp. 315-316) . 
3 3 6 . CIJ Recueil 1962, p. 168; C.I.J Recueil 1971, p. 4 5 , par. 89 . 
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3.3.1. Función contenciosa 
En este marco, el "control" que pueda realizar la Corte es de carácter 
"incidental". No existe una posibilidad de recurso directo de los Estados afec-
tados contra las decisiones del Consejo de Seguridad ante la Corte interna-
cional de Jus t ic ia 3 3 7 . Gros apuntó la posibilidad de que un Estado pudiera 
"recurrir" la decisión de un órgano de una Organización Internacional, hacien-
do figurar como demandados ante la Corte a los Estados parte de la mayoría 
que adoptó tal dec i s ión 3 3 8 . Se trata de un planteamiento poco realista: no 
parece probable que la Corte pudiera declararse competente para ejercer su fun-
ción contenciosa en un marco tan peculiar y alejado de lo que es una contro-
versia internacional en sentido estricto. Sin embargo, la Corte puede entrar a 
analizar la regularidad de una resolución y pronunciarse sobre su validez o su 
licitud "con ocasión" de una controversia entre Estados y, por lo tanto, en el 
desempeño de sus competencias propias. En este sentido, la función conten-
ciosa puede servir sólo de modo indirecto para examinar la regularidad de una 
resolución. 
El Profesor Reuter pone de manifiesto tal posibilidad: 
"... il se peut que, malgré les précautiones prises par la Charte, la 
question de la légalité d'une action entreprise par l'Asamblée ou le 
Conseil soit de l'ordre juridique international et, dans un litige entre deux 
Etats dont la Cour se trouve réguliérement saisie á la suite d'une 
acceptation de sa juridiction, on peut mettre en cause de tels actes, l'un de 
ees Etats s'appuyant sur cet acte et l'autre ayant intérét á en contester la 
légitimité. Dans une hypothése de ce genre, la Cour est tenue de statuer et, 
en cas d'acte irrégulier, de declarer que cet acte est inopposable á l'autre 
Éta t" 3 3 9 . 
En el marco de un litigio entre Estados puede suscitarse una diferencia 
entre las Partes en cuanto a la licitud o a los efectos jurídicos de una reso-
lución del Consejo relevante a los efectos de la controversia sometida. El 
problema cobra una particular relevancia en el ámbito de la responsabilidad 
3 3 7 . J. RIDEAU: Juridiction international ... cit. pp. 86-90 ; A. GROS: "Le 
probléme du recours juridictionnel contre les decisions d'organismes interna-
tionaux", Melanges Scelle, Paris, 1950, p. 267-270 . 
3 3 8 . A. GROS: "Le probléme du recours juridictionnel cit. p. 2 7 1 . 
3 3 9 . "Principes de droit international public", 103 R.C.A.D.I., 1 9 6 1 , 
pp. 6 4 7 - 6 4 8 . 
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internacional del Estado, tal y como se pone de manifiesto en la actual 
redacción del Proyecto de artículos sobre Responsabilidad internacional de los 
Estados, aprobado en primera lectura, en el 48 periodo de sesiones de la 
C.D.I. El actual artículo 39, de la Parte II del Proyecto (Contenido, formas y 
grados de responsabilidad internacional), titulado "Relación con la Carta de 
las Naciones Unidas" establece: 
"The legal consequences of an internationnally wrongful act of a State 
set out in the provisions of the present part are subject, as appropriate, to 
the provisions and procedures of the Charter of the United Nations 
relating to the maintenance of international peace and security" 3 4 ° . 
Según el tenor literal del artículo las consecuencias jurídicas de los 
hechos internacionalmente ilícitos de un Estado, o de la concurrencia de cau-
sas excluyentes de la ilicitud de tales hechos podrían verse modificadas por 
decisiones del Consejo de Seguridad adoptadas en virtud del Capítulo VII de 
la Car ta 3 4 1 . 
El Proyectos de artículos, una vez sea aprobado por la CDI en segunda 
lectura, tendría que revestir la forma de un instrumento convencional para su 
adopción por los Estados: por lo tanto, la relación entre la futura Convención 
sobre responsabilidad internacional de los Estados y la Carta estaría 
340. Doc. U.N G.A.O.R. sup. 10 (A/51/10), Cap. III. Es un problema que ya 
había sido anticipado en los primeros proyectos de Riphagen, aunque no limitado 
a las contramedidas, ni a los medios de solución de controversias. Las situaciones 
previamente anticipadas por el relator hacían referencia a la posibilidad de que un 
Estado invocase en respaldo de un acto prima facie ilícito, la autorización del 
Consejo de Seguridad y, al contrario, si la determinación por parte del Consejo de 
que un Estado es "agresor" le impide invocar el derecho de legítima defensa ante 
un tribunal. 
341. Los Estados afectados podrían recurrir a la Corte planteando, por 
ejemplo, la licitud de las contramedidas autorizadas o prohibidas por el Consejo: 
si una parte invoca una resolución del Consejo como fundamento de su postura 
contra la otra -sea para afirmar que sus acciones contra la otra son lícitas por 
contar con la autorización del Consejo, sea para afirmar la ilicitud de la conducta 
de la otra por haber incumplido la resolución- ésta podría cuestionar la validez o 
la licitud de dicha resolución. La Comisión, en el comentario al artículo citado, 
propone otras situaciones posibles: por ejemplo, ¿podría el Consejo de Segu-
ridad, actuando en el marco del capítulo VII, para mantener la paz y seguridad 
internacionales, denegar una invocación de estado de necesidad por un Estado 
(artículo 33), o el derecho de un Estado a adoptar contramedidas (art. 47 y 48)? 
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gobernada por el artículo 103 de la C a r t a 3 4 2 . El Consejo puede autorizar o 
prohibir la adopción de contramedidas mediante una resolución vinculante 
adoptada en virtud del Capítulo VII; la cuestión a dilucidar es qué 
repercusiones tiene tal resolución sobre la licitud o ilicitud de las 
contramedidas adoptadas por un Estado, y por consiguiente sobre su eventual 
responsabilidad internacional. 
En el comentario al artículo 39, la Comisión recoge dos posturas po-
sibles. La primera afirma que, como norma general, el Consejo de Seguridad 
no puede privar a un Estado de sus derechos ni imponerle obligaciones fuera 
de las que derivan del derecho internacional general o de la propia Carta; 
excepcionalmente, el Consejo podría requerir a un Estado para que suspenda 
el ejercicio de un derecho (por ejemplo, la adopción de contramedidas) como 
medida provisional del artículo 40, e incluso imponer una privación de un 
derecho al Estado al que haya calificado como agresor. Para la segunda pos-
tura, la concepción expuesta sería excesivamente legalista y no toma debida-
mente en consideración que el mantenimiento de la paz internacional es, en 
realidad, el interés supremo de la comunidad internacional en su conjunto 3 4 3 . 
En la redacción actual, como se ha señalado, el Proyecto plantea el 
problema pero no lo resuelve; al contrario, la Comisión invitó a los Estados a 
someter sus observaciones a propósito de las cuestiones suscitadas, para vol-
ver sobre las mismas a lo largo de la segunda lectura. 
Si la Corte tiene una base para declararse competente, puede interpretar 
la norma consuetudinaria o convencional contraria a la resolución del 
342. En el comentario al artículo 39 se hace constar que varios miembros de 
la Comisión manifestaron su preocupación ante la posibilidad de que los derechos 
que se derivasen para las Partes en la futura convención sobre responsabilidad 
internacional de los Estados pudieran ser anulados, atendiendo a la primacía de la 
Carta sobre las disposiciones de cualquier otro tratado (Doc. U.N G.A.O.R. sup. 
10 (A/51/10), Cap. III, comentario al artículo 39). 
343. Yearbook of the International Law Commission, 1983, vol II 
(Part Two), p. 43; Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre su 48° 
periodo de sesiones (U.N. G.A.O.R., suppl. n° 10 (A/51/10), capítulo III, comen-
tario al artículo 39, n. 226. Según Bowett el Proyecto debería indicar que, para 
que puedan desplegar los efectos jurídicos pertinentes sobre la responsabilidad 
internacional del Estado concernido, las resoluciones del Consejo de Seguridad 
tienen que ser válidas y lícitas. En este sentido, para Bowett, las resoluciones 
disfrutan de una presunción de validez iuris tantum, que sólo puede ser refutada 
por motivos limitados (ultra vires, vicio manifiesto como consecuencia de un error 
de hecho o de derecho esencial o denegación del derecho de audiencia al Estado al 
que la resolución atribuye responsabilidad internacional). Cfr. D. BOWETT, 
"The Impact of Security C o u n c i l c i t . , pp. 89-101. 
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Consejo: en este caso, parece lógico admitir que la Corte pueda determinar si 
tal norma está en vigor para las Partes o, por el contrario, ha sido derogada en 
virtud de la acción conjunta de los art. 25 y 103 de la Carta. Este juicio 
requiere examinar, no a título principal sino incidental, la validez y eficacia 
del acto del Consejo: sin este examen, la Corte no podría desempeñar con 
propiedad su función judicial que comporta la necesidad lógica y jurídica de 
decidir si la norma consuetudinaria o convencional es verdaderamente 
aplicable en la controversia sometida a la C o r t e 3 4 4 . Esta regla, sin embargo, 
no basta en el caso de normas de ius cogens que son jerárquicamente 
superiores a cualquier otra norma, convencional o consuetudinaria, ni 
tampoco en caso de contradicción de una resolución con los principios y 
propósitos de la Carta (problema que, además, se reconduce parcialmente al 
anterior). Ciertamente, es difícil que se pueda plantear un caso de 
contradicción manifiesta entre una resolución del Consejo y normas de esta 
c a t e g o r í a 3 4 5 y por el momento no hay jurisprudencia de la Corte sobre el 
particular, aunque las opiniones separadas de varios jueces sí tratan la 
cuestión, señalando la posibilidad de que la Corte se limite a dejar constancia 
del problema en la exposición de motivos, o de que llame la atención del 
Consejo de Seguridad para que reconsidere, en su caso, la resolución 
cuestionada. 
De carácter incidental, el control quedaría, además, limitado por la efica-
cia relativa del pronunciamiento judicial: la Corte podría afirmar la invalidez 
o la ilicitud de la resolución en términos de su oponibilidad entre las Partes 
pero no vincularía al Consejo de Seguridad. 
3 4 4 . En este sentido, V. GOWLAND-DEBBAS: "The Relationship between the 
ICJ and the SC ..." cit., pp. 6 6 7 ; C. TOMUSCHAT: "The Lockerbie Case ..." cit. 
pp. 38 -48 ; L. CONDORELLI: "La Corte internazionale di Giustizia cit., pp. 914 . 
3 4 5 . La práctica del Consejo muestra su "autolimitación" en la imposición 
de sanciones contemplando usualmente excepciones por razones humanitarias. 
Tales límites aparecen igualmente, en la opinión consultiva en el asunto de 
Namibia, en la que la Corte, al señalar las consecuencias jurídicas de la 
permanencia de África del Sur en Namibia, a pesar de la resolución 2 7 6 ( 1 9 7 0 ) del 
Consejo de Seguridad, establece que los Estados tienen la obligación de no 
establecer relaciones convencionales con África del Sur en los supuestos en que 
dicho Estado pretenda actuar en nombre de Namibia o concernientes a Namibia 
pero señala que tal regla no es aplicable "a ciertas convenciones generales como 
las convenciones de carácter humanitario, cuya inaplicación podría perjudicar al 
pueblo de Namibia" (CU. Recueil 1971, p. 55 , par. 121). 
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3.3.2. El control en el marco de la función consultiva 
El procedimiento consultivo constituye, como ha señalado la propia 
Corte, una participación en la acción de la organización, por lo tanto una 
contribución al funcionamiento de una sociedad institucional, a diferencia del 
procedimiento contencioso, exterior a la organización 3 4 6 . De hecho, en el 
marco de la función consultiva se han planteado frecuentemente cuestiones 
concernientes al funcionamiento de la organización internacional y que exigen 
una toma de postura sobre la interpretación de la Carta y de las competencias 
de la Organización 3 4 7 . Frente a los detractores que rechazaban la posibilidad 
de que la Corte fuera competente para interpretar la Carta, un sector doctrinal 
y la propia Corte afirmó la competencia de la CIJ para interpretar los Tratados 
constitutivos de las diferentes organizaciones internacionales, incluida la 
Car ta 3 4 8 . 
De todos modos, como subraya Rideau, la interpretación por sí misma 
no constituye un verdadero control, para que éste exista es necesario que la 
Corte se pronuncie sobre la compatibilidad de una determinada decisión de un 
órgano con las disposiciones de la Car t a 3 4 9 . Según De Visscher, la naturaleza 
de la función consultiva es perfectamente compatible con el control del respeto 
de los tratados constitutivos, pues la opinión consultiva: 
"éclaire les organes internationaux sur la portee de leurs pouvoirs, 
il les contient dans les limites que leur fixent les textes qui les ont 
3 4 6 . J. RIDEAU: Juridiction internationale cit., pp. 153-154. 
3 4 7 . Diferentes autores han considerado que la competencia contenciosa 
ofrece escasas expectativas para un control eficaz y que las características de la 
función consultiva se adaptarían mejor a la función de control judicial, cfr. 
D. BOWETT: "The Impact of Security Council cit., p. 9 8 ; T. M . FRANCK: "The 
Political and Judicial Empires cit., pp. 6 3 1 - 6 3 2 ; M . BEDJAOUI: Nouvel ordre 
mondialcit., p. 92-109 . L. Caflisch va más lejos y señala que, de lege lata, en el 
marco contencioso no existe una vía para impugnar, a instancias de parte o de ofi-
cio, la legalidad de las decisiones del Consejo de Seguridad adoptadas en virtud 
del Capítulo VII" "Is the International Court of Justice Entitled to Review cit., 
p. 6 6 1 . Cfr. una postura diferente en D. AKANDE: "The International Court of 
Justice and the Security Council cit., pp. 3 3 1 - 3 3 3 . 
3 4 8 . C.I.J. Recueil 1950, p. 2 2 1 . 
3 4 9 . H. Thierry ha llegado a asimilar la actuación de la Corte en el asunto 
relativo a ciertos gastos a la del control de constitucionalidad del derecho 
interno, cfr. "L'avis consultatif de la CIJ sur certaines dépenses des Nations 
Unies", A.F.D.I., 1962, p. 247 . 
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institués, il leur assure Peffectivité que requiert Paccomplissement de leur 
mission" 3 5 0 . 
La competencia de la Corte para controlar la validez de una resolución 
del Consejo de Seguridad depende en gran parte de la concreta formulación de 
la demanda de opinión consult iva 3 5 1 . La Corte se ha reconocido competente 
para examinar la validez de las resoluciones aun no habiendo sido expresa-
mente invitado a ello, a fortiori será competente para efectuar dicho examen 
cuando la formulación de la demanda lo habilita explícitamente. Esta última 
hipótesis, de plantearse en la realidad, no ofrecería problemas particulares ya 
que no se puede acusar a la Corte de arrogarse competencias de control sobre 
las actividades de otro órgano cuando es el propio órgano el que acude ante la 
Corte para obtener su parecer sobre la legalidad de una concreta decisión. En 
el primer caso, sin embargo, la Corte suele acompañar su actuación de nume-
rosas salvedades que restringen el alcance de su análisis a lo estrictamente 
necesario para desempeñar correctamente su misión judicial: debe existir un 
vínculo estrecho entre la legalidad de las resoluciones y la cuestión planteada, 
de tal modo que, en cuanto órgano judicial, no podría responder a ésta última 
sin abordar previamente la p r i m e r a 3 5 2 y la propia Corte especifica que las 
conclusiones a las que llegue en cuanto a la validez de la resolución serán 
consignadas en la exposición de motivos de la opinión consultiva, no en su 
parte disposit iva 3 5 3 . 
350. Ch. De VISSCHER: Theories et réalités en droit international public, 
Paris, Pedone, 1960, p. 464. 
351. La mayoría de los jueces que en sus opiniones separadas rechazan la 
competencia de la Corte para examinar la legalidad de una resolución lo hacen 
sobre la base de que la cuestión concretamente planteada a la Corte no le facultaba 
para ello. Cfr. THIERRY, "Les resolutions des organes internationaux cit. 
pp. 406-413. 
352. CIJ Recueil 1962, p. 157; CIJ Recueil 1971, p. 45. Hay que resaltar que 
la mayoría de las opiniones disidentes formuladas en las opiniones consultivas 
que se están citado, aunque divergentes en cuanto a la solución de fondo del 
asunto coinciden con la Corte en cuanto a la cuestión de la competencia. Sólo dos 
jueces rechazan la competencia de la CIJ para analizar la validez de las reso-
luciones en los casos planteados alegando la necesidad de respetar la voluntad 
del órgano que solicitó la opinión consultiva ateniéndose estrictamente a la 
pregunta formulada, vide CIJ Recueil 1962, op. dis. Spiropoulos, p.181; CIJ 
Recueil 1971, op. dis. Padilla Ñervo, p. 105. 
353. CIJ Recueil 1971, p. 45. par. 89. En realidad, aunque consignara los 
pronunciamientos referentes a la validez de las resoluciones en el dispositivo de 
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El control en sede consultiva reviste dos límites fundamentales. En pri-
mer lugar, el carácter no vinculante de las opiniones consultivas: el órgano 
que ha solicitado la opinión consultiva puede acomodarse a ella o no, aunque 
usualmente tome nota de la opinión o la asuma formalmente 3 5 4 . En caso de 
que el Consejo actuara en un sentido diferente del señalado en la opinión no 
cabría hablar de conflicto, en sentido estricto, puesto que la opinión de la 
Corte no es vinculante 3 5 5 . En cualquier caso, una opinión consultiva que pu-
siera de manifiesto la ilegalidad de una resolución del Consejo de Seguridad, 
aun careciendo de fuerza vinculante desplegaría una influencia notable en el 
Consejo, para el que sería difícil probablemente mantenerse en la misma 
posición una vez emitida la opinión consult iva 3 5 6 . 
En segundo lugar, la limitada legitimación para solicitar una opinión 
consultiva: el artículo 96.1 únicamente otorga a la Asamblea General y al 
Consejo de Seguridad competencia general para solicitar opiniones consul-
tivas sobre "cualquier cuestión jurídica". Los otros órganos y los organismos 
especializados sólo pueden solicitar opiniones consultivas si son autorizados 
por la Asamblea General, y en este caso el alcance material de la opinión se 
limita a "cuestiones jurídicas que surjan dentro de la esfera" de las actividades 
del órgano que acude a la Corte. Los Estados que estimen que sus derechos 
han resultados lesionados por una resolución del Consejo de Seguridad no 
pueden acudir a esta vía para impugnar la validez de dicha resolución. El 
control está llamado a desarrollarse de manera esporádica, en palabras del 
profesor Pellet es un control "aleatorio" 3 5 7 . 
En este contexto, el procedimiento idóneo para controlar la legalidad de 
las decisiones del Consejo sería la solicitud de una opinión consultiva por el 
propio Consejo, pero este órgano muestra una extrema la prudencia en sus 
relaciones con la Corte. Prueba de ello es que, hasta la fecha, sólo ha soli-
citado un dictamen, concerniente a las consecuencias jurídicas para los 
la opinión, seguirían sin tener fuerza vinculante, pero la Corte al proceder en la 
manera señalada respeta los límites de la cuestión planteada. 
354. Cfr. S. ROSENNE: The Law and Practice cit. pp.747-754. 
355. Condorelli señala que tal vez sea más propio afirmar que, en caso de 
conflicto entre las opiniones de los dos órganos, estatutariamente está prevista la 
prioridad de la opinión del órgano político sobre la opinión consultiva de la 
Corte ("La Corte Internazionali di Giustizia cit. p. 899) 
356. CONDORELLI: ibidem, pp. 899-900, n. 2. 
357. "Peut-on et doit-on contróler ..." cit., p. 226. El adjetivo sería también 
aplicable a la función contenciosa. 
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Estados de la presencia continua de Africa del Sur en Namibia (Sud-Oeste 
africano) no obstante la resolución 276 (1970) del Consejo de Seguridad). El 
Consejo no hace uso más frecuente de la competencia consultiva de la Corte, 
entre otras razones, por la incertidumbre en cuanto a sus posibles conse-
cuencias sobre la acción del Consejo, es decir, qué efectos tendría de una 
solicitud de opinión consultiva sobre la continuación de un procedimiento en 
el Consejo, y sobre el cumplimiento por las Partes de las resoluciones previas 
del Conse jo 3 5 8 . 
Queda por resolver si un órgano diferente del Consejo puede interrogar a 
la Corte sobre la validez de una resolución adoptada por el Consejo, posi-
bilidad que podría presentarse especialmente en caso de discrepancias entre 
ambos órganos. La práctica es de escasa ayuda en la medida en que por el 
momento nunca se ha cuestionado directamente la validez de una resolución 
ante la Corte. Tratada como cuestión incidental, la Corte ha examinado indis-
tintamente resoluciones del Consejo de Seguridad y de la Asamblea General 
con independencia de que fuese uno u otro órgano el que hubiera formulado la 
demanda de opinión c o n s u l t i v a 3 5 9 . Para que la Corte pudiera revisar 
directamente la validez de una resolución parece que la demanda debiera partir 
de su propio autor, "cualquier otra solución iría en contra de la independencia 
o de la soberanía del otro ó r g a n o " 3 6 0 . Además, en el caso del Consejo de 
Seguridad, esta postura se halla reforzada por el art. 12 de la Carta que confir-
358. Cfr. los debates a propósito de la cuestión indonesia y el asunto de 
Namibia. Las posturas adoptadas por los Estados respecto a la competencia de la 
Corte para analizar la validez de una determinada resolución no parecen ser fruto 
de un desapasionado razonamiento jurídico sino de sus intereses concretos. En 
efecto, los Estados que han defendido la competencia de la Corte para analizar la 
regularidad de una resolución en un caso concreto coinciden con los que previa-
mente han cuestionado la validez de la misma y viceversa. Con el paradójico 
resultado de que, hasta ahora, siempre que la Corte ha efectuado dicho examen ha 
confirmado la validez de la resolución controvertida, satisfaciendo las aspira-
ciones de quienes habían rechazado la facultad de la CIJ para proceder a tal examen. 
359. Así sucedió en el asunto de Ciertos gastos de Naciones Unidas, plan-
teado por la Asamblea General, en el que la Corte hizo objeto de su atención las 
resoluciones de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad que consideró 
necesarias para resolver correctamente la pregunta planteada, en la que no se cues-
tionaba directamente su valor. También en el asunto de Namibia, en el que la 
demanda había sido planteada por el Consejo de Seguridad, nuevamente sin 
referencia exoplícita a la cuestiómn de la validez, la CIJ examinó resoluciones del 
Consejo pero también de la Asamblea General. 
360. CIJ Recueil 1971, p. 180. 
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maría la imposibilidad de que la Asamblea General sometiera ante la Corte 
una decisión del Consejo de Seguridad 3 6 1 . 
Existen otros problemas adicionales, como la lentitud del procedimiento 
y el problema de la eficacia de la resolución durante el desarrollo del proceso 
ante la Corte. Si la resolución sigue desplegando sus efectos, en caso de 
declararse su ilicitud se plantearía el problema de la eventual obligación de 
reparar del Consejo y los modos de hacerla efectiva, lo que plantea a su vez 
problemas muy complejos 3 6 2 . Si la opinión consultiva hubiera de solicitarse 
antes de adoptar la resolución, o tuviera efectos suspensivos de la misma, po-
dría ser incompatible con la responsabilidad primordial que incumbe al 
Consejo de Seguridad "de asegurar una acción rápida y eficaz por parte de las 
Naciones Unidas" en el mantenimiento de la paz y seguridad interna-
c iona l e s 3 6 3 . Por las razones señaladas, algunos autores han señalado que la 
función consultiva de la Corte, por su propia naturaleza, no resultaría idónea 
para controlar la licitud de las decisiones vinculantes del Consejo de 
Seguridad 3 6 4 . 
En cuanto a los motivos que permitirían impugnar la validez de las 
resoluciones del Consejo adoptadas en virtud del Capítulo VII, ante el 
silencio de la Carta, y la escasez y ambigüedad de la jurisprudencia, algunos 
autores han avanzado propuestas diversas. Partiendo de la sujeción del 
Consejo a la Carta, un amplio sector doctrinal subraya que un motivo válido 
de impugnación es la eventual actuación ultra vires del Consejo, lo que 
3 6 1 . En este sentido, M. BEDJAOUI: Nouvel ordre mondialcit., p. 94 , pone 
de relieve que, a pesar de la competencia general que el artículo 1 4 de la Carta 
reconoce a la Asamblea General, el artículo 1 2 le impide solicitar una opinión 
consultiva relativa a una acción del Consejo de Seguridad (Otros autores sin 
embargo, basándose en el artículo 9 6 . 1 . sostienen que la Asamblea General puede 
solicitar una opinión consultiva sobre cualquier cuestión jurídica, y por lo tanto, 
también sobre la regularidad de una decisión de la Asamblea General, cfr. T. M . 
F R A N C K : "The Political and the Judicial Empires cit., p. 6 3 1 - 6 3 2 ; L. 
CAFLISCH: "Is The International Court of Justice Entitled to Review Security 
Council Resolutions cit., pp. 655-656 . ) 
3 6 2 . Cfr. D . BOWETT: "The Impact of Security C o u n c i l c i t , pp. 98-99 . 
3 6 3 . Cfr. L. CAFLISCH: "Is The International Court Entitled to Review 
Security Council Resolutions cit, p. 657 . El debate en torno a la potenciación 
de la función consultiva adquiere con frecuencia matices prospectivo, por ejemplo 
cuando se propone la habilitación al Secretario General para que solicite opinio-
nes consultivas, y a veces parte de premisas sobre las que no existe un acuerdo en 
la doctrina, como por ejemplo el carácter suspensivo o no de una solicitud de una 
opinión consultiva sobre la resolución encausada. 
3 6 4 . Cfr. L. CONDORELLI: "La Corte Internazionale di Giustizia cit., p. 899 . 
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equivale a enunciar el problema más que re so lve r lo 3 6 5 . Como ya se ha 
señalado, sí que habría que admitir como motivo de revisión la contradicción 
entre una resolución del Consejo y una norma de ius cogens, o los propósitos 
y principios de la Car ta 3 6 6 . 
CONCLUSIONES 
Uno de los principios básicos en torno a los cuales se estructura la Carta 
es el de la recíproca independencia y autonomía de los órganos principales. 
Por esta razón, según la jurisprudencia constante de la Corte, no hay nada 
irregular en el ejercicio simultáneo de competencias por ambos órganos. La 
Corte se ha pronunciado en diversos asuntos sobre el alcance del art. 24 de la 
Carta, que confiere la responsabilidad principal en el mantenimiento de la paz 
y seguridad internacionales al Consejo de Seguridad, y en todos ellos ha 
subrayado que, como indica el tenor literal del artículo, la responsabilidad del 
Consejo es "primordial", pero no exclusiva ni excluyeme de la que eventual-
mente pueda corresponder a otros órganos 3 6 7 . Así lo corrobora el dato de que 
3 6 5 . Por señalar un ejemplo, algunos autores apuntan el posible carácter 
ultra vires de aquellas resoluciones del Consejo que confieren total discre-
cionalidad a un Estado o a un grupo de Estados para actuar en nombre del 
Consejo pero sin sujeción a su control y dirección (cfr. entre otros, M A Paz ANDRÉS 
DE SANTA MARÍA: "Réplica: cuestiones de legalidad en las acciones armadas contra 
Irak", R.E.D.I. 1 9 9 1 / 1 , pp. 117-119 ; WEMBROU: "Validité et portee de la reso-
lution 7 9 4 ( 1 9 9 2 ) du Conseil de sécurité", 5 African Journal of International 
and Comparative Law, 1993 , pp. 3 4 7 - 3 4 8 ) pero la doctrina dista mucho de ser 
unánime sobre este extremo (cfr. L. I. SÁNCHEZ-RODRÍGUEZ: "La invasión de Kuwait 
por Irak y la acción del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas", Cursos de 
Derecho Internacional de Vitoria-Gasteiz, 1 9 9 1 , p. 57; J. B . ACOSTA ESTÉVEZ-
J. L. PINOL i RULL: "Legitimidad, legalidad y proporcionalidad en el uso de la 
fuerza armada contra Irak", X Anuario de Derecho Internacional, 1994, pp. 
1 5 - 4 6 ) . 
3 6 6 . Sobre los posibles motivos de revisión, cfr. D . BOWETT: "The Impact of 
Security C o u n c i l c i t . , p. 96. 
3 6 7 . Certaines dépenses des Nations Unies (article 17, paragraphe 2, de la 
Charte), C.I.J. Recueil 1962, p. 163; Plateau continental de la Mer Egée, 
(mesures conservatoires), ordonnance 11 sepetembre 1976, C.I.J. Recueil 1976, 
p. 13-14/ Activités militaires et paramilitaires au Nicaragua et contre celui-ci , 
C.I.J. Recueil 1984, p. 434 . Cfr. K. SKUBISZEWSKI: "The International Court of 
Justice and the Security Council", en Fifty years of the International Court of 
Justice. Essays in honour of Sir Robert Jennings, Cambridge University Press, 
1996, pp. 6 0 6 - 6 2 9 . 
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ninguna disposición de la Carta o del Estatuto de la Corte restringe la capa-
cidad de actuación de ésta de modo similar al art. 12 de la Carta en relación 
con la Asamblea General. Incluso en aquellos casos en los que el Consejo de 
Seguridad ha efectuado alguna determinación en virtud del art. 39, no existe 
necesariamente incompatibilidad entre la acción del Consejo y la de la Corte. 
La jurisprudencia de la CIJ sobre su competencia para examinar la 
validez de las resoluciones del Consejo, viene marcada por un espíritu de 
compromiso entre la decisión de no abdicar de ejercer su competencia y la 
prudencia judicial en el desempeño de la función. Así, la Corte ha analizado 
la validez de resoluciones del Consejo -sin que se le haya solicitado expresa-
mente- porque lo ha considerado necesario para el adecuado desempeño de su 
función judicial. Pero lo ha hecho restringiendo el examen a los casos, y a la 
medida, estrictamente necesarios para el desarrollo de su misión y respetando, 
en todo momento, las competencias de los otros ó r g a n o s 3 6 8 y sus propias 
reglas de procedimiento. 
En estos supuestos de acciones paralelas de ambos órganos, no parece 
probable que la Corte pueda a llegar a resultados contradictorios con los del 
Consejo, especialmente cuando éste se haya situado en el Capítulo VIL Por 
un lado, porque la interpretación de los artículos 25 y 103 en los asuntos 
Lockerbie hace difícil un resultado contrario; por otro, porque la Corte procura 
concurrir con los demás órganos en el objetivo de mantener la paz y seguridad 
internacionales, respaldando las acciones de los demás órganos siempre que 
sea posible hacerlo sin detrimento de su independencia y de su condición de 
órgano judicial. 
La Carta no establece ningún mecanismo de control judicial, en sentido 
estricto. Sentada esta premisa, se puede afirmar que la Corte, o cualquier órga-
no jurisdiccional competente (p.ej, el Tribunal Penal para la antigua Yugos-
lavia), no debe considerarse incompetente para examinar la validez de una 
resolución del Consejo cuando tal cuestión se le plantee con ocasión del 
ejercicio de sus funciones, contenciosa o consultiva, y guarde una conexión 
con la controversia o con la opinión consultiva solicitada. Aunque limitados 
y de eficacia cuestionable, la Carta y su Estatuto ponen a disposición de la 
Corte medios para examinar la legalidad de las resoluciones del Consejo, y la 
Corte puede y debe hacer uso de ellos. Este examen de la Corte no es equi-
368. La Corte ha formulado en este contexto los principios de la presunción 
de validez de las resoluciones y de presunción de la competencia de los órganos, 
principios entrelazados con la teoría de las competencias implícitas. 
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parable a un verdadero control puesto que las decisiones de la Corte no afectan 
a la validez jurídica de la resolución analizada, ni son vinculantes en cuanto 
tales para el Consejo de Seguridad. 
Con todos los límites propios de la competencia de la Corte, las posibi-
lidades reales de examinar la legalidad de las resoluciones son, además, 
escasas 3 6 9 : la generalidad con la que la Carta enuncia los fines de la organiza-
ción, la doctrina de las competencias implícitas y el amplio margen de discre-
ción de que disfruta el Consejo, hacen difícil concebir un verdadero control de 
la legalidad de sus actos. Basta pensar en la delimitación de las situaciones en 
que el Consejo puede adoptar decisiones vinculantes 3 7 0 y en qué categorías de 
obligaciones puede imponer a los Es tados 3 7 1 ; la Corte no puede entrar en la 
sustancia de la resolución, y verificar, por ejemplo si una determinada medida 
es eficaz o no para el restablecimiento de la paz. En este ámbito, en realidad, 
3 6 9 . Y cuestionadas. En efecto, dentro de la doctrina, algunos autores subra-
yan que ni siquiera dentro de los estrechos límites que se han señalado puede la 
Corte analizar una resolución vinculante del Consejo. Sciso invoca razones de 
utilidad práctica, y señala que una sentencia que tuviera efectos sustancialmente 
invalidantes de una resolución del Consejo crearía una situación de inseguridad 
jurídica entre los Estados afectados y una confrontación interorgánica poco 
beneficiosa para la organización. Cuando la Corte ha entrado a valorar la validez 
de las resoluciones de determinados órganos, los criterios seguidos por la Corte, 
en favor de la licitud de las resoluciones, las precisiones sobre el carácter 
"consultivo" de la opinión, subrayando la inexistencia de un procedimiento de 
"apelación" o "control" o negando que le corresponda, con carácter exclusivo, la 
interpretación de la Carta, serían significativos de la actitud prudente de la Corte, 
que se muestra incluso más cautelosa frente al posible examen de la resolución de 
otro órgano en el marco de un procedimiento contencioso. 
3 7 0 . El art. 3 9 no define las situaciones; la definición de agresión por la 
Asamblea General no es vinculante para el Consejo de Seguridad; la actividad 
reciente del Consejo ofrece numerosísimos ejemplos de lo dilatado de tales nocio-
nes, especialmente la de la amenaza para la paz (Cfr. GAJA: "Reflexions sur le role 
du Conseil de sécurité dans le nouvel ordre mondial", R.G.D.I.P., 1993, p. 3 9 7 ; 
P. M . DUPUY: "Sécurité collective et organisation de la paix", R.G.D.I.P., 1993 , 
p. 6 1 7 ; J. M. SOREL: "L'élargissement de la notion de menace contre la paix", cit., 
pp. 6 8 9 - 7 2 5 ) . Atendiendo a la práctica de los últimos años Condorelli concluye 
que, prácticamente, cualquier violación de una cierta gravedad de las normas 
internacionales puede ser definida por el Consejo de Seguridad, dicrecionalmente, 
si no como agresión o ruptura de la paz sí como una amenaza contra la paz 
("La Corte internazionale di Giustizia cit., p. 9 1 8 ) 
3 7 1 . El artículo 3 9 no define las medidas que el Consejo puede adoptar "de 
conformidad con los artículos 41 y 4 2 para mantener o restablecer la paz y la segu-
ridad internacionales." Por su parte, los artículos 41 y 4 2 , señalan únicamente 
algunos ejemplos de medidas y establecen dos grandes categorías, según impli-
quen o no el uso de la fuerza armada. 
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el único control es de carácter interno y deriva del derecho de veto de los cin-
co miembros permanentes, y de la exigencia de nueve votos afirmativos para 
la adopción de decisiones. 
Ciertamente la Carta afirma la sumisión del Consejo a la Carta, pero en 
términos tan generales que cabe preguntarse si el amplísimo margen de discre-
ción de que disfruta el Consejo permite en realidad el más mínimo control. 
Atendiendo a algunos asuntos recientemente planteados ante la Corte la res-
puesta a esa cuestión tiene que ser positiva: la Corte, en cuanto órgano judi-
cial principal de las Naciones Unidas debe conciliar las exigencias de su fun-
ción judicial con los propósitos y principios de las Naciones Unidas, en 
especial, el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. La Corte no 
puede declararse incompetente por razones de "oportunidad", como ha desta-
cado el profesor Pellet "ni la competence, ni la recevabilité ne paraissent done 
pouvoir étre l'enjeu legitime d'une quelconque politique jud ic ia i re" 3 7 2 . En 
cuanto a la decisión final, la Corte puede adaptarse, siempre de acuerdo con su 
naturaleza judicial, a las circunstancias del caso, y adoptar una definición más 
o menos amplia de la controversia o de la cuestión formulada: la decisión de 
la Corte, con su exposición de motivos, puede ser útil para el Consejo en el 
caso de descubrir una posible colisión entre una de sus resoluciones y una 
norma de ius cogens o una disposición de la Carta; y viceversa, si se afirma la 
regularidad de la disposición, la Corte estaría contribuyendo a reforzar la 
legitimidad del Consejo. 
372. A. PELLET: "Le glaive et la balance ..." cit., p. 563. 
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